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PONENCIA ELABORADA POR EL MAGISTRADO COORDINADOR DEL DECIMO TERCER CIRCUITO, ESTEBAN SANTOS VELAZQUEZ, QUE SOMETERA A LA CONSIDERACION DEL “CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO”, A CELEBRARSE LOS DIAS 6, 7 Y 8 DE NOVIEMBRE DE 2000, EN LA CIUDAD DE MERIDA, YUCATAN.

Con el firme propósito de que se logre el objetivo del mencionado Congreso al cual el suscrito fue invitado por su carácter de coordinador de magistrados del Décimo Tercer Circuito, someto a la consideración de los congresistas las siguientes proposiciones.

1.- Tomando en consideración que los tratados internacionales en los que México es parte se encuentran supeditados a las disposiciones de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la inconstitucionalidad de aquéllos puede plantearse al través del juicio de garantías, y atendiendo al alcance protector de la garantía individual de legalidad consagrada en el artículo 16 de dicha Carta Magna, considero que el artículo 1º, del Capítulo I, Disposiciones Fundamentales, del TITULO PRIMERO, Reglas Generales, de la propuesta de nueva Ley de Amparo, podría consignarse en los siguientes términos:

Artículo 1º.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las cuales también se comprenden los derechos humanos protegidos en los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos.

Cabe agregar al respecto que la inclusión de manera expresa en el precepto transcrito de los derechos humanos protegidos en los citados tratados, sólo tiene como propósito el que no haya duda de su protección mediante el juicio de garantías, como sucede en la Ley de Amparo vigente con las leyes o actos de las autoridades federales o locales que restrinjan o vulneren la soberanía de los poderes federales o locales, ya que la no inclusión de estos actos en el proyecto en examen, no implica que no puedan impugnarse al través del juicio de amparo. De aceptarse la proposición implicaría también hacer el ajuste en la redacción del nuevo artículo 103 de la Carta Magna.

2.- Considero que el segundo párrafo del artículo 5º, del Capítulo II, y TITULO antes precisado, del proyecto en examen, debería decir: "Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo por conducto de su defensor o de cualquier persona en los casos en que esta ley lo permita.", o sea, habría que ajustar la última parte de su texto, y suprimir del texto del artículo 9º, del Capítulo y TITULO precitados, del proyecto o propuesta, la parte in fine de su párrafo primero, que dice: "y en las demás aplicables"; tomando en cuenta que lo más conveniente al respecto es que la cuestión en tratamiento lo defina la propia Ley de Amparo.

3.- Estimo que la parte última del primer párrafo del artículo 43, del Capítulo V, Competencia, Sección Segunda, Conflictos Competenciales, del TITULO PRIMERO Reglas Generales, de la propuesta de nueva Ley, no guarda congruencia con la jerarquía y competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y por ello podría suprimirse la expresión "salvo el caso de vía, territorio o especialidad".

4.- El artículo 59, fracción VI, del Capítulo VI, Improcedencia, del TITULO PRIMERO Reglas Generales, de la propuesta de Ley en comento, señala en la última parte de esa fracción, lo siguiente: "salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos;", y tal salvedad ya no es congruente con lo establecido en la fracción X del propio precepto, al referirse ésta exclusivamente al primer acto de aplicación y no a los ulteriores actos de aplicación de una misma norma impugnada por un quejoso, en tanto en la actualidad (después del criterio jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación acerca de la procedencia del amparo indirecto respecto de leyes al través, exclusivamente, del primer acto de aplicación en perjuicio del quejoso), existe la práctica en el juicio de amparo contra leyes de determinar si se trata o no del primer acto de aplicación, la cual no sucedía antes del establecimiento de la mencionada jurisprudencia. 

5.- En el inciso c) de la fracción XIV del artículo 59, Capítulo VII, Improcedencia, del TITULO PRIMERO Reglas Generales, de la propuesta de Ley en análisis, se establece lo siguiente: "Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente: …XIV. Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas. Se exceptúa de lo anterior: …c) Cuando se trate de terceros extraños al procedimiento;", y en la fracción VI del artículo 106, del TITULO SEGUNDO De los Procedimientos de Amparo, Capítulo I, El Amparo Indirecto, Sección Primera, Procedencia y Demanda, de la referida propuesta legislativa, se determina lo que sigue: "Artículo 106. El amparo indirecto procede: …VI. Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas cuando la ley no prevea a su favor algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificar o revocar esos actos, siempre que no se trate de juicio de tercería; y…"; de esta última disposición se deduce que si la ley establece en favor del tercero extraño un recurso o medio ordinario de defensa distinto del juicio de tercería, el amparo indirecto resulta improcedente, en tanto la disposición transcrita en primer término señala lo contrario; por tanto, se pide a la Comisión de Análisis para una nueva Ley de Amparo supere esa contradicción.

6.- No obstante que en la Ley de Amparo vigente y en el artículo 77, fracción I, inciso a), del Capítulo X, Sentencia, del TITULO PRIMERO Reglas Generales, de la propuesta de Ley en examen, se señale que deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en cualquier materia cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Segunda Sala de este alto Tribunal ha considerado que en un amparo de legalidad en donde el acto reclamado se funda en leyes de aquel tipo, debe tenerse también como acto reclamado a la ley declarada inconstitucional en suplencia de la queja, y esto último lo estimo indebido, aun cuando se trate de la Segunda Sala; por ello propongo que si no se acoge el criterio establecido por ésta, se establezca en el precepto en comento que la suplencia de la deficiencia de la queja opera exclusivamente en cuanto a conceptos de violación o agravios, o bien, si se considera de más beneficio dicho criterio, así se consigne en el aludido precepto.

7.- En esta proposición me permito apuntar que no advierto cómo debe operar el planteamiento de exceso o defecto entratándose de la hipótesis de revisión prevista en el artículo 79, fracción II, inciso b), del Capítulo XI, Medios de Impugnación, de la Sección Primera, Recurso de Revisión, del proyecto de Ley de mérito, en tanto en este supuesto ya no se habla del incidente por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia concesoria del amparo; por tanto, la Comisión debe superar dicho problema.

8.- Considero que la suspensión del procedimiento a que se refiere el artículo 100, del Capítulo XI, Medios de Impugnación, de la Segunda Sección, Recurso de Queja, del Proyecto de Ley referido, la debe realizar el órgano jurisdiccional en contra del cual se hace valer el recurso de queja, sin embargo, en dicha normatividad no se define qué órgano jurisdiccional debe resolver esa cuestión, por lo que la citada Comisión debe superar esa imprecisión.

9.- Aun cuando desde un principio he considerado que el proyecto de Ley en examen es una obra condensada y merece todo el respeto y reconocimiento para quienes han intervenido en su realización, con toda atención quiero referirme al inciso a) de la fracción I del artículo 106, del TITULO SEGUNDO De los Procedimientos de Amparo, del Capítulo I, El Amparo Indirecto, de la Sección Primera, Procedencia y Demanda, del aludido proyecto, para solicitar mayor meditación en cuanto al efecto práctico del amparo en contra de procedimientos de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el suscrito ponente no le ve operatividad al atentar, fundamentalmente, en contra del necesario equilibrio entre los Poderes de la Unión, y si bien la ley del Congreso se hace inaplicable por efectos de una ejecutoria de amparo, afectándose con ello a dicho Organo Colegiado en sus facultades constitucionales, también lo es que esa afectación se reduce a la inaplicación de la ley declarada inconstitucional; y lo mismo sucede con el Poder Ejecutivo Federal, porque la aplicación de una norma inconstitucional no corresponde directamente al alto funcionario que encarna dicho poder, sino sólo a autoridades que dependen de él, lo cual no sucedería en los casos de amparo por vicios del procedimiento de reformas a la Carta Magna.

10.- Estimo que al texto del artículo 116, de la Sección Segunda, Substanciación, del Capítulo y TITULO precisados en la proposición anterior, del proyecto en examen, debería agregarse, al final de su párrafo segundo, la siguiente expresión: "salvo lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de esta Ley", porque resulta frecuente que en amparos contra órdenes de aprehensión o autos de formal prisión la autoridad responsable emisora no rinda su informe justificado y menos todavía que envíe copia certificada de las constancias de la causa, sin que tampoco éstas sean aportadas por el quejoso, y el suscrito ponente estima que en esos casos no por la sola circunstancia de no rendirse el informe justificado, se vuelve inaplicable el segundo párrafo del mencionado artículo 73.

11.- Considero que el tercer requisito exigido por la fracción III del artículo 124 de la Ley de Amparo vigente para el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado, debe reproducirse en la fracción III del artículo 126, de la Sección Tercera, Suspensión del Acto Reclamado, Primera Parte, Reglas Generales, del Capítulo y TITULO citados en último término, del proyecto en examen, y agregar inmediatamente después "salvo que de permitirlo la naturaleza del caso, opere en favor del quejoso la apariencia del buen derecho"; lo anterior tomando en cuenta que el citado requisito actualmente en vigor es fácil de determinar en cada caso por el juez de Distrito dada su objetividad, y porque no en todos los casos puede considerarse como un tercer requisito para la procedencia de la suspensión del acto reclamado, sino sólo en aquéllos cuya naturaleza lo permita.

12.- Creo que el segundo párrafo del artículo 127, del TITULO, Capítulo, Sección y Parte, señalados en la proposición anterior, del proyecto de nuestra atención, contiene una disposición peligrosa para los fines del juicio de garantías porque, a mi juicio, ninguno de los casos que ejemplifica dicho párrafo y los demás casos análogos a que hace referencia, resultaría benéfico para la sociedad, por lo que el párrafo de mérito debe eliminarse.

13.- Finalmente, estimo que el texto del artículo 177, de la Sección Tercera, Substanciación, del Capítulo II, El Amparo Directo, del TITULO SEGUNDO, de la propuesta de Ley sujeta a examen, se encuentra mal redactado, en tanto la existencia en el caso de un motivo manifiesto e indudable de improcedencia sólo puede sustentar el desechamiento mas no la admisión de la demanda de amparo, por lo cual debe superarse esa irregularidad. 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca, a 20 de octubre del año 2000

ESTEBAN SANTOS VELAZQUEZ
PROPUESTA DE ADICIÓN AL ARTÍCULO 75 Y ODIFICACIÓN 

A LA FRACCIÓN XIII DEL 171, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
I.- ACLARACIÓN PREVIA.
En la problemática que aborda esta propuesta, inciden y se vinculan estrechamente los temas del amparo indirecto y directo en materia penal, así como el cumplimiento de los fallos protectores correspondientes; motivo por el cual estimamos imprescindible su tratamiento en conjunto. El primer precepto indicado, se localiza en el TITULO PRIMERO. Reglas Generales. Capítulo X Sentencias, y permaneció en lo esencial, con la misma redacción que su correlativo numeral 80 de la Ley vigente. La segunda, se ubica en el TITULO SEGUNDO de los Procedimientos de Amparo. Capítulo II El Amparo Directo y no se modifica con respecto a su correlativa, la fracción XVI del artículo 160 del ordenamiento en vigor.

II.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:

En no pocas ocasiones, la concesión de la protección constitucional en contra de órdenes de aprehensión y comparecencia, autos de formal prisión y sujeción a proceso, así como sentencias penales condenatorias definitivas, o el incorrecto cumplimiento de estas ejecutorias de amparo, genera impunidad, pues deja sin castigo o le impone uno menor del que le corresponde al autor de los hechos delictivos, motivo de la averiguación previa o de la causa penal.

Las resoluciones anteriormente citadas, en contra de las cuales se otorga la protección constitucional, son a menudo consideradas violatorias de la garantía de legalidad en vía de amparo, entre otros motivos, porque:

a) Los hechos no encuadran en el delito por el cual se libra la orden o el auto referidos, o por el que se condena. 

b) Tales hechos, no se corresponden con la específica etapa de concreción del delito: grado de tentativa o consumado, que en esas determinaciones se expresa, o bien,

c) Con la particular forma de intervención (autoría o participación) que en ellas se le atribuye al indiciado o condenado; o

d) Con la especial forma de culpabilidad (para los causalistas) o realización de la acción (para los finalistas) dolo o culpa, que se invoca en las mismas.

En otros casos, aunque en menor medida, también se otorga la protección n constitucional debido a que:

d) El delito por el que se condena no es el mismo por el que se formulan conclusiones acusatorias. 

f) La acción penal del delito de que trata la resolución ha prescrito. 

g) Siendo de querella necesaria su prosecución, ésta no se ha formulado, o

h) El condenado ha sido juzgado por autoridad incompetente.

Sin embargo, la decisión de la autoridad de amparo en los supuestos a), b), c) y d) no significa, necesariamente, que en la realidad esos hechos no queden subsimidos en otro diverso delito, etapa de concreción, forma de intervención, especie de culpabilidad o forma de realización de la acción, e incluso, que bajo esta nueva óptica pudiera no estar prescrita la acción, no requerirse la querella o la autoridad resultar competente [supuestos f), g) y h)]. Tampoco tal concesión implica en los supuestos e) y h), que no se hubiera cometido el delito por el que se condena.

En efecto, no es extraordinario por ejemplo, que tratándose de delitos patrimoniales, en los que la mecánica de los hechos resulte compleja, se otorgue la protección constitucional porque habiendo considerado la responsable que los hechos encuadran en el delito de abuso de confianza, la autoridad de amparo decide que no acreditan los elementos del tipo penal de este ilícito, no obstante en su propia argumentación se desprenda expresa o implícitamente que esos hechos, por el contrario, configuran un robo o viceversa; o bien, que habiendo considerado la primera, el delito de fraude, deje entrever que se trata de un delito especial bancario, o, contra lo que sostiene el órgano jurisdiccional, no se configuran las modalidades de tráfico ni exportación en delitos contra la salud, sino las de venta, transporte o posesión, o no se demuestra esta última, pero sí el auxilio en la de venta, o bien, no aparece acreditado el delito de abuso de autoridad con resultado de homicidio (artículos 293 y 299 fracción VII Código de Justicia Militar) y si el de homicidio, previsto en el Código Penal Federal, o tampoco el de violación, pero si el de ejercicio indebido de un derecho.

Por cuanto hace a la diferente etapa de concreción del delito, también en ocasiones, se resuelve que se está en presencia de un robo tentado y no consumado, o bien, de un fraude en grado de tentativa y no robo; de un delito contra la salud en su modalidad de suministro en grado de tentativa y no posesión, por citar algunos casos.

Asimismo, ocurre que tratándose de las diferentes formas de intervención del activo, la concesión del amparo obedece a que en la resolución reclamada se ha invocado la coautoría prevista en el artículo 13 fracción II del Código Penal Federal debiendo haber sido el auxilio o la llamada "responsabilidad correspectiva", contemplada en las fracciones VI y VIII del citado numeral, o simplemente, que se debió considerar al inculpado como encubridor.

De igual manera acontece que la autoridad de amparo estima que el juez responsable debió considerar el delito como doloso y no culposo o viceversa, y por ello otorga la protección constitucional.

En estos supuestos [del a) al d)], con frecuencia se cumple la sentencia de amparo no solo dejando insubsistente la resolución reclamada, sino que de manera indiscriminada se niega la orden de aprehensión o comparecencia, se dicta auto de libertad o se absuelve, bajo el argumento de no estar acreditados los elementos del cuerpo del delito o la probable o plena responsabilidad, según sea el caso. Ello acontece con mayor incidencia, tratándose de sentencias definitivas, pues aunque el órgano jurisdiccional responsable advierta que la protección constitucional obedeció exclusivamente a una incorrecta subsunción de los hechos, asume que en observancia al artículo 160 fracción XVI, párrafo segundo de la Ley de Amparo, no puede después de dejar insubsistente el fallo reclamado, dictar uno nuevo corrigiendo el encuadramiento de mérito, apartándose de la clasificación de los hechos en el auto de formal preso, porque el fiscal, no procedió a hacer la variación respectiva en sus conclusiones.

En el supuesto e), también se emiten sentencias absolutorias a consecuencia del amparo, pues habiéndose concedido debido a que el juzgador se apartó del delito que se invocó en las conclusiones ministeriales, se otorga para "el efecto" de que la responsable emita una nueva resolución apegándose a ellas si no se ha pronunciado al respecto. Empero, si convencido se encuentra el juez natural que se configuró un ilícito diverso al precisado en la formal prisión y en las referidas conclusiones (pues precisamente por ello sentenció por delito diferente), implícitamente también lo está, que el invocado en dicho auto y pliego conclusivo no se generó, y por ende, la nueva sentencia es absolutoria. O bien, si en su resolución la responsable hubiere ya expresado claramente que el delito por el que concluyó el ministerio público, no se configura, la consecuencia del amparo no puede ser otra que la de dictar un fallo absolutorio.

Finalmente, por cuanto hace al supuesto h), a cuya virtud se otorga el amparo por haber sido sentenciado por autoridad incompetente, la responsable al asumir, que no puede ya declarar su incompetencia conforme a ciertos criterios, decreta la libertad del inculpado. 

Así, en los casos reseñados frecuentemente queda por siempre libre de castigo el quejoso con motivo de la protección constitucional, no obstante pudiendo haber cometido un delito y debido únicamente a un error técnico.

III.- ORÍGENES Y CAUSAS DEL PROBLEMA:

A) Deficiente actuación de los órganos jurisdiccionales y del Ministerio Público.

A primera vista, se nos dirá que el causante de la impunidad reseñada no lo es propiamente el juicio de amparo, sino la deficiente actuación de las autoridades jurisdiccionales responsables e incluso del Ministerio Público, motivada algunas veces por error de criterio y apreciación, debido al cada vez mayor número de tipos penales y a su creciente complejidad, pero en otras, porque no decirlo, generada deliberadamente por estos intervinientes del proceso penal coludidos con la defensa, quien sabe que en vía de cumplimiento del amparo que se concederá en contra de la resolución, obtendrá la absolución. 

B) Disposiciones anacrónicas e imprecisas de la Ley de Amparo, así como criterios mal aplicados o erróneos.

A pesar de esta deficiente actuación, creemos que dentro de los supuestos descritos, sin menoscabo de las garantías de defensa y seguridad jurídica, existen numerosos casos, en los que:

1) La concesión de la protección constitucional no debiera otorgarse o 

2) El cumplimiento de la ejecutoria de amparo no debiera traer como consecuencia la impunidad aludida.

Sin embargo, ocurre lo contrario, debido al anacronismo y vaguedad de la Ley de Amparo y a criterios caducos mal aplicados o erróneos, como a continuación trataré de evidenciar.

En este tema, y específicamente en relación con las sentencias condenatorias definitivas, inciden de manera importante la garantía individual de que "Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión o sujeción a proceso" y el principio de que el juez al dictar sentencia tiene como límite las conclusiones del representante social. La primera, consagrada en el artículo 19 y el segundo, se hace derivar de la exclusiva encomienda al Ministerio Público de la persecución de los delitos prevista en el numeral 21, ambos de la Ley Suprema.

Así como la fracción XVI del artículo 160 de la Ley de Amparo, cuyo texto nunca ha sido materia de reforma, que estima violadas las leyes del procedimiento de manera que su infracción afecta las defensas del quejoso:

"Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito, hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal".

De su análisis, se deriva que la garantía constitucional y el principio referidos no se infringen cuando: 

1º ) El delito por el que se condena sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso. Sin importar que el Ministerio Público no hubiere formulado reclasificación en sus conclusiones ni se trate de los mismos hechos.

2º ) El nuevo delito, aunque difiera en algo más que en grado, pero verse sobre los mismos hechos objeto de la averiguación, haya sido motivo de las conclusiones del Ministerio Público y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación durante el juicio.

Ciertamente, la expresión "ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación" dentro del contexto de la norma, presupone que el legislador autoriza la variación de "grado" aun siendo diferentes los hechos, y el empleo de la frase "en éste último caso" limita la exigencia del cambio de la clasificación en las conclusiones ministeriales a cuando la variación conlleve algo más que el "grado".

Ahora bien, en primer lugar se pone en relieve que a pesar de lo trascendente de esta norma, no existe claridad en la ley ni en la doctrina, ni en la jurisprudencia, respecto de lo que se debe entender por "grados del delito", (al menos en la disposición en comento), encontrándose sólo algunos criterios aislados que sostienen que el cambio de la realización dolosa a culposa de la conducta delictiva es una variación autorizada de "grado del delito" conforme a este artículo, como también lo es la del delito consumado a tentado, e incluso de lesiones a homicidio, con motivo del fallecimiento del pasivo durante el procedimiento. Aunque, tocante al primer criterio existe también jurisprudencia en contrario.

Enseguida, es de destacarse que la primera regla que hemos derivado del segundo párrafo de la mencionada fracción XVI, se encuentra contradicha por múltiples tesis que sostienen que la variación del delito en sentencia únicamente puede hacerse: a) tratándose de los mismos hechos y b) siempre que en las conclusiones acusatorias se hubiere hecho la reclasificación de mérito.

No obstante, la antigua Jurisprudencia en el mismo sentido de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que data de los años veintes y cuyo contenido es:

CLASIFICACION DEL DELITO. La clasificación del delito por la cual se dicta el auto de formal prisión, solamente puede variarse si, tratándose de los mismos hechos, el Ministerio Público los clasifica de distinta manera, al formular conclusiones acusatorias, pudiendo condenarse o absolverse al acusado, de acuerdo con la nueva clasificación. Apéndice de 1995, Tomo II, Parte HO, p. 531.

Ya se considera superada, pues no se publicó en ninguno de los Apéndices 1954 a 1988 y en el último se le menciona como OBSOLETA, seguramente por estimarse interrumpida por cuanto hace a la estricta vinculación de las conclusiones ministeriales con la sentencia.

Jurisprudencia, que probablemente motivó la actual redacción del referido artículo 160 fracción XVI de la Ley de Amparo, puesto que el dispositivo 109 fracción XIV de su antecesora que regulaba este tema (de cuándo no se considera que el delito por el que se condena es diverso a aquél por el que se siguió el proceso), no incluía, como ahora lo hace el primero, la condicionante de que, tratándose de un cambio más allá de "grado", sólo variando en las conclusiones acusatorias la apreciación jurídica de los hechos realizada en el auto de bien preso, se autorizaba al Juez a realizar lo propio en sentencia.

Los siguientes criterios pueden, entre otros, considerarse como los que generaron la interrupción de mérito:

CONCLUSIONES ACUSATORIAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, NO VINCULAN AL JUEZ. Quinta Época, Tomo CVII, p. 1709. 

CONCLUSIONES ACUSATORIAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, NO VINCULAN AL JUEZ. Quinta Época, Tomo CVI, p. 1053.
CLASIFICACIÓN DEL DELITO. EL JUEZ PUEDE MODIFICAR LA HECHA POR EL MINISTERIO PÚBLICO. Quinta Época, Tomo CXXIII, p. 1883.

Sobre el tema la única tesis jurisprudencial de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia que aparece en el último Apéndice, es la número 13 que dice: 

ACUSACIÓN. EL JUEZ NO DEBE REBASARLA. El órgano jurisdiccional no puede sancionar atendiendo a situaciones más graves que las consideradas por el Ministerio Público. Sexta Época, Segunda Parte, XII, p. 185. 

De cuya mera interpretación a contrario sensu, se podría inferir que la variación en su beneficio si está autorizada. Sin embargo, esta inferencia (que no aparece de manera expresa en las ejecutorias que conforman la tesis), es contraria al diverso criterio, también jurisprudencial, de un Tribunal Colegiado visible con el número 508 del mismo Apéndice: "Delito, cambio de la clasificación del", que considera que la variación de delito doloso a culposo, sin que la solicite el Ministerio Público, infringe el artículo 21 constitucional.

Basta lo anteriormente reseñado a fin de evidenciar la anarquía interpretativa judicial de la norma en comento, para a continuación exponer los supuestos ya anunciados, en que a nuestro parecer:

1) No debiera otorgarse la protección constitucional y 

2) El cumplimiento de la ejecutoria de amparo no debiera generar impunidad.

1.- Casos en que la protección constitucional no debiera otorgarse.

La indebida concesión del amparo, a que hemos hecho referencia, se circunscribe al supuesto e) del apartado II, esto es a cuando se estiman vulneradas las garantías constitucionales reseñadas únicamente por no coincidir el encuadramiento o subsunción de los hechos (atribuidos al acusado) realizado por el Ministerio Público en sus conclusiones con el que realiza el juzgador al condenar. Lo cual puede acontecer porque: 1° debiendo el representante social invocar la clasificación realizada en el auto de bien preso, incorrectamente la hubiere variado, o 2° debiendo cambiar esa clasificación no lo hubiese hecho.

Otorgándose la protección constitucional a pesar de que la sentencia condenatoria: a) se refiera a los mismos hechos materia del auto de formal prisión o sujeción a proceso y b) no genere indefensión el apartamiento del Juez de las conclusiones acusatorias efectuado al sentenciar.

En efecto existen múltiples casos, que no se reseñan por limitaciones de espacio (pero que pueden ser consultados en la versión completa de esta ponencia), en los que se advierte sin esfuerzo que el cambio de la apreciación jurídica de los hechos (sin variar éstos), en un tipo penal diverso al considerado en la formal prisión y/o conclusiones acusatorias no genera indefensión.

En efecto, si bien en términos generales resulta aparentemente exacto afirmar que el acusado queda indefenso al no haber tenido la posibilidad de argumentar en contra de la subsunción final de los hechos realizada por el juez en sentencia, ya sea porque esta tipificación resultó diferente a la apuntada en el auto de bien preso y conclusiones acusatorias, o sólo respecto de estas últimas; también lo es que, como ya lo hemos demostrado con los casos que a guisa de ejemplo se han citado, hay ocasiones en que a pesar de la reclasificación o el "rebasamiento" de mérito, por las características particulares de los hechos, salta a la vista que nada se podría aducir válidamente en contra de ese encuadramiento final de los hechos. Luego entonces, en estos casos resulta absurdo y por demás romántico seguir sosteniendo que se ha generado la multicitada indefensión y otorgar la protección constitucional, por esa mera circunstancia, en abierto detrimento de la administración de justicia penal, por ser patente y notorio que habiendo quedado los hechos demostrados el quejoso carece de argumento válido alguno en contra de esa clasificación definitiva de los mismos, amén de que la nueva apreciación legal tampoco da lugar a que se pudieran invocar distintas causas de licitud o inculpabilidad de aquéllas que pudo invocar de permanecer la inicial tipificación.

A lo mas, pudiera no tener oportunidad de alegar respecto de alguna eventual disminución en el plazo prescriptorio de la acción penal o no formulación de la querella con motivo de la variación en comento, cuestiones ambas que por no requerir invocación de parte para ser estudiadas, debe el juzgador abordarlas de oficio y ser especialmente cuidadoso con motivo del cambio del que se habla; empero, aún en el caso de que no lo hiciera, es algo que, de modo excepcional, tiene remedio precisamente en la vía de amparo y que representa un mal menor comparado con aquel de dejar impune el delito.

En suma, no se genera indefensión por la mera imposibilidad en abstracto, de alegar o probar algo en contra de la reclasificación, cuando salta a la vista que dadas las características de los hechos fundatorios del auto de formal prisión (mismos en los que se sustenta el nuevo ilícito), el acusado tuvo durante el proceso la oportunidad de desvirtuarlos y que nada podría alegar en contra de el mero reencuadramiento. 

En abundancia de argumentos, la propuesta de no vincular al Juez con las conclusiones del representante social, llegado el caso, obligará al defensor a referirse en sus conclusiones y en la audiencia final, tanto al encuadramiento inicial de los hechos realizado en el auto de bien preso, como a la nueva clasificación propuesta por aquél en su pliego de conclusiones, pues bien podrá el juzgador apartarse de éste y seguir sosteniendo la clasificación inicial; y en general al conjunto de circunstancias de esos hechos, que hasta ese momento pudieran considerarse probadas por el Juez y que podrían incidir en la reclasificación de los mismos en un tipo penal diverso, luego si esto acontece, no podría aducirse indefensión alguna por "no haber sido oído" respecto a la original y a la vez definitiva subsunción de los hechos.

Al respecto, se debe además considerar la consagración del principio universal ne bis in idem que acoge el artículo 23 constitucional, en virtud del cual esos "hechos" por los que ya fue absuelto, no pueden ser motivo de un nuevo ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público, en el cual se invoque el nuevo y correcto encuadramiento de ellos en un diverso tipo penal.

La afirmación de que, la sola circunstancia de que el juzgador al sentenciar se aparte del encuadramiento legal de los hechos, realizado por el Ministerio Público en sus conclusiones, no debiera motivar la protección constitucional se sustenta en las siguientes consideraciones.

La garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 19 de nuestra Ley Suprema, de que "Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión o sujeción a proceso"; como el principio de que el órgano jurisdiccional al dictar la sentencia tiene como límite el contenido de las conclusiones del Ministerio Público, debe tener como única finalidad el evitar que el acusado quede indefenso ante una variación de última hora de: a) los "hechos" fundatorios de la formal prisión, o, b) de la apreciación jurídica o encuadramiento de los mismos en un diferente tipo penal, respecto del cual no hubiere tenido la oportunidad de ser oído. Pero no, la de que la errónea apreciación legal del juez o del órgano de acusación de esos "hechos" delictuosos (incluso muchas veces discutible), genere siempre la impunidad del autor de los mismos. En otras palabras, la impunidad en estos casos sólo es admisible como un mal menor, con respecto a una imposibilidad real de defensa. Y si bien, tratándose de la variación de esos "hechos" es patente la indefensión, ésta no siempre se genera por el solo hecho de apartarse de la tipificación de los hechos realizada por el fiscal en sus conclusiones. 

Por otra parte, múltiples tesis tanto de la otrora Sala Penal de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como de Tribunales Colegiados (algunas ya citadas), han interpretado acertadamente a mi entender, que la prohibición de sentenciar por un "delito distinto", a aquél del señalado en el auto de bien preso, no se refiere al encuadramiento o subsunción legal de los "hechos" atribuidos al acusado, sino a la variación de estos últimos, a tal extremo que genere indefensión.

Este criterio, parece recientemente reiterado, por la actual Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante la tesis jurisprudencial 1ª /J.16/95.

Luego entonces, el artículo 19 constitucional, no prohibe la variación de la clasificación jurídica de los hechos fundatorios del auto de formal prisión, sino el cambio de estos últimos en tanto que genere indefensión.

Por otra parte, la consagración del principio acusatorio en materia judicial penal mediante la facultad exclusiva del Ministerio Público de "perseguir delitos", prevista en el numeral 21 de la Ley Suprema, de la que erróneamente, se deriva que el juez no debe rebasar las conclusiones del representante social, tuvo como objetivo el desterrar el procedimiento inquisitivo que imperaba en aquella época, en tanto que los jueces eran los encargados de averiguar los delitos, recabar las pruebas y decidir finalmente la inocencia o culpabilidad del reo, con el consecuente detrimento en la imparcialidad de la justicia, puesto que en las relatadas condiciones es evidente, el peligro del juez de ser parcial, pues sólo raras veces el que ha averiguado y recabado pruebas está en condiciones de apreciar su resultado en forma imparcial. Pero desde luego, no se incurre en este peligro cuando únicamente se autoriza al juez a: a) reclasificar la "apreciación legal" de los mismos hechos que se tuvieron en consideración para el dictado del auto de término, motivado por un cambio de criterio o por el desvanecimiento parcial de ellos, o demostración de circunstancias conocidas hasta después del auto de formal prisión, precisamente a través del desahogo de pruebas, con independencia de que el ministerio público realice o no lo propio en sus conclusiones y b) apartarse de las conclusiones del fiscal cuando es éste quien ha reclasificado. Siempre y cuando, en ambos casos, no se genere indefensión.

Así pues, ninguno de los preceptos constitucionales referidos condiciona el cambio del encuadramiento de los "hechos" en un tipo penal diverso del invocado en el auto de bien preso, a que el ministerio público también lo realice en sus conclusiones.

Por tanto, la única limitante constitucional para obrar en este sentido para el órgano jurisdiccional, como lo hemos venido apuntado, debe ser la garantía de "adecuada defensa", prevista en la fracción IX del artículo 20 de la Constitución vinculada estrechamente con la diversa garantía específica integrante de la de audiencia, que contempla el numeral 14 del mismo ordenamiento, de que en el juicio de mérito "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento", entre ellas la oportunidad probatoria, como sucede en otros países.

Por otra parte, como ya se dijo, es inexacto que la sola circunstancia de "no haber sido el acusado oído sobre la nueva clasificación" o apartarse el Juez de la invocada por el fiscal en sus conclusiones genere ipso facto indefensión.

Lo propuesto no significa que basta con que el juzgador no varíe los "hechos", para considerar correcto el cambio del encuadramiento de éstos o el apartarse del realizado por el ministerio público en sus conclusiones; pues habrá ocasiones en que a pesar de ser los mismos "hechos", tal variación o apartamiento si genere indefensión, lo que ocurriría cuando éste conlleve una variación de elementos del tipo de tal naturaleza, cuya acreditación no hubiere el acusado estado en condiciones de desvirtuar o rebatir, y verdaderamente se aprecie que exista esa posibilidad.

Tampoco es dable aducir en contra de lo que proponemos, que al actuar el juzgador oficiosamente apartándose del contenido de las conclusiones acusatorias estaría indebidamente "supliendo la deficiencia de la acusación en perjuicio del acusado" y por ende se afectaría el "equilibrio procesal de las partes"; como lo indica la tesis jurisprudencial 1ª/J.5/93. Lo primero, porque aun considerando cierta tal "suplencia", ésta no es intrínsecamente indebida pues no puede ser, por sí indebido que se evite que un delito quede impune (sin demérito desde luego de una adecuada defensa) y no es de manera alguna aceptable que lo sea, bajo la sola óptica de que no le va a permitir al acusado aprovecharse del error o la omisión del representante social, o del juzgador, para lograr su impunidad. 

Finalmente, en relación con lo dispuesto por el artículo 294 y siguientes del código federal procesal (así como similares que aparecen en otros ordenamientos adjetivos), que disponen que si el fiscal omite acusar "por algún delito expresado en el auto de formal prisión", el Juez enviará la causa al Procurador General de la República para que confirme o modifique las conclusiones; debe interpretarse se refiere al supuesto de que, habiéndose dictado el auto de bien preso por dos o más delitos; el representante social se abstiene de referirse a alguno. Mas no al de que, el juzgador advierta que debiendo el representante social haber variado la apreciación legal de los hechos o haber mantenido la invocada en el multicitado auto, no hubiere así procedido; pues tal análisis únicamente es propio de la sentencia.

2) Casos en los que el cumplimiento de la ejecutoria no debiera traer como consecuencia la impunidad.

Cuando los motivos de la concesión del amparo son los reseñados al inicio de este trabajo en los incisos a), b), c), d), y h): Los hechos no encuadran en el delito por el cual se libra la orden de aprehensión o comparecencia, se dicta el auto de bien preso o por el que se condena, o, no se corresponden con la específica etapa de concreción del delito, con la particular forma de intervención o de culpabilidad, o, por ser incompetente el juez que condena; no se discute lo acertado de otorgar la protección constitucional. No obstante, es mediante el aparente cumplimiento de la ejecutoria de mérito, donde en ocasiones se genera, sin existir sustento jurídico, la impunidad aludida, porque como ya lo dijimos, hay numerosos supuestos en los que a pesar de estas violaciones a la garantía de legalidad, los mismos hechos siguen siendo delictivos conforme a un distinto tipo penal (a, b, c, y d), o, a pesar de que el órgano jurisdiccional que juzgó hubiere sido incompetente (h).

Ahora bien, siendo la orden de aprehensión y comparecencia, el auto de formal prisión y de sujeción a proceso, así como la sentencia, actos positivos, estimamos que las ejecutorias de amparo referidas, salvo el supuesto de incompetencia, debe quedar limitado a declarar insubsistente la resolución reclamada, pues es la resolución de mérito lo único que agravia al quejoso; con lo que al quedar insubsistente, se restablecen las cosas al estado que guardaban antes de la violación.

Para el caso, en que la concesión de amparo se otorgase por haber sido juzgado por autoridad incompetente, además de dejar insubsistente la sentencia el otorgamiento de la protección constitucional debe ser el de reponer el procedimiento hasta el punto en que la autoridad responsable debió declinar su competencia, ya sea oficiosamente o mediante la resolución de la excepción respectiva que se hubiere opuesto.

Contrariamente a lo expuesto, a menudo, en los supuestos aludidos la autoridad responsable escudándose en el cumplimiento de la ejecutoria, no sólo deja insubsistente la resolución reclamada, sino que sin mayor trámite niega la orden de aprehensión o comparecencia, dicta libertad en el auto de término constitucional o absuelve en sentencia, aduciendo como lo hace la autoridad de amparo la no subsunción de los hechos con el tipo penal respectivo, o, no acreditación de la probable o plena responsabilidad en los casos en que la concesión obedezca a un indebido enfoque de la forma de intervención del acusado en el delito o de realización de la conducta: dolo o culpa, y en el caso de la incompetencia porque asume que ya no puede declinar su competencia.

Con este proceder, la autoridad responsable después de dejar insubsistente la resolución reclamada abdica, sin justificación alguna, de reasumir su plena jurisdicción y emitir una nueva con el correcto encuadramiento de los hechos y en el caso de la incompetencia omite realizar la declinación correspondiente para que sea el quejoso legalmente juzgado.

Múltiples son las causas que motivan este indebido proceder de la autoridad responsable, siendo entre otros, como ya lo dijimos: criterios obsoletos o sin fundamento, o bien una indebida interpretación y aplicación de los correctos.

Vayamos en orden. Tocante a la indebida resolución que niega una orden de aprehensión o comparecencia, o decreta libertad o no sujeción a proceso, como resultado de la concesión de amparo, en los supuestos que comentamos, en lugar de asumir su jurisdicción y obsequiar la orden o dictar un auto de bien preso, por un diverso tipo penal, o enfocando la conducta del acusado en la correcta forma de intervención o realización; prevalecen los siguientes criterios:

1° No es acorde con la técnica del juicio de amparo darle "una nueva oportunidad a la autoridad responsable para resolver lo que ya resolvió".

2° La vigencia en materia de amparo del principio "non reformatio peius".

El primero lo encontramos reflejado en la tesis jurisprudencial 1017 del Tomo VI, del último Apéndice. Y al segundo, se alude en la tesis de la otrora Primera sala: "Sentencia dictada por Autoridad incompetente", Séptima Época, Vol. 1, Segunda Parte, p. 65.

Ciertamente, se afirma que si el juez responsable se equivocó al emitir estas resoluciones en el encuadramiento de los hechos no es dable que una vez que los ha dejado insubsistente los corrija y menos aún en perjuicio del quejoso. Además, de que tratándose de los autos de formal procesamiento ello motivaría que se pudieran alargar los procesos penales, más allá de los plazos constitucionales y abre la posibilidad de reclasificar los hechos tantas veces, cuantos amparos se concedan.

Lo anterior se refuerza con la incorrecta creencia de que tratándose de autos de formal prisión hay dos únicas formas de concesión del amparo: a) por la falta de fundamentación y motivación de la resolución y que es "para efectos" de que la responsable la deje insubsistente y emita otra resolución pudiendo ser en el mismo sentido purgando tal defecto, o en otro diverso y b) la que se concede "lisa y llana" por referirse al fondo, y que tiene como consecuencia que se niegue la orden y se dicte auto de libertad, al no estar acreditado el cuerpo del delito o la probable responsabilidad. 

Ello deriva, en parte, de la antigua clasificación que conforme al texto del original artículo 19 constitucional, se hacía de los requisitos para el dictado del auto de formal procesamiento, en requisitos de forma (lugar, tiempo y circunstancias de ejecución) y de fondo (comprobación del cuerpo del delito y probable responsabilidad), y se afirmaba que sólo cuando la concesión se otorgase por no satisfacer estos últimos generaba un auto de libertad.

Tocante al primer respetable criterio, no consideramos que rija el juicio de amparo, pues amén que carece de sustento legal, lo único que con aquel se pretende es anular el acto violatorio de garantías, pero ello de manera alguna conlleva la prohibición de que, una vez que la declare insubsistente, proceda a corregirlo en ejercicio de su libre jurisdicción. Sin que tal forma de proceder deba autorizarse mediante mención expresa, porque simplemente el órgano jurisdiccional reasume de nueva cuenta las facultades que le confiere la ley, con la única limitante de respetar las consideraciones de la ejecutoria de amparo para evitar incurrir en repetición del acto reclamado o desacato de la ejecutoria.

En los casos señalados, tocante a la prisión preventiva en que se encuentra el quejoso con motivo del auto de formal prisión ilegal, contrariamente a lo que pudiera derivarse de la tesis jurisprudencial P./J.59/96, la concesión del amparo, tampoco produce necesariamente el efecto de dejarlo en libertad ni anular actuaciones posteriores, por el contrario, si en el momento anterior al dictado del auto de formal prisión (violatorio de garantías) se encontraba privado de la libertad, así debe permanecer en el momento posterior a que el Juez responsable cumpla con la ejecutoria, dejando insubsistente su resolución, debiendo entenderse que durante el término de 24 horas que prevé el artículo 105 de la Ley de Amparo para tal cumplimiento, debe en ejercicio de su plena jurisdicción dictar la nueva resolución; esto es, comunicar prácticamente de manera simultánea al carcelero, que ha quedado insubsistente tal determinación y, en su caso, darle a conocer el nuevo auto de bien preso, pues mantenerlo detenido después de este tiempo sin esta última comunicación sería ilegal por haber ya transcurrido anteriormente el plazo constitucional de 72 horas.

En este supuesto, no hay razón para invalidar el período de ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas, debiendo dejar insubsistente a partir del cierre de instrucción y sólo en el caso de que lo soliciten las partes abrir una nueva oportunidad probatoria, en la que únicamente se admitirán pruebas que tengan que ver con la reclasificación.

Respecto del segundo criterio hay que apuntar que no es la sentencia de amparo la que perjudica al quejoso, la cual se limita a ordenar se deje insubsistente la resolución ilegal, "restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación", sino lo que la autoridad resuelve de nueva cuenta al reasumir su plena jurisdicción, momento en el cual, si como correctamente se ha establecido el representante social consigna "hechos", puede el juez válidamente apartarse de la clasificación realizada por aquél y subsumir éstos en el tipo penal que considere, aun cuando resulte de mayor gravedad. Riesgo que debe ponderar y asumir el quejoso al formular su demanda.

Esto es, la reclasificación que hace el juez, después de haber dejado insubsistente la primera resolución con motivo de la protección constitucional, no es (ni debe ser) ordenada por la sentencia de amparo. Como bien lo señala la tesis jurisprudencial 48 del último Apéndice, de la otrora Primera Sala.

Con respecto a la indebida dilatación del procedimiento penal, motivado por reiteradas reclasificaciones en el auto de formal procesamiento, debe decirse que independientemente de que la deficiente actuación del órgano jurisdiccional, podría motivarle responsabilidad; es de entenderse que al interponer el juicio de amparo, el quejoso está asumiendo ese riesgo y por ende tal retraso más allá de los plazos constitucionales como parte de su defensa, cuestión que le autoriza la propia Ley Suprema en la fracción VIII del artículo 20. Algo similar ocurre al interponer demanda de garantías contra el auto de formal prisión, pues por ley se suspende el procedimiento una vez cerrada la instrucción.

Con respecto, al aparente cumplimiento de amparo que se concede contra sentencia definitiva porque los hechos no encuadran en el tipo penal invocado, o, no se corresponden con la especial fase de concreción del delito, con la particular forma de intervención o de culpabilidad apuntados en ella; la posibilidad de que la responsable una vez que ha dejado aquélla insubsistente, proceda en ejercicio de su libre jurisdicción a corregir el encuadramiento de los hechos, se encuentra hoy en día prácticamente anulada, por el añejo criterio, ya explicado de que el órgano jurisdiccional no puede variar la subsunción de los hechos invocados por el ministerio público en su pliego conclusivo, por tanto, el cambio que hiciere en el dictado de una nueva sentencia, después de haber dejado insubsistente el fallo ilegal, siempre resultará igualmente violatorio de garantías por rebasar la acusación del representante social. Lo cual no acontecería, de adoptarse el criterio antes propuesto de que el órgano jurisdiccional pueda al dictar sentencia desvincularse válidamente del contenido de las conclusiones acusatorias, siempre y cuando se trate de los mismos hechos y no se infrinja la garantía de adecuada defensa, en los términos ya expuestos.

Por último, tratándose de los casos en que se concede la protección por ser incompetente la autoridad que condena, y en respeto al principio "non reformatio in peius", se ordena la libertad del quejoso, conforme a la siguiente tesis:

SENTENCIA DICTADA POR TRIBUNAL INCOMPETENTE. Amparo directo 5243/67. Heladio Aguilar Paniagua. 16 de Enero de 1969. Mayoría de tres votos. Ponente Mario G. Rebolledo F., Séptima Época: Vol. 1, Segunda Parte, p. 65.

No compartimos esta opinión, cuenta habida de que el referido principio tiene su justificación tratándose de recursos interpuestos por el procesado, condenado, o su defensor, durante el procedimiento porque no se puede modificar lo resuelto en agravio del acusado, mientras la instancia revisora no se hubiere abierto por la representación social y se hubiere expresado el agravio respectivo.

Empero, tratándose del juicio de amparo, no es dable formular el mismo razonamiento en virtud de que al desaparecer del mundo jurídico la resolución reclamada, el órgano jurisdiccional recobra su plena jurisdicción y puede en este entendido hacer todo aquello que originalmente estaba facultado por la ley. Por otra parte, el restablecimiento de las cosas al estado que guardaban antes de la violación no requiere del dictado de una sentencia absolutoria, basta para ello declarar insubsistente la sentencia condenatoria y reponer el procedimiento hasta el momento tal, en que de acuerdo a las leyes procesales y las constancias de autos, debía tal autoridad haberse declarado incompetente. No es obstáculo para ello la garantía constitucional de brevedad del proceso, porque se entiende que al acudir al amparo aduciendo incompetencia de la autoridad, el quejoso, asume que la consecuencia no será que se le deje en libertad por ese motivo, sino que se reponga el procedimiento en los términos apuntados para ser juzgado por el órgano competente y la posibilidad de que por ello exceda de los plazos constitucionales; luego entonces, implícitamente renuncia a éstos últimos.

IV. PROPUESTA.

Se propone adicionar un párrafo al artículo 75 y modificar la fracción XIII del 171, ambos del Proyecto de Ley de Amparo, para quedar como sigue:

"Art. 75.- …

"Tratándose de concesiones de amparo en materia penal, aun cuando sean por aspectos de fondo, las autoridades responsables una vez que dejen insubsistente la resolución reclamada podrán, si así procede, emitir otra desfavorable al quejoso con la única limitante de no reiterar las consideraciones que se estimaron ilegales ni contradecir los razonamientos de la ejecutoria"

"Art. 171.- En los juicios de orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso…

XIII.- Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión o sujeción a proceso el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso, cuando el que se exprese en sentencia verse sobre los mismos hechos que fueron objeto del proceso y la variación no genere indefensión".

ALEJANDRO SOSA ORTIZ

ANEXO

IMPUNIDAD Y AMPARO PENAL
I.- planteamiento del problema:
En no pocas ocasiones, la concesión de la protección constitucional en contra de órdenes de aprehensión y comparecencia, autos de formal prisión y sujeción a proceso, así como sentencias penales condenatorias definitivas, o el incorrecto cumplimiento de estas ejecutorias de amparo, genera impunidad, pues deja sin castigo o le impone uno menor del que le corresponde al autor de los hechos delictivos, motivo de la averiguación previa o de la causa penal.

Las resoluciones anteriormente citadas, en contra de las cuales se otorga la protección constitucional, son a menudo consideradas violatorias de la garantía de legalidad en vía de amparo, entre otros motivos, porque:

a) Los hechos provisional o definitivamente probados, según sea el caso, no encuadran en el delito por el cual se libra la orden o el auto referidos o por el que se condena. 

b) Tales hechos, no se corresponden con la específica  etapa de concreción del delito: grado de tentativa o consumado, que en esas determinaciones se expresa, o bien,
c) Con la particular forma de intervención (autoría o participación) que en ellas se le atribuye al indiciado o condenado; o

d) Con la especial forma de culpabilidad (para los causalistas) o realización de la acción (para los finalistas) dolo o culpa, que se invoca en las mismas.

En otros casos, aunque en menor medida, también se otorga la protección constitucional debido a que:
e) El delito por el que se condena no es el mismo por el que se formulan conclusiones  acusatorias. 

f) La acción penal del delito de que  trata la resolución ha prescrito. 

g) Siendo de querella necesaria su prosecución, ésta no se ha formulado, o

h) El condenado ha sido juzgado por autoridad incompetente.
Sin embargo, la decisión de la autoridad de amparo en los supuestos a), b), c) y d) no significa, necesariamente, que en la realidad esos hechos no queden subsumidos en otro diverso delito, etapa de concreción, forma de intervención, especie de culpabilidad o forma de realización de la acción, e incluso,  que bajo esta nueva óptica pudiera no estar prescrita la acción, no requerirse la querella o la autoridad resultar competente [supuestos f), g) y h)].

Tampoco tal concesión implica en los supuestos e) y h), que no se hubiera cometido el delito por el que se condena.
En efecto, no es extraordinario por ejemplo, que tratándose de delitos patrimoniales, en los que la mecánica de los hechos resulte compleja, se otorgue la protección constitucional porque habiendo considerado la responsable que los hechos encuadran en el delito de abuso de confianza, la autoridad de amparo decide que no acreditan los elementos del tipo penal de este ilícito, no obstante en su propia argumentación se desprenda expresa o implícitamente que esos hechos, por el contrario, configuran un robo o viceversa;  o bien, que habiendo considerado la primera, el delito de fraude, deje entrever que se trata de un delito especial  bancario, o, contra  lo que sostiene el órgano jurisdiccional, no se configuran las modalidades  de tráfico ni exportación en delitos contra la salud, sino las de venta, transporte o posesión, o no se demuestra esta última, pero sí el auxilio en la de venta,  o bien, no aparece acreditado el delito de abuso de autoridad con resultado de homicidio (artículos 293 y 299 fracción VII Código de Justicia Militar) y si el de homicidio, previsto en el Código Penal Federal, o tampoco el de violación, pero si el de ejercicio indebido de un derecho.

A manera de avalar lo expuesto, citamos a continuación algunas tesis que evidencian la concesión del amparo por los motivos aducidos.
ABUSO DE CONFIANZA. IMPORTANCIA DE LA NATURALEZA DE LA POSESION DE LOS BIENES SUSTRAIDOS POR EL ACTIVO PARA LA CONFIGURACION DEL DELITO DE.  En tratándose de la disminución patrimonial sufrida por la disposición de bienes con motivo de relaciones de trabajo, es de relevante importancia determinar si el activo los recibió en depósito, administración o simple detentación física como poseedor precario, puesto que si la recepción de aquéllos constituye una simple detentación que obedece al carácter de empleado de dicho agente al servicio del agraviado como consecuencia de la relación laboral existente entre ambos y no porque los hubiese recibido a virtud de un acto jurídico que tuviera por objeto directo e inmediato esos bienes, independientemente de que el receptor los tuviera a su alcance, la disposición de mérito entrañaría un ilícito diverso del de abuso de confianza.  Apéndice de 1995 al Semanario Judicial de la Federación, Tomo II, Parte TCC, Octava Época, Tesis 387, Página 218.
ABUSO DE CONFIANZA. SI EL QUEJOSO VALIENDOSE DE LA RELACION DE TRABAJO QUE TIENE CON LA EMPRESA OFENDIDA SE APODERA ILICITAMENTE, SIN DERECHO Y SIN CONSENTIMIENTO DE ESTA, DE DIVERSAS CANTIDADES DE DINERO PRODUCTO DEL PAGO DE LOS CLIENTES. NO SE TIPIFICA EL DELITO DE.  Si el quejoso, valiéndose de la relación de trabajo que tiene con la empresa ofendida, se apodera ilícitamente, sin derecho y sin consentimiento de ésta, de diversas cantidades de dinero, producto de los pagos de los clientes a virtud de los créditos obtenidos con dicha empresa, es evidente que la conducta del activo pudiera ser constitutiva de delito, pero no el de abuso de confianza por el que se le sigue proceso.  Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIII-Enero, Página 158.
ABUSO DE CONFIANZA Y NO FRAUDE. Si el inculpado no hizo los depósitos bancarios que le encomendó la empresa para la cual prestaba sus servicios, recibió cheques de los clientes que tampoco depositó en ninguna de la cuentas de la propia empresa y después de renunciar a su empleo siguió cobrando créditos de la misma de los que dispuso, aun cuando haya expedido cheques duplicados para cubrir aparentemente dichas disposiciones, su conducta encuadra en el tipo de delito de abuso de confianza que radica esencialmente en la disposición de la cosa mueble que se ha recibido en precaria tenencia y donde la conducta dolosa del agente del delito sobreviene en el momento mismo de la disposición en beneficio propio de tercero, por lo que en el caso no se configuró el delito de fraude dadas las maniobras engañosas que utilizó el inculpado, si se toma en cuenta que tales maniobras fueron ejecutadas con posterioridad al acto de disposición y se realizaron con el fin de ocultar el delito.  Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 145-150, Sexta Parte, Página 14.
SALUD, DELITO CONTRA LA. POSESION NO CONFIGURADA. En los términos de la jurisprudencia que con el número 304 aparece publicada en la Página 650, Segunda Parte, del último Apéndice de Jurisprudencia al Semanario Judicial de la Federación (1917-1975), para la Ley Penal basta la simple posesión ilegal de un estupefaciente para que se configure el delito contra la salud en esa modalidad y la responsabilidad criminal del acusado en su comisión, sea o no propietario de la droga. Los elementos materiales que  constituyen el delito mencionado son: a) Que alguien tenga bajo su control personal o dentro del radio  de acción  de su disponibilidad, alguna cantidad del estupefaciente, y b) Que lo anterior se lleve al cabo sin llenar los requisitos que para tal efecto se señalan en las leyes, convenios y tratados correspondientes. Dichos requisitos no se satisfacen si no aparece indicio alguno que ponga de manifiesto, así sea presuntivamente, que el inculpado haya tenido bajo su control personal, o dentro del radio de acción de su disponibilidad, la droga afecta a la causa y únicamente se prueba que solo sirvió de intermediario para celebrar la operación de compra venta de la droga, sin que dicha circunstancia sea bastante para concluir que la misma se encontraba bajo se control personal o dentro del radio de acción de su disponibilidad; sin que lo anterior sea óbice para tener por acreditada la responsabilidad del inculpado en alguna otra modalidad del delito contra la salud.  Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 121- 126, Segunda Parte, Página 191. 

SALUD, DELITO CONTRA LA. PARTICIPACION EN LA POSESION. Así como se reconoce que el hombre con su conducta, puede vulnerar varias normas, dando origen al concurso de delitos, igualmente se acepta que varios hombres, con sus actividades, pueden infringir una sola norma: en el primer caso, hay pluralidad de delitos; en el segundo, unidad en el delito con concurso de sujetos. Hecha tal distinción, debe separarse el concurso necesario, en virtud de que la exigencia el tipo precisa la participación de varias personas, sin cuyo presupuesto el delito no existe, del llamado concurso eventual, en donde sin existir la exigencia aludida, la intervención de varios sujetos hace nacer el concurso en el delito, al cual se le denomina “eventual” o participación propia. Normalmente se identifica con la participación con el problema de la causalidad, pues la intervención de varios sujetos, sea directa o indirecta, en la producción del delito, colocan su particular actuar en el rango de condiciones  que, en conjunto, producen el resultado típico. El contenido del artículo 13 del Código Penal Federal, nos lleva a considerar que en él la participación  no encuentra fundamento en la teoría estricta de la causalidad, pues es evidente que la estimación delictiva del hecho no depende de la especial culpabilidad  del autor material, sino de la apreciación del culpable tanto en esa particular conducta como de las convergentes a la producción del delito, contribución que será punible cuando exista, en quien la produce, conciencia de la ilicitud del acto ejecutado, respecto al hecho único que en cooperación realiza,  y voluntad en su ejecución. En la especie, fue ilegal que se considerara al quejoso participe en la posesión de heroína, pues si bien es cierto tuvo conciencia de que cooperaba con su coacusado al presentarlo con otros sujetos, para que aquél les transfiera  a éstos la droga recogida, sin embargo, su conducta no puede estimarse como un auxilio en la posesión del estupefaciente porque no la tuvo dentro del radio de acción de su disponibilidad, ni realizó una conducta tendiente a favorecer la posesión por parte de su coacusado y, en todo caso, su proceder ilícito constituiría una colaboración para la transferencia de la heroína  o auxilio para su venta, modalidad por la cual no fue acusado ni condenado. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 205-216, Segunda Parte, Página 37.  

SALUD  DELITO CONTRA LA. TRAFICO. Para que se  configure la modalidad de tráfico del delito contra la salud, se requiere la venta reiterada del vegetal, es decir, que exista reiteración en la conducta; lo que no ocurre si únicamente uno de los sujetos vende la droga a otro, que la adquiere para un tercero, pues estas conductas constituyen modalidades distintas a la de tráfico. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 163-168, Segunda Parte, Página 109.

SALUD DELITO CONTRA LA. TRAFICO NO INTEGRADO. Si la conducta del acusado consistió en haberle entregado, a otra persona, cierta cantidad de droga con el fin de que ésta la vendiera, tal hecho no es constitutivo de la modalidad de tráfico que se le atribuye, porque de acuerdo  al criterio imperante, el tráfico exige habitualidad, o sea una pluralidad de acciones de la misma naturaleza y, en el caso particular, la acción realizada pudiera configurar otra modalidad, pero no la de tráfico.  Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 205-216, Segunda Parte, Página 42.

ABUSO DE AUTORIDAD CAUSANDO LA MUERTE DE UN INFERIOR, DELITO DE (CODIGO DE JUSTICIA MILITAR). Teniendo  en cuenta que de acuerdo al Libro Primero, Título Quinto, Capítulo I, del Código de Justicia Militar, el delito de “abuso de autoridad causando la muerte de un inferior”, tutela como bien jurídico la disciplina militar, para que se configure, debe estar probado fehacientemente en el proceso que con el trato que el acusado dio a su inferior actuó en contravención a las leyes y reglamentos militares, por lo que si no se acredita  que con la conducta adoptada por el imputado violó la disciplina militar, independientemente del resultado, muerte de un inferior, lesiones, etc., no se configura el delito, ni la responsabilidad del quejoso en su comisión. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 127-132 Segunda Parte, Página 9. 

Al respecto, cabe citar las siguientes consideraciones del amparo directo D.P. 571/95, promovido por Florentino Soto Fajardo  en contra de la sentencia definitiva dictada por el Supremo Tribunal  de la Justicia Militar, de las cuales da noticia la Contradicción de Tesis 37/96 resuelta por la Primera Sala de Suprema Corte de Justicia de la Nación el 20 de octubre de mil novecientos noventa  y nueve:

“Pues en la especie no obstante que el aquí quejoso es de rango superior en la jerarquía militar a los ofendidos, en la privación de la vida y alteración en la salud que produjo como resultado la conducta que se reprocha, no se demuestra que obró en forma dolosa para contravenir la disciplina castrense, tratando a los pasivos de forma contraria a las prescripciones legales, sino que los elementos de convicción que se analizan, evidencian que actuó con intención diversa, motivada por situaciones ajenas al ejercicio de su autoridad o mando que tenía respecto de los inferiores.

Por lo tanto,  atendiendo al pliego de conclusiones de la Representación Social Militar, del que se desprende que fincó su acusación haciendo consistir los hechos imputados a FLORENTINO SOTO FAJARDO, configurativos del delito de abuso de autoridad, causando homicidio calificado y lesiones al inferior, esto es, considerando el primero como tipo autónomo y a los restantes como subordinados, al no configurarse el primero, ocurre necesariamente lo mismo con los otros, lo que conlleva a considerar que viola garantías, la conclusión contraria a que arribó la autoridad responsable en la sentencia que se analiza”.

El 11 de septiembre de 1995 el Supremo Tribunal de Justicia Militar en el Toca 9/95, en debido cumplimiento a la ejecutoria de amparo decretó la libertad del quejoso.

VIOLACION ENTRE CONYUGES. SINO DE EJERCICIO INDEBIDO DE UN DERECHO, NO CONFIGURACION DEL DELITO DE. El que uno de los cónyuges imponga al otro la cópula normal de manera violenta, cuando subsiste la obligación de cohabitar, no es suficiente para que se configure el delito de violación previsto en el artículo 265 del Código Penal para el Distrito Federal, a pesar de la utilización de los medios típicos previstos para su integración; ya que si bien el cónyuge tiene derecho a la relación sexual con su pareja, no puede permitirse que la obtenga violentamente; por lo que de observar tal conducta se adecuará  a lo establecido en el artículo 226 del ordenamiento en cita, al ejercer indebidamente su derecho. Se considera que cesa la obligación de cohabitar, aunque no esté decretada judicialmente, cuando se pretende imponer cópula encontrándose el sujeto activo en estado de ebriedad, drogadicción, padeciendo enfermedad venérea, síndrome de inmuno deficiencia adquirida, o en presencia de otras personas; asimismo, si la mujer tiene algún padecimiento, como puede ser parálisis que la impida producirse en sus relaciones sexuales, o estando decretada la separación legal de los esposos. Entendiéndose que las hipótesis mencionadas tienen carácter ejemplificativo, más no limitativo. Contradicción de tesis 5/92. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero del Sexto Circuito. 28 de febrero de 1994. Mayoría de  tres votos. Primera Sala, tesis 1ª/ J.10/94.

Por cuanto hace  a la diferente etapa de concreción del delito, también en ocasiones, se resuelve que se está en presencia de un robo tentado y no consumado, o bien, de un fraude en grado de tentativa y no robo;  de un delito contra la salud en su modalidad de suministro en grado de tentativa y no posesión, por citar algunos casos, como lo patentizan las tesis que a continuación se transcriben:

ROBO, TENTATIVA DE (LEGISLACION DEL ESTADO DE PUEBLA). Si el acusado fue sorprendido en el interior de un establecimiento comercial cuando pretendía robar, no puede aducirse que el delito quedó consumado, aun cuando, en su poder, se hayan encontrado objetos de la negociación, pues en ningún momento tuvo potestad dominical sobre los mismos y por ello no puede hablarse, con propiedad, de la consumación  del apoderamiento de la cosa ajena mueble, sin derecho y sin consentimiento del titular; sólo quedaría la conducta en grado de tentativa si no llegó a consumarse el desapoderamiento  del objeto, con relación al pasivo del delito, pues la mera contrectatio  y aun el desplazamiento o remoción de la cosa no es índice seguro, en todos los casos, para determinar el momento consumativo del delito en cuestión. Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 24, Sexta Parte, página 49.

FRAUDE EN GRADO DE TENTATIVA Y NO ROBO.

La diferencia esencial que hay entre los delitos de robo y fraude, consiste básicamente en el procedimiento empleado por el sujeto activo para hacerse del patrimonio de la víctima, en la primera de las figuras delictivas el agente se apodera sin consentimiento del bien, empleando medios violentos o furtivos, mientras que en el fraude la víctima o sujeto pasivo, mediante engaños o aprovechamiento de su error, entrega voluntariamente el objeto, es decir, no resiste sino que coopera para que el delito se perfeccione, debido claro está, a la actitud engañosa que mediante  una serie de recursos intelectuales  o actividades en la maniobra o conducta ilícita, hace o emplea el activo, por lo que en el caso concreto, si éste trató de obtener mercancía de una tienda de autoservicio, pretendiendo pagar un precio inferior al marcado en los productos, engañando a los representantes de la empresa, poniéndose de  acuerdo con una de las cajeras, para que marcara en la caja registradora cantidades menores, sin conseguirlo, al ser sorprendidos en su maniobra por un supervisor, se tipificó el delito fraude en grado de tentativa y no robo. Tribunales Colegiados de  Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIV, tesis I, 3º. P, página 383. 

SALUD, DELITO CONTRA LA. TENTATIVA DE SUMINISTRO Y NO POSESION. Si el activo adquirió la marihuana y la conservó en su poder el tiempo  estrictamente indispensable para tratar de hacerla llegar o otro sujeto que se hallaba recluido en un centro de readaptación social, pero al ingresar a este lugar se le detectó la droga, su conducta tipifica el delito contra la salud previsto por el artículo 194, fracción I, del Código Penal Federal en la modalidad de suministro en grado de tentativa, no así en la de posesión, tomando en cuenta que su proceder siempre estuvo encaminado a entregar el estupefaciente a uno de los internos del penal, lo cual no logró por causas ajenas a su voluntad. Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, Tomo VII, Enero de 1998, Tesis VI. 2°. Página 1173.

Asimismo, ocurre que tratándose de las diferentes formas de intervención del activo, la concesión del amparo obedece a que en la resolución reclamada se ha invocado  la coautoría  prevista en el artículo 13 fracción II  del Código Penal Federal debiendo haber sido el auxilio o la llamada “responsabilidad correspectiva”, contemplada en las fracciones VI y VIII del citado numeral, o simplemente, que se debió considerar al inculpado como encubridor.

Las siguientes tesis evidencian lo anterior. 

ENCUBRIMIENTO. Si los actos atribuidos a una persona, se encuentran desligados de la realización del delito, aún cuando impliquen el aseguramiento del beneficio ilícito  obtenido en su virtud, en éstas condiciones no es jurídico imputarle la responsabilidad penal que deriva del delito ya anotado cuando su participación en actividades posteriores al mismo, tipifican, si acaso, el diverso de encubrimiento que, en último análisis, debió considerarse comprendido para su sanción, en las disposiciones del artículo 13 en relación con el 400, fracción III del Código Penal del Distrito, que considera como reo de encubrimiento, a quien habitualmente compra cosas robadas y que tiene por comprador habitual a quien efectúa dichas compras tres o más veces. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXXXIV, Página 1607.

PARTICIPACION DELICTUOSA. Aunque esté acreditado en autos, que el quejoso tenía conocimiento de los propósitos delictuosos del coacusado si no tuvo intención  de realizar con dicho coacusado el delito que se le imputa, falta la condición precisa para la existencia  de la codelincuencia, ya que la inacción, el no hacer (el llamado concurso negativo), no la integra; y si guardó un silencio configura un delito  como lo es el de encubrimiento, ya que se integra a posteriori, cronológicamente, respecto del acto en que es cometido el delito que se oculta, ello no significa que el quejoso, por concierto previo o posterior, hubiera participado en la privación de la vida del ofendido. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época. Tomo CXI, página 2301. 

CODOMINIO FUNCIONAL. REQUIERE QUE LA APORTACION DEL COAUTOR ESTE PRECEDIDA POR UNA DIVISION DEL TRABAJO PREVIAMENTE CONVENIDA.  Una de las formas en que se surte la realización conjunta del delito prevista en la fracción III del artículo 13 del Código Penal Federal, aparece cuando el actuar de alguno o algunos de los intervinientes en el ilícito, a pesar de que no se traduce en acciones fraccionadas de la conducta típica, sí refleja un codominio funcional del hecho, el cual presupone una división del trabajo previamente convenida que precede a tales actuaciones. Luego entonces, el solo dato de que alguien de manera intempestiva le haya allegado a otro el arma con la que privó de la vida al pasivo, sin existir siquiera elementos que permitan establecer que el primero hubiese así procedido por un plan previamente concebido y convenido en el que se le hubiere asignado esa tarea, sino que por el contrario se advierte que tal colaboración fue casual y posterior su aceptación por el autor material, no autoriza a considerar al primero como coautor, sino en todo caso como cómplice. Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, Agosto de 1997, Página   687.

De igual manera acontece que la autoridad de amparo estima que el juez responsable debió considerar el delito como doloso y no culposo o viceversa, y por ello otorga la protección constitucional.

Lo dicho se avala con las tesis que en seguida se citan:

ABORTO, DELITO DE. Aunque el aborto de la ofendida, se hubiera producido a consecuencia de los golpes que le propinó la encausada, ésta solo sería responsable de un delito culposo, dada su ausencia de voluntad criminal en caso de no comprobarse que tuviera conocimiento de que su víctima se encontraba en cinta. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XCII, página 986.

ABANDONO DE PERSONA ES DELITO DOLOSO Y NO IMPRUDENCIAL. Si al inculpado de abandono de personas como delito imprudencial se le atribuye el que después de haber atropellado a las personas que resultaron lesionadas se dio a la fuga y quedaron privadas de auxilio inmediato, debe decirse que este ilícito sólo puede ser consecuencia de una conducta dolosa; es decir se requiere en el sujeto activo  la intención de dejar abandonadas a las personas atropelladas en lugar y hora determinados en que no puedan recibir el auxilio necesario. Lo anterior se expresa, no para señalar que el inculpado no haya incurrido en el delito, sino para hacer notar que la condena al respecto, como consecuencia de delito imprudencial, es ilegal; y otra parte, porque el Ministerio Público no formuló acusación por el delito a estudio como figura autónoma, o sea, cometido en forma intencional. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 97-102, Segunda Parte, Página 9.

DAÑO EN PROPIEDAD AJENA, MUROS MEDIANEROS. Para que un delito sea intencional o doloso se requiere que el sujeto obre con intención o dolo, integrándose  esta forma de culpabilidad cuando, existiendo representación en el agente, sobre el resultado y su ilicitud, realiza la actividad en forma voluntaria. Ahora bien, si el quejoso construyó obra nueva, rebajando el espesor del muro divisorio  entre su propiedad y la de la ofendida, y tal forma de proceder trajo  como consecuencia el debilitamiento del referido muro y la causación de los daños aparecidos en la casa vecina, este hecho es de naturaleza previsible y evitable, y es imputable a título de culpa o imprudencia, pero no intencional, pues para ello debió haberse probado que la construcción de la obra nueva estaba dirigida ex profeso a causar daño, es decir, que toda la actividad desplegada por el agente, desde su inicio, era ilícita, porque ilícito era el resultado representado y querido.  Amparo Directo 469/59. Luis Martínez Velasco. 7 de julio de 1959. Cinco Votos. Ponente: Juan José González Bustamante. 

SELLOS OFICIALES, NECESIDADES DE LA INTENCION DOLOSA PARA QUE EXISTA LA FALSIFICACION DE. Si bien el artículo 13 del Código Penal establece que son responsables de los delitos, todos los que tomen parte en su concepción, preparación o ejecución, presten auxilio o cooperación de cualquiera especie, por concierto previo o posterior, inducen directamente a alguno a cometerlo, es indudable que para una justa y recta aplicación del mismo precepto, se requiere que los partícipes, en cualquier forma o grado, tengan conocimiento de los hechos, que conforman la figura delictiva de que se trate, por tanto, si el quejoso fue condenado por  el delito de falsificación  previsto en el artículo 242 fracción I, del citado código, por haber confesado que manufacturó los clichés  de un sello oficial, pero no está demostrado que hubiese intención delictuosa por parte del quejoso, por no tener conocimiento de que la persona que le encomendó el trabajo, carecía de la autorización requerida para ello, debe concederse el amparo contra la sentencia que lo condenó por dicho delito, ya que el mismo sólo incurrió en la imprudencia que define la parte final de la fracción II del artículo 8º del repetido Código Penal, por no haber exigido que se les mostrara la autorización de la autoridad respectiva, incurriendo con ello en la responsabilidad correspondiente a un delito no intencional o de imprudencia.  Semanario Judicial de la Federación. Quinta Época, Tomo LXXX, Página 1863.

En estos supuestos [del a) al d)], con frecuencia se cumple la sentencia de amparo no solo dejando insubsistente la resolución reclamada, sino que de manera indiscriminada se niega la orden de aprehensión o comparecencia, se dicta auto de libertad o se absuelve, bajo el argumento de no estar acreditados los elementos del cuerpo del delito o la probable o plena responsabilidad, según sea el caso.  Ello acontece con mayor incidencia, tratándose de sentencias definitivas, pues aunque el órgano jurisdiccional responsable advierta que la protección constitucional obedeció exclusivamente a una incorrecta subsunción de los hechos, asume y en ocasiones incluso se lo dice expresamente la autoridad de amparo (como aconteció en el ya citado A.D. 571/95), que en observancia al artículo 160 fracción XVI, párrafo segundo de la Ley de Amparo, no puede después de dejar insubsistente el fallo reclamado, dictar uno nuevo corrigiendo el encuadramiento de mérito, apartándose de la clasificación de los hechos en el auto de formal preso, porque el representante social, no procedió a hacer la variación respectiva en sus conclusiones.

En el supuesto e),  también se emiten sentencias absolutorias a consecuencia del amparo, pues habiéndose concedido debido a que el juzgador se apartó del delito que se invocó  en las conclusiones ministeriales, se otorga para “el efecto” de que la responsable emita una nueva resolución apegándose a ellas si no se ha pronunciado al respecto.  Empero, si convencido se encuentra el juez natural que se configuró un ilícito diverso al precisado en la formal prisión y en las referidas conclusiones (pues precisamente por ello sentenció por delito diferente), implícitamente también lo está, que el invocado en dicho auto y pliego conclusivo no se generó, y por ende, la nueva sentencia es absolutoria. O bien, si en su resolución la responsable  hubiere ya expresado claramente que el delito por el que concluyó el Ministerio Público, no se configura, la consecuencia del amparo no puede ser otra que la de dictar un fallo absolutorio.

Esta forma de conceder la protección constitucional en el supuesto en comento, se corrobora con lo expuesto por la otrora Primera Sala de nuestro más Alto tribunal, al resolver el A.D. 7736/80. Rodolfo Gamboa Contreras, 4 de junio de 1981. Unanimidad de 4 votos, cuya ejecutoria, después de concluir que la sentencia reclamada es violatoria de garantías por haber variado la responsable en un delito contra la salud, la modalidad de tráfico, precisada en el auto de bien preso y en las conclusiones acusatorias, por la de venta, concluye  en los siguientes términos:  

“Normalmente los casos en que la sentencia reclamada es incongruente  con la formal prisión, en cuanto a la determinación del delito o sus modalidades, la concesión del amparo se limita al efecto de que en nueva sentencia las consideraciones se reduzcan al delito o modalidad precisados en el auto motivado. En la actual situación, la modalidad especificada en dicho auto, fue la de tráfico de marihuana, pero como el Magistrado responsable se ocupó en la sentencia   reclamada de estudiarla, declarando expresamente que la propia modalidad no estaba configurada, ello indiscutiblemente representa una declaración judicial que deriva en un derecho inmodificablemente adquirido por el quejoso y que por virtud de la técnica que rige al juicio de garantías, no es factible de ser alterado en su perjuicio”.  


También la siguiente tesis, sustenta lo afirmado:

SENTENCIAS DE SEGUNDA INSTANCIA. CAMBIO ILEGAL DE CLASIFICACION DEL DELITO COMETIDO EN LAS.  Si en primera instancia el reo fue sentenciado por el delito de robo calificado, por haberlo acusado como responsable  de tal ilícito en sus conclusiones el Ministerio Público y en segunda instancia, se consideró que no era responsable de ese delito sino de uno diverso como es el de encubrimiento, procede conceder al amparista la protección constitucional solicitada, a fin de que se le absuelva del ilícito de la acusación y se elimine de la condena también el de encubrimiento por favorecimiento, porque ello implica un cambio ilegal de clasificación del delito, por uno de estructura diferente, que dejó sin defensa al acusado. Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo X-Septiembre, Página 374.

Finalmente, por cuanto hace al supuesto h), a cuya virtud se otorga el amparo por haber sido sentenciado por autoridad incompetente, la responsable al asumir, que no puede ya declarar su incompetencia, conforme a ciertos criterios, decreta la libertad del inculpado. 

Así, en los casos reseñados frecuentemente queda por siempre libre de castigo el quejoso con motivo de la protección constitucional, no obstante pudiendo haber cometido un delito y debido únicamente a un error técnico.

II.- ORIGENES Y CAUSAS DEL PROBLEMA:

A) Deficiente actuación de los órganos jurisdiccionales y del Ministerio Público.

A primera vista, se nos dirá que el causante de la impunidad reseñada no lo es propiamente el juicio de amparo, sino la deficiente actuación de las autoridades jurisdiccionales responsables e incluso del Ministerio Público, motivada algunas veces por error de criterio y apreciación, debido al cada vez mayor número de tipos penales y a su creciente complejidad, pero en otras, porque no decirlo, generada deliberadamente por estos intervinientes del proceso penal coludidos con la defensa, quien sabe que en vía de cumplimiento del amparo que se concederá en contra de la resolución, obtendrá la absolución para su defenso.

Esta realidad fue reconocida por la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente tesis:

AUTO DE FORMAL PRISION. Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión, aunque sea de lamentar que un acto ilícito,  perfectamente comprobado, quede impune, por la mala clasificación que de él haga la autoridad, y ya no sea posible corregir el procedimiento, porque de otra manera se violaría la garantía consignada en el artículo 19 de la Constitución.  Semanario Judicial de la Federación. Quinta Época, Tomo XCV, Página 1826.

B) Disposiciones anacrónicas e imprecisas de la Ley de Amparo, así como criterios mal aplicados o erróneos.

A pesar de esta deficiente actuación, creemos que dentro de los supuestos descritos,  sin menoscabo de las garantías de defensa y seguridad jurídica, existen numerosos casos, en los que:

1)  La concesión de la protección constitucional no debiera otorgarse o 

2) El cumplimiento de la ejecutoria de amparo no debiera traer como consecuencia la impunidad aludida.

Sin embargo, ocurre lo contrario, debido al anacronismo y vaguedad de la Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a criterios caducos mal aplicados o erróneos, como a continuación trataré de evidenciar.

En este tema, y  específicamente en relación con las sentencias condenatorias definitivas, inciden de manera importante la garantía individual de que “Todo proceso se seguirá forzosamente  por el delito o delitos  señalados en el auto de formal prisión o sujeción a proceso” y el principio de que el juez al dictar sentencia tiene como límite las conclusiones del representante social. La primera, consagrada en el artículo 19 y el segundo, se hace derivar de la exclusiva encomienda al Ministerio Público de la persecución de los delitos prevista en el numeral 21, ambos de la Ley Suprema.

Así como la fracción XVI del artículo 160 de la Ley de Amparo, cuyo texto nunca ha sido materia de reforma, que estima violadas las leyes del procedimiento de manera que su infracción afecta las defensas del quejoso:

“Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito, hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal”.

De su análisis, se deriva que la garantía constitucional y el principio referidos no se infringen cuando: 

1º.) El delito por el que se condena sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso. Sin importar que el Ministerio Público no hubiere formulado reclasificación en sus conclusiones ni se trate de los mismos hechos.

2º.) El nuevo delito, aunque difiera en algo más que en grado, pero verse sobre los mismos hechos objeto de la averiguación, haya sido motivo de las conclusiones del Ministerio Público y el quejoso hubiese sido oído en  defensa sobre la nueva clasificación durante el juicio.

Ciertamente, la expresión “ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación” dentro del contexto de la norma, presupone que el legislador autoriza la variación de “grado” aun siendo diferentes los hechos, y el empleo de la frase “en éste último caso” limita la exigencia del cambio de la clasificación en las conclusiones ministeriales a cuando la variación conlleve algo más que el “grado”.

Ahora bien, en primer lugar se pone en relieve que a pesar de lo trascendente de esta norma, no existe claridad en la ley ni en la doctrina, ni en la jurisprudencia, respecto de lo que se debe entender por “grados del delito”, (al menos en la disposición en comento), encontrándose sólo algunos criterios aislados que sostienen que el cambio de la realización dolosa a culposa de la conducta delictiva es una variación autorizada de “grado del delito” conforme a este artículo, como también lo es la del delito consumado a tentado, e incluso de lesiones a homicidio, con motivo del fallecimiento del pasivo durante el procedimiento. Aunque, tocante al primer criterio existe también jurisprudencia en contrario.

Veamos las tesis referidas:

ACUSACION POR DELITO DOLOSO Y CONDENA POR ILICITO IMPRUDENCIAL. NO INFRINGE GARANTIAS AL CONSTITUIR SOLO VARIACION DE GRADO EN LA MISMA. Cuando el Ministerio Público puntualiza la acusación por un delito de naturaleza dolosa, empero, del examen de los hechos se advierte que lo probado es el mismo injusto aunque cometido en forma imprudencial; es legal sancionar por el ilícito resultante, pues constituye un equívoco alegar específica ausencia de acusación por este particular injusto, máxime que, en el caso, la variación es sólo de grado que no constituye violación al procedimiento, de acuerdo con el artículo 160, fracción XVI, de la Ley de Amparo. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, Enero de 1991, Página   109.

DELITO CAMBIO EN LA CLASIFICACION DEL. Si la ley punitiva aplicable señala que los delitos pueden ser intencionales o culposos, agregando que es intencional el que se ejecuta voluntariamente mediante una acción u omisión, queriendo o aceptando el resultado, y que es culposo el que se comete sin intención pero por imprudencia, imprevisión, negligencia, impericia o falta de reflexión o de cuidado, y que causa un daño igual a un delito intencional, de ello se sigue que la propia ley establece en su parte general una primera clasificación de los delitos conforme a la cual se puede infringir la norma, bien actuando intencionalmente para producir el resultado querido, o bien involuntariamente pero causando el daño como consecuencia de la imprudencia, imprevisión, impericia o falta de reflexión o de cuidado del agente . Por lo tanto, si de autos aparece que el inculpado fue procesado, acusado y sentenciado en primera instancia como responsable de un delito intencional y que pese a ello la responsable sancionó estimando que había cometido un delito imprudencial, es claro que con ello varió la clasificación del delito que en cuanto a la forma de comisión señala la ley aplicable, invadiendo así la función persecutoria que la ley reserva al representante social, por lo que resulta violado el artículo 21 del Pacto Federal y se impone conceder el amparo. Último Apéndice del Semanario Judicial de la Federación, Tomo II, Materia Penal, Página 305.    

SENTENCIA POR DIVERSO DELITO DEL QUE SE PROCESO, ES VIOLATORIA DE GARANTIAS. Lo que impide el artículo 21 constitucional es la condena por un delito del que se procesó, entendido éste por el conjunto de hechos que lo integran, mas no que se condene por igual delito en grado diverso y en tanto sea favorable al procesado; esto es, que si el Ministerio Público acusase por un delito en grado de tentativa y el Juez condenase por el mismo delito pero consumado, se violaría tal precepto constitucional, mas no a la inversa si existe acusación por delito consumado y la condena es por tentativa del mismo hecho delictuoso. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Segunda Parte LII, Página 80.

PROCESOS (CLASIFICACION DEL DELITO).  Al disponer el artículo 19 constitucional, que todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión, quiso referirse, indudablemente, a los hechos considerados como delictuosos, y no precisamente a la clasificación del delito, por lo que si los hechos son los mismos por los que se decretó la formal prisión, o sea, si se ha juzgado y sentenciado al indiciado, con motivo de atribuírsele responsabilidad en el delito de lesiones, no puede decirse que se cambien los hechos porque el lesionado haya fallecido. Se trata simplemente de un grado en los hechos, puesto que de no haber fallecido la víctima, se trataría de lesiones, pero como falleció dentro del término que señala el Código Penal, el acto atribuido al inculpado, de haber inferido lesiones a la víctima, se hace más grave por sus resultados y se convierte en homicidio, que es precisamente lo que establece el artículo 109, fracción XIV, de la Ley de Amparo, en el sentido de que no se considerará diverso el delito, cuando el que contenga la sentencia, difiera sólo en grado, del que fue materia del proceso. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XLII, Página 2973.

Enseguida, es de destacarse que la primera regla que hemos derivado del segundo párrafo de la mencionada fracción XVI, se encuentra contradicha  por múltiples tesis que sostienen que la variación del delito en sentencia únicamente puede hacerse: a) tratándose de los mismos hechos y b) siempre que en las conclusiones acusatorias se hubiere hecho la reclasificación de mérito.

He aquí algunos de estos criterios:

CLASIFICACION DEL DELITO, CAMBIO DE LA, EN LA SENTENCIA. Las conclusiones del Ministerio Público constituyen el límite de la actividad jurisdiccional del juzgador, dado que es a aquel funcionario a quien, por mandato constitucional, corresponde el ejercicio de la acción penal, el cual se perfecciona en el momento en que formula conclusiones; por tanto, debe estimarse legal la variación de la clasificación de los delitos, cuando se trate de los mismos hechos, pero además haya acusado en ese sentido el Ministerio Público, pues lo contrario implicaría rebasar los límites de la acusación; de manera que si en la sentencia se hace una reclasificación del delito al tener por acreditada una modalidad por la que no se ejercitó acción penal, hay violación del artículo 20 Constitucional. Primera Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, Segunda Parte, Página 58.

CLASIFICACION DEL DELITO. PUEDE VARIARSE EN LA SENTENCIA SI LO SOLICITA EL MINISTERIO PUBLICO EN LAS CONCLUSIONES, TRATANDOSE DE LOS MISMOS HECHOS.  Las conclusiones del Ministerio Público constituyen el límite de la actividad jurisdiccional del juzgador, dado que es a aquel funcionario a quien, por mandato constitucional, corresponde el ejercicio de la acción penal, el cual se perfecciona en el momento en que formula conclusiones; por tanto, debe estimarse legal la variación de la clasificación de los delitos, cuando se trate de los mismos hechos, pero además haya acusado en ese sentido el Ministerio Público, pues de lo contrario implicaría rebasar los límites de la acusación. Primer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XV-II, Febrero de 1995, Página 259.

ACUSACION. EL JUEZ NO DEBE REBASARLA.  Si el Ministerio Público formuló conclusiones acusatorias por un delito y el juez del conocimiento dictó sentencia por otro, misma que confirmó la Sala responsable, debe concluirse que rebasaron la acusación, violando el artículo 21 constitucional en perjuicio del quejoso; por lo que, procede conceder el amparo solicitado para el efecto de que la Sala deje insubsistente la sentencia reclamada y en su lugar dicte otra en la que sujetándose al pliego acusatorio resuelva lo conducente. Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VIII, Diciembre de 1991, Página 149.

ACUSACION DEL MINISTERIO PUBLICO. EL JUZGADOR NO DEBE REBASARLA.  Si en su pliego de conclusiones el Ministerio Público Federal omite acusar por el delito respecto del cual inicialmente había ejercitado la acción penal y por el que se había decretado la formal prisión (posesión ilegal de mercancía extranjera a que se refiere la fracción II del artículo 51 del Código Fiscal Federal), acusando en su lugar por diverso delito (adquisición ilegal de mercancía extranjera, prevista en la fracción I del propio numeral) y el Juez de primer grado, incongruentemente con dicho pliego de conclusiones, condena al inculpado por el tipo penal primeramente enunciado, tal proceder ilegal debió ser reparado por el tribunal de alzada, con motivo del recurso de apelación interpuesto por el procesado, en suplencia de la deficiencia de los agravios, conforme lo dispone el artículo 364 del Código Federal de Procedimientos Penales. En consecuencia, si el ad quem lejos de proceder en tal sentido, enmienda mejorando el fallo de primer grado, en perjuicio del apelante, al precisar que la figura delictiva en que incurrió el procesado está prevista en el artículo 51, en sus fracciones I y II del ordenamiento citado, resulta evidente que realizó oficiosamente un cambio de tipificación del delito, con respecto a la planteada por el Ministerio Público, lo cual implica violación del artículo 21 constitucional, en cuya virtud debe concederse al quejoso la protección. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Tomo 175-180 Segunda Parte, Página 9.

CLASIFICACION DEL DELITO.  Existe jurisprudencia de la Corte en el sentido de que no se viola la garantía del artículo 19 constitucional, cuando se cambia la clasificación del delito por el que se ha seguido el proceso, siempre que los hechos materia del mismo, no hayan variado; mas esta jurisprudencia no es aplicable cuando el Ministerio Público, tanto en primera como en segunda instancias, formula conclusiones acusatorias o sostiene, éstas, señalando al quejoso como responsable de determinado delito, y en la sentencia se cambia esta clasificación, lo cual evidentemente impide que el reo pueda defenderse de una imputación que viene a aparecer hasta el fallo, el cual debe ser congruente con la acusación a efecto de no incurrir en el desconocimiento de la garantía que consagra la fracción IX del artículo 20 constitucional. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXVIII, Página 512.

No obstante, la antigua Jurisprudencia en el mismo sentido de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que data de los años veintes y  cuyo contenido es:

CLASIFICACION DEL DELITO. La clasificación del delito por  la  cual  se  dicta el auto de formal prisión, solamente puede variarse si, tratándose de los mismos hechos, el Ministerio Público los clasifica de distinta manera, al formular conclusiones acusatorias, pudiendo condenarse o absolverse al acusado, de acuerdo con la nueva clasificación. Primera Sala del Apéndice de 1995, Quinta Época, Tomo II, Parte HO, Página 531.

Ya se considera superada, pues no se publicó en ninguno de los Apéndices 1954 a 1988 y en el último se le menciona como OBSOLETA, seguramente por estimarse interrumpida por cuanto hace a la estricta vinculación de las conclusiones ministeriales con la sentencia.

Jurisprudencia, que probablemente motivó la actual redacción del referido artículo 160 fracción XVI de la Ley de Amparo, puesto que el dispositivo 109 fracción XIV de su antecesora que regulaba este tema (de cuándo no se considera que el delito por el que se condena es diverso a aquél por el que se siguió el proceso), no incluía, como ahora lo hace el primero, la condicionante de que, tratándose de una variación mas alla de “grado”, sólo variando en las conclusiones acusatorias la apreciación jurídica de los hechos realizada en el auto de bien preso, se autorizaba al Juez a realizar lo propio en sentencia.

Los siguientes criterios pueden, entre otros, considerarse como los que generaron la interrupción de mérito.

CONCLUSIONES ACUSATORIAS DEL MINISTERIO PUBLICO, NO VINCULAN AL JUEZ.  De conformidad con el artículo 21 constitucional, la imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. En efecto, en principio esa imposición corresponde al sentenciador, sin otro límite que el de aplicar al caso la ley que haya previsto el delito, de tal manera que, si el arbitrio judicial se ejercita correctamente, (y se entiende por correcto que en la sentencia no queden violadas las normas que tutelan a la prueba, ni las de la lógica, así como tampoco se alteren las constancias procesales), entonces el sentenciador cumple con lo dispuesto por el artículo 21 constitucional, y el hecho de que el ejercicio de la acción penal se lleve al cabo por el Ministerio Público cumplimentado el deber que tiene de perseguir a los delitos, si en tal ejercicio y al formular conclusiones, estima que los hechos deben ser sancionados de conformidad con un criterio determinado, este criterio no obliga al juzgador para imponer las penas, pues esta facultad es propia y exclusiva de su autoridad, y la formulación de conclusiones, a este respecto, sólo tiene los efectos de una petición hecha por una de las partes, que el Juez podrá o no acordar de conformidad, según sea su criterio, criterio claro está, que tendrá que expresarse conforme a la ley. Por esta razón debe estimarse que el hacer caso omiso el sentenciador de las conclusiones del Ministerio Público, calificando los hechos de manera distinta a como el propio Ministerio Público lo hizo, no entraña una violación del artículo 21 constitucional. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CVII, Página 1709.

CONCLUSIONES ACUSATORIAS DEL MINISTERIO PUBLICO, NO VINCULAN AL JUEZ.  Una vez que el Ministerio Público ejercita la acción persecutoria, deja de ser autoridad para, convertirse en parte dentro del proceso, en forma de que sus solicitudes se encuentran sujetas al examen que el Juez de la causa haga, de conformidad con las pruebas allegadas a la investigación y ello, en ejercicio de las funciones específicas que la Constitución le asigna, pues lo contrario implicaría una abdicación de la potestad que le ha sido conferida por la ley para conocer y fallar los negocios conforme a derecho, dejando la decisión de los mismos al juicio de las partes, si accediera sin más a sus peticiones. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CVI, Página  1053.

CLASIFICACION DEL DELITO. EL JUEZ PUEDE MODIFICAR LA HECHA POR EL MINISTERIO PUBLICO. Si bien es cierto que una simple interpretación tradicional del artículo 21 de la Constitución General de la República, ha llegado a considerar al Ministerio Público como definidor supremo de las acciones antijurídicas de un procesado y señalador del máximo de las sanciones correspondientes, sin embargo, una corriente contraria ha venido pugnado por rechazar esa interpretación que peca de falta de técnica en cuanto, desconociendo la situación procesal, coloca a una de las partes en lugar privilegiado, con mengua no tan sólo de la contraria, sino del juez mismo, a quien constitucionalmente se ha reservado la imposición de las penas y comete la exacta aplicación de la ley. En efecto, es verdad que el artículo 21 constitucional  encomienda al Ministerio Público el ejercicio de la acción penal, pero también lo es que reserva única y exclusivamente al juez la imposición de las penas, y siendo ello así, si una vez ejercitada esa acción, a través de las conclusiones acusatorias se pretendiera restringir por el Ministerio Público la facultad judicial de la imposición de la penas, por la apreciación con respecto a modalidad del delito, y a la consiguiente graduación de la pena, ello lo convertiría en supremo definidor de las acciones antijurídicas y el juez en simple refrendador de sus peticiones, con mengua de la facultad que le reserva la ley y de la estimación indiscutible al principio de igualdad, entre las partes. Si el juez, substituyéndose a las peticiones del Ministerio Público, define la conducta antijurídica de un inculpado y la sitúa dentro de las normas legales represivas que considera exactamente aplicables, con ello no rebasa los límites de la acción persecutoria delictual que incumbe al Ministerio Público y si, en cambio, actúa dentro del marco estricto de sus facultades constitucionalmente reservadas. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXIII, Página 1883.

Sobre el tema la única tesis jurisprudencial de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia que aparece en el último Apéndice, es la número 13 que dice: 

ACUSACION. EL JUEZ NO DEBE REBASARLA. El órgano jurisdiccional no puede sancionar atendiendo a situaciones más graves que las consideradas por el Ministerio Público. Primera Sala, Apéndice del Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Segunda Parte, XII, Página 185.


De cuya mera interpretación a contrario sensu, se podría inferir que la variación en su beneficio si está autorizada. Sin embargo, esta inferencia  (que no aparece de manera expresa en las ejecutorias que conforman la tesis), es contraria al diverso criterio, también jurisprudencial, de un Tribunal Colegiado visible con el número 508 del mismo Apéndice: “Delito, cambio de la clasificación del” ya transcrita líneas atrás, que considera que la variación de delito doloso a culposo, sin que la solicite el Ministerio Público, infringe el artículo 21 constitucional.

Basta lo anteriormente reseñado a fin de evidenciar la anarquía interpretativa judicial de la norma en comento, para a continuación exponer los supuestos ya anunciados, en que a nuestro parecer:

1) No debiera otorgarse la protección constitucional  y 

2) El cumplimiento de la ejecutoria de amparo no debiera generar impunidad.

1.- Casos en que la protección constitucional  no debiera  otorgarse.

La indebida concesión del amparo, a que hemos hecho referencia, se circunscribe al supuesto e) del apartado I, esto es a cuando se estiman vulneradas las garantías constitucionales reseñadas únicamente por no coincidir el encuadramiento o subsunción de los hechos (atribuidos al acusado) realizado por el Ministerio Público en sus conclusiones con el que realiza el juzgador al condenar. Lo cual puede acontecer porque: 1° debiendo el representante social invocar la clasificación realizada en el auto de bien preso, incorrectamente la hubiere variado, o 2° debiendo cambiar esa clasificación no lo hubiese hecho.

Otorgándose la protección constitucional a pesar de que la sentencia condenatoria:  a) se refiera a los mismos hechos materia del auto de formal prisión o sujeción a proceso y b) no genere indefensión el apartamiento del Juez de las conclusiones acusatorias efectuado al sentenciar.

Como podrían ser,  a guisa de ejemplo,  los casos que a continuación se citan y que se refieren a varias de las tesis ya transcritas al inicio de este trabajo. Además, algunos casos de variación de delito doloso por culposo; de autor material a auxiliador o encubridor, y de modalidades en delitos contra la salud.

Los primeros son: 

En el caso del cajero que dispone del dinero recibido, la variación del delito de Abuso de Confianza por Robo, reseñado en la tesis: “Abuso de confianza. importancia de la naturaleza de la posesión de los bienes sustraídos por el activo por la configuración del delito de”.  El cambio de Abuso de confianza por Fraude en el caso referido en la tesis cuyo rubro es “Abuso de confianza y no Fraude”. La variación de Posesión de estupefaciente o Auxilio en esta modalidad por la de Auxilio para su venta o Tentativa de suministro, debido a que lo único que se probó, en el primer caso, fue la intermediación del acusado para celebrar su compra venta, y en el segundo, que la tuvo en su poder el tiempo estrictamente indispensable para tratar de hacerla llegar a un recluso; mismos hechos en los que materialmente se había fincado de manera equívoca el auto de bien preso por la modalidad de posesión. Las tesis ya transcritas que se relacionan con estos casos son: “Salud, delito contra la. Posesión no configurada” “Salud, delito contra la. Participación en la posesión”, “Salud delito contra la. Tentativa de suministro y no posesión”. El cambio de la modalidad de tráfico por venta para el caso en que los hechos atribuidos al acusado hubieren consistido en la venta de droga a otro que la adquiere para ser entregada a un tercero. Tesis relacionadas: “Salud delito contra la. Tráfico” y “Salud delito contra la. Trafico no integrado”. 

Las siguientes tesis evidencian la concesión del amparo siempre que se varíe en sentencia la modalidad de delito contra la salud.

SALUD, DELITO CONTRA LA. MODALIDADES, LA SENTENCIA NO PUEDE VARIARLA PRECISADA EN LA FORMAL PRISION. La venta y el tráfico de estupefacientes son modalidades distintas, pues la ley no es redundante cuando las incluye en la fracción I del artículo 197 del Código Penal Federal; cada una se integra con elementos diferentes entre si y la defensa que por razón natural se concretara a tratar de destruir los constitutivos de una de las modalidades, que se hubiere precisado en la formal prisión, lógicamente no se preocuparía de desvanecer los elementos  que constituyen la otra y su situación de indefensión se materializaría de cambiarse los hechos en la sentencia. No podría sostenerse jurídicamente, que la variación de la modalidad implica sólo un cambio de graduación, permisible al sentenciador cuando no rebasa los términos de la acusación. En estos casos no existe violación de garantías, porque los hechos materia de la sentencia siguen siendo los mismos que se establecen en la formal prisión y por los que se siguió el proceso, existiendo sólo una apreciación distinta en cuanto a su encuadramiento en determinados preceptos, atendiendo a las circunstancias que rodearon la forma de comisión. En cambio, la modificación en las modalidades del delito contra la salud, implica una variación de naturaleza distinta, pues afecta la esencia misma de los hechos por los que se siguió el proceso. Primera Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 145-50 Segunda Parte, Página 140. 

Consultada la ejecutoria, no se observa que la sentencia reclamada se ocupe de hechos diferentes a los precisados en la formal prisión y consideramos inexacto afirmar a priori, que la sola variación de la modalidad de tráfico a venta lleve siempre implícita una variación de hechos que genere indefensión, porque si la venta por la que se condena queda comprendida en la pluralidad de operaciones que se consideraron en la formal prisión por la modalidad de tráfico, es incuestionable que si el acusado pudo defenderse de ésta, también lo pudo hacer respecto de aquélla.

CLASIFICACION DEL DELITO, CAMBIO DE LA. Si el inculpado fue condenado como responsable del delito contra la salud en su modalidad de posesión de marihuana, siendo que el Ministerio Público acusó por la de tráfico, es incuestionable que hay violación del artículo 20 constitucional, pues la responsable no podía variar la clasificación de la modalidad del delito. No importa que al revisar la sentencia en primer grado la dicha responsable hubiese notado la incongruencia de que se trata ( al considerar la pena impuesta) y haya atribuido a error mecanográfico la misma,  al advertir que en el considerando respectivo se estimó a dicho inculpado como responsable de tráfico de marihuana y en el resolutivo correspondiente se le tuvo como responsable de la modalidad de posesión del referido estupefaciente, pues tal circunstancia no puede venir  a purgar el error, si la propia responsable tuvo como procedente “confirmar íntegramente y por sus propios y legales fundamentos la sentencia recurrida”.  Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 75, Segunda parte, página 18.

La sustitución del ilícito de Abuso de autoridad causando muerte de un inferior (Código de Justicia Militar), por el de Homicidio, por no haberse demostrado contravención a la disciplina castrense a que alude el D.P. 571/95 ya reseñado. 

La variación del delito de Violación por el Indebido ejercicio de un derecho, en atención a que al momento de la imposición de la cópula normal de manera violenta, subsistía la obligación de cohabitar. Tesis: “Violación entre cónyuges. Sino ejercicio indebido de un derecho. No configuración del delito de.” 

La variación del delito de Robo por el de Tentativa  de robo, y Robo por Fraude en grado de tentativa, a que aluden los casos reseñados en las tesis: “Robo. Tentativa de (Legislación del Estado de Puebla)” y “Fraude en grado de tentativa y no robo”.

El cambio de autor por cómplice, en el caso relatado en la tesis “Codominio funcional. Requiere que la aportación del coautor esté precedida por una división del trabajo previamente convenida”.

Además, son de citarse los siguientes supuestos:

a) Los que tratándose de tipos penales que admiten ambas formas de comisión: dolosa y culposa, se puede al inicio válidamente tener la presunción de que el agente obró con dolo, más al término del proceso concluir que su proceder fue culposo,  de acuerdo incluso al principal  argumento defensivo. 

b) El del acusado que se le atribuye haber facilitado la huida del lugar de los hechos al autor de un robo, y se le considera formalmente preso como coautor o auxiliador, pero durante el proceso se desvanece el acuerdo previo con el autor material, debiéndosele entonces estimar sólo como encubridor. 

La siguiente tesis evidencia el otorgamiento del amparo en este último caso:

DELITO, CLASIFICACION DEL CAMBIO.- Si de las constancias aparece que tanto en el auto de formal prisión que se le decretó al inculpado como en las conclusiones formuladas por el Ministerio Público se le acusa únicamente por el delito de robo, y el tribunal de apelación reclasifica en lo concerniente a este delito y califica la conducta propia del inculpado en la de encubrimiento de robo previsto por el artículo 400, fracción IV, del Código Penal Federal, debe decirse  no está facultado el tribunal de segunda instancia a cambiar el tipo delictuoso precisado por el Ministerio Público en sus conclusiones ya que en torno al pedimento el mencionado inculpado alegó y se defendió, quedando indefenso al alterarse dicho ilícito, con violación palpable en los artículos 16, 19 y 21 de la Constitución Federal. Apéndice de Jurisprudencia 1917-1975, Quinta Época: Tomo XXVIII, Página 512, Tesis 108, Segunda Parte, página 239.

c) En delitos contra la salud, la variación de la modalidad de tráfico por venta, si en autos lo único que se acreditó plenamente fue la intervención del agente en una sola operación de venta de droga, pero no las otras que también se le atribuían; y,


d) El cambio de la modalidad de transportación por posesión, si se demostró que el acusado tuvo en su poder en un espacio y tiempo determinados, cierta cantidad de droga, mas sin embargo no se acreditó  que la hubiere trasladado de un medio a otro, conforme lo exige la jurisprudencia de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Resulta ilustrativa al respecto la siguiente tesis:

SALUD. DELITO CONTRA LA. SENTENCIA VIOLATORIA DE GARANTIAS, QUE CONDENA POR MODALIDAD DIVERSA A LA DE LA ACUSACION. Si el Ministerio Público acusó al activo por el delito contra la salud en su modalidad de transporte de marihuana, al tenor de la cual  lo sentenció el Juez del conocimiento; y por su parte el Tribunal de alzada la reclasificó la modalidad y lo condenó por la de posesión, resulta evidente que no se estaba en aptitud de variar la clasificación de las mismas, puesto que no son iguales la de transporte que la diversa de posesión, siendo inexacto que el órgano jurisdiccional pueda cambiar tal clasificación, dado que ello deja en estado de indefensión al acusado, a virtud de que no estuvo en condiciones de contrarrestar una acusación que no llegó a actualizarse por la representación social, por lo que la sentencia que así lo condenó es violatoria de garantías. Tribunales Colegiados de Circuito, Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XV-I, Febrero de 1995, Página 263.

Así pues, en todos los casos reseñados se advierte sin esfuerzo que el cambio de la apreciación jurídica de los hechos (sin variar éstos), en un tipo penal diverso al considerado en la formal prisión y/o conclusiones acusatorias no genera indefensión.

En efecto, si bien en términos generales resulta aparentemente exacto afirmar que el acusado queda indefenso al no haber tenido la posibilidad de argumentar en contra de la subsunción final de los hechos realizada por el juez en sentencia, ya sea porque esta tipificación resultó diferente a la apuntada en el auto de bien preso y conclusiones acusatorias, o sólo respecto de estas últimas; también lo es que, como ya lo hemos demostrado con los casos que a guisa de ejemplo se han citado, hay ocasiones en que a pesar de la reclasificación o el “rebasamiento” de mérito, por las características particulares de los hechos, salta a la vista que nada se podría aducir válidamente en contra de ese encuadramiento final de los hechos. Luego entonces, en estos casos resulta absurdo y por demás romántico seguir sosteniendo que se ha generado la multicitada indefensión y otorgar la protección constitucional, por esa mera circunstancia, en abierto detrimento de la administración de justicia penal, por ser patente y notorio que habiendo quedado los hechos demostrados el quejoso carece de argumento válido alguno en contra de esa clasificación definitiva de los mismos, amén de que la nueva apreciación legal tampoco da lugar a que se pudieran invocar distintas causas de licitud o inculpabilidad de aquéllas que pudo invocar de permanecer la inicial tipificación.

A lo mas, pudiera no tener oportunidad de alegar respecto de alguna eventual disminución en el plazo prescriptorio de la acción penal o no formulación de la querella con motivo de la variación en comento, cuestiones ambas que por no requerir invocación de parte para ser estudiadas, debe el juzgador abordarlas de oficio y ser especialmente cuidadoso con motivo del cambio del que se habla; empero, aún en el caso de que no lo hiciera, es algo que, de modo excepcional, tiene remedio precisamente en la vía de amparo y que representa un mal menor comparado con aquel de dejar impune el hecho delictuoso.

En suma, no se genera indefensión por la mera imposibilidad en abstracto, de alegar o probar algo en contra de la reclasificación, cuando salta a la vista que dadas las características de los hechos fundatorios del auto de formal prisión (mismos en los que se sustenta el nuevo ilícito), el acusado tuvo durante el proceso la oportunidad  de desvirtuarlos y que nada podría alegar en contra de el mero reencuadramiento. 

En abundancia de argumentos, la propuesta de no vincular al Juez con las conclusiones del representante social, llegado el caso, obligará al defensor a referirse en sus conclusiones y en la audiencia final, tanto al encuadramiento inicial de los hechos realizado en el auto de bien preso, como a la nueva clasificación propuesta por aquél en su pliego de conclusiones, pues bien podrá el juzgador apartarse de éste y seguir sosteniendo la clasificación inicial; y en general al conjunto de circunstancias de esos hechos, que hasta ese momento pudieran considerarse probadas por el Juez y que podrían incidir en la reclasificación de los mismos en un tipo penal diverso, luego si esto acontece, no podría aducirse indefensión alguna por “no haber sido oído” respecto a la original  y a la vez definitiva subsunción de los hechos.

Otro dato que se agrega a la problemática en estudio, es el de que el representante social en sus conclusiones acusatorias generalmente encuadra los hechos, en un tipo penal más grave en relación con aquél en el que finalmente deben quedar subsumidos, lo que realiza incluso consciente de su exceso, a causa de una arraigada deformación de su actuación, como podría ser en los casos comentados: en delitos contra la salud, la modalidad de tráfico por la de venta  y la de transporte por la de posesión,  coautoría en el homicidio por auxilio en el mismo, auxilio en el robo en lugar de encubrimiento.

No obstante, conforme a la actual legislación y criterios imperantes, en los casos reseñados, el juzgador tiene sólo dos alternativas:

a) Condenar conforme a la clasificación de los hechos invocados en las conclusiones acusatorias, a sabiendas de que al sujeto le corresponde una  diferente y que en apelación o en vía de amparo resulte absuelto e impune el delito cometido.

b) Absolver, aduciendo que el tipo penal precisado en conclusiones no quedó acreditado y no estar autorizado a variarlo, con la consecuente impunidad.

Al respecto, se debe además considerar  la consagración del principio universal ne bis in idem  que acoge el artículo 23 constitucional, en virtud del cual esos “hechos” por los que ya fue absuelto, no pueden ser motivo de un nuevo ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público, en el cual se invoque el nuevo y correcto encuadramiento de ellos en un diverso tipo penal.

La afirmación de que, la sola circunstancia de que el juzgador al sentenciar se aparte del encuadramiento legal de los hechos, realizado por el Ministerio Público en sus conclusiones, no debiera motivar la protección constitucional se sustenta en las siguientes consideraciones.

La garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 19 de nuestra Ley Suprema, de que “Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión o sujeción a proceso”; como el principio de que el órgano jurisdiccional al dictar la sentencia tiene como límite el contenido de las conclusiones del Ministerio Público, debe tener como única finalidad el evitar que el acusado quede indefenso ante una variación de última hora de: a) los “hechos” fundatorios de la formal prisión, o, b) de la apreciación jurídica o encuadramiento de los mismos en un diferente tipo penal, respecto del cual no hubiere tenido la oportunidad de ser oído. Pero no, la de que la errónea  apreciación legal del juez o del órgano de acusación de esos “hechos” delictuosos (incluso muchas veces discutible), genere siempre la impunidad del autor de los mismos. En otras palabras, la impunidad en estos casos sólo es admisible como un mal menor, con respecto a una imposibilidad  real de defensa. Y si bien, tratándose de la variación de esos “hechos” es patente la indefensión, ésta no siempre se genera por el solo hecho de apartarse  de la tipificación de los hechos realizada por el fiscal en sus conclusiones, como ya hemos demostrado.  

En efecto, no obstante que del dictamen del Congreso Constituyente sobre el precitado artículo 19, en el que se sostuvo:

“… En el nuevo artículo, se prohibe terminantemente cambiar arbitrariamente la naturaleza de un proceso; si en el curso de la averiguación se descubre que el delito cometido realmente es distinto del que motivó la incoacción de la causa o que, además de ese delito se ha cometido otro, debe abrirse averiguación por separado. Esta reforma es muy conveniente, porque evita que el procesado pudiera quedar sin los elementos necesarios de defensa, si en el curso de la causa se cambiara intempestivamente la acusación que la originó.

La Comisión sugiere solamente una enmienda de estilo en la primera parte del párrafo segundo del artículo, para hacer más claro el concepto. Los hechos señalados en el auto de formal prisión no podrán, indudablemente cambiarse, supuesto que han sido consumados; la calificación de ellos es lo que podría alterarse; creemos que esta idea queda mejor expresada prescribiendo que todo proceso seguirá en averiguación solamente del delito o delitos imputados en el auto de formal prisión”.

Se pudiere inferir que el constituyente pretendió prohibir la variación en sentencia, tanto de los hechos fundatorios del auto de bien preso, como su encuadramiento legal, realizado en éste; lo cierto es que, desde la Ley de Amparo de 1919, se autorizó la variación de “grado  del  que fue  materia del proceso”. Y en la actual, como ya se apuntó, se agregó a esa autorización el cambio mas allá del grado a condición de que se trate  de los mismos “hechos materiales” y lo solicite el representante social.

Por otra parte, múltiples tesis tanto de la otrora Sala Penal de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como de Tribunales Colegiados (algunas ya citadas), han interpretado acertadamente a mi entender, que la prohibición de sentenciar por un “delito distinto”, a aquél del señalado en el auto de bien preso, no se refiere al encuadramiento o subsunción legal de los “hechos” atribuidos al acusado, sino a la variación de estos últimos, a tal extremo que genere indefensión.

Este criterio, parece recientemente reiterado, por la actual Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante la tesis jurisprudencial 1ª./J.16/95, en su parte conducente, que a la letra dice:

MINISTERIO PUBLICO, LA FACULTAD QUE LE OTORGA EL ARTICULO 19 CONSTITUCIONAL PARA INICIAR OTRA AVERIGUACION  POR DELITO ADVERTIDO DESPUES DEL EJERCICIO DE LA ACCION PENAL, GARANTIZA LA DEFENSA DEL INCULPADO. En el segundo párrafo del artículo 19 constitucional, se establece que el proceso se seguirá por el delito o los delitos señalados  en el auto de formal prisión  y que, si en el curso del procedimiento  aparece que el reo ha cometido un delito diverso  del perseguido, éste deberá ser objeto de averiguación por separado. Ahora bien, la palabra “delito“ no significa la clasificación jurídica  que de los hechos atribuidos al procesado, hace la ley, sino el conjunto de actos que integran el hecho criminoso. Así, por        “delito diverso”, debe  entenderse según la recta interpretación de la ley, un conjunto de actos objetivamente diferentes de los que constituyen  el primer hecho delictuoso, de ahí que,  ante el nuevo delito advertido para desplegar la persecución legal sin modificar el principio de que todo proceso debe seguirse forzosamente por el o los delitos contemplados en el auto de formal prisión, se faculta al ministerio público incoar otra averiguación, ello con la finalidad de que sobre todo el delito que se impute al inculpado, haya una resolución expresa que declare su presunta responsabilidad, para que  el procesado tenga  conocimiento exacto de cuáles son los hechos delictivos  que le imputan, y cuáles fueron los elementos que se tuvieron en  cuenta para presumirlo responsable de ese hecho, a fin de poder normar su defensa, respondiendo a los cargos que  se le hacen  con las comprobaciones y argumentaciones procedentes. Pleno, Salas, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, Tomo II, Noviembre 1995, Página: 119.

Al respecto también son de citarse las siguientes tesis:

DELITO. CUANDO NO ES VIOLATORIA DE GARANTIAS SU RECLASIFICACION. De acuerdo con diversas ejecutorias sostenidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no se violan garantías en perjuicio de los indiciados, cuando se cambia la clasificación del delito sin modificar los hechos delictuosos que se les imputaron  desde el ejercicio de la acción penal y respecto de los cuales tuvieron  la posibilidad de defensa. Tribunales Colegiados de Circuito. Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo X-Septiembre, Página 260.

AUTO DE FORMAL PRISION. El auto de formal prisión tiende, principalmente, a fijar los hechos de la averiguación, para evitar la costumbre entronizada, antes  de la vigencia de la constitución de 1917, y que consistía en que, iniciando un procedimiento  por determinado delito, si alguno de los testigos de cargo  hacía referencia a hechos diferentes, bastaba esto para que si se consideraba comprobada una nueva  infracción legal, se siguiera el procedimiento relativo  acumulándose acciones en un mismo proceso. Esto fue lo que se quiso evitar con la redacción del artículo 19 de la constitución actual, cuyo propósito se explica en la exposición de motivos, para la condenación de un procesado, deben tenerse en cuenta, como base, las conclusiones del ministerio público, en relación con el auto de formal prisión, en cuanto a los hechos que fija este, independientemente de la clasificación, que se les haya dado pues cuando el ministerio público cambia dicha clasificación, ateniéndose a los mismos hechos señalados en el auto de formal prisión, la sentencia que recaiga no es violatoria de garantías. Nota: se captura con carácter ilustrativo. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXXI, Página 715.

Luego entonces, el artículo 19 constitucional, no prohibe la variación de la clasificación jurídica de los hechos fundatorios del auto de formal prisión, sino el cambio de estos últimos en tanto que genere indefensión.

Por otra parte, la consagración del principio acusatorio en materia judicial penal mediante la facultad exclusiva del Ministerio Público de “perseguir delitos”, prevista en el numeral 21 de la Ley Suprema, de la que erróneamente, se deriva que el juez no debe rebasar las conclusiones del representante social,  tuvo como objetivo el desterrar el procedimiento inquisitivo que imperaba en aquella época, en tanto que los jueces eran los encargados de averiguar los delitos, recabar las pruebas y decidir finalmente la inocencia o culpabilidad del reo, con el consecuente detrimento en la imparcialidad de la justicia, puesto que  en las relatadas condiciones es evidente, el peligro del juez de ser parcial, pues sólo raras veces el que ha averiguado y recabado pruebas está en condiciones de apreciar su resultado en forma  imparcial. Pero desde luego, no se incurre en este peligro cuando únicamente se autoriza al juez a:  a) reclasificar la “apreciación legal” de los mismos hechos que se tuvieron en consideración para el dictado del auto de término, motivado por un cambio de criterio o por el desvanecimiento parcial de ellos, o demostración de circunstancias  conocidas hasta después  del auto de formal prisión, precisamente a través del desahogo de pruebas, con independencia de que el ministerio público realice o no lo propio en sus conclusiones y b) apartarse de las conclusiones del fiscal cuando es éste quien ha reclasificado. Siempre y cuando, en ambos casos, no se genere indefensión.

Así pues, ninguno de los preceptos constitucionales referidos condiciona el cambio del encuadramiento de los “hechos” en un tipo penal diverso del invocado en el auto de bien preso, a que el ministerio público también lo realice en sus conclusiones.

Por tanto, la única limitante constitucional  para obrar en este sentido para el órgano jurisdiccional, como lo hemos venido apuntado, debe ser la garantía  de “adecuada defensa”, prevista en la fracción IX del artículo 20 de la Constitución vinculada estrechamente con la diversa garantía específica integrante de la de audiencia, que contempla el numeral 14 del mismo ordenamiento, de que en el juicio de mérito  “se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento”, entre ellas la oportunidad probatoria.

Lo dicho se robustece con la reforma al citado artículo 21, mediante la cual se abandona el principio absoluto del monopolio de la acción penal a cargo del Ministerio Público, al establecerse que “Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley”. Así como, con la consecuente  reforma última a la Ley de Amparo que estima procedente el juicio de garantías: “Contra las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal, en los términos de lo dispuesto por el párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional”.

Por tanto, ya no es dable sostener que además del respeto a la garantía de defensa, la limitante para el juez de no rebasar las conclusiones acusatorias del Ministerio Público, pretenda mantener un deslinde riguroso entre la función jurisdiccional penal y la función acusatoria, en aras del respeto a dicho  monopolio.

Y, por otra parte, tampoco es cierto que la sola circunstancia de “no haber sido el acusado oído sobre la nueva clasificación” o apartarse el Juez de la invocada por el fiscal en sus conclusiones genere ipso facto indefensión, como ya  se ha evidenciado.

Lo propuesto no significa que basta con que el juzgador no varíe los “hechos”, para considerar correcto el cambio del encuadramiento de éstos o el apartarse del realizado por el fiscal en sus conclusiones; pues habrá ocasiones en que a pesar de ser los mismos “hechos” tal variación o apartamiento si genere indefensión. Verbigracia, el caso en el que se le atribuye al acusado haber ocasionado  deterioro en cosa ajena y tanto el auto de formal prisión como conclusiones acusatorias encuadran tal conducta en el tipo penal de daño en propiedad ajena doloso, sin  embargo, al no haberse acreditado el dolo (y no estar en el supuesto antes tratado, de que la propia defensa alega una comisión culposa y no dolosa del ilícito), no necesariamente habrá de subsumirse dicho obrar  en el diverso tipo de Daño en propiedad ajena culposo, pues podría acontecer que a pesar de que el acusado hubiere intervenido en la causación del daño no se probare que incurrió en una violación de un deber de cuidado, que mucho depende de las circunstancias del hecho concreto y las condiciones personales del agente,  y  estar en presencia de un error esencial e invencible o caso fortuito, de cuyo acreditamiento justamente no tenía porque ocuparse la defensa, si con otros argumentos había desvirtuado las pruebas en que se sustentaba el obrar doloso, quedando así únicamente vigente la demostración del hecho de que el acusado intervino  (no dolosamente) en la causación de deterioro en cosa ajena, respecto del cual mientras no se hubiere argumentado y probado que fue cometido culposamente, resulta atípico. O bien cualquier otro caso, en el que dicho cambio de encuadramiento conlleve una variación de elementos del tipo penal de tal naturaleza, cuya acreditación no hubiera estado en condiciones de desvirtuar o rebatir y  verdaderamente se aprecie que existía esa posibilidad.

Tampoco es dable aducir en contra de lo que proponemos, que al actuar el juzgador oficiosamente apartándose del contenido de las conclusiones acusatorias estaría indebidamente “supliendo la deficiencia de la acusación en perjuicio del acusado” y por ende se afectaría el “equilibrio procesal de las partes”; como lo indica la tesis jurisprudencial 1ª/J.5/93 generada al resolver la Contradicción de Tesis 12/91, y cuyo rubro es. “Concurso  de delitos por doble homicidio, resulta inaplicable por el Juez, cuando no lo solicitó el Ministerio Público”.

Lo primero, porque aun considerando cierta tal “suplencia”, ésta no es  intrínsecamente indebida pues no puede ser, por sí indebido que se evite que un delito quede impune (sin demérito desde luego de una adecuada defensa) y no es de manera alguna aceptable que lo sea, bajo la sola óptica de que no le va a permitir al acusado aprovecharse del error o la omisión del representante social, o del juzgador, para lograr su impunidad. Lo cual no tiene garantizado por ninguna disposición o principio, y si por el contrario, repugna que únicamente en tal deficiencia finque su absolución y consecuente impunidad.

La siguiente opinión de Julio Acero, robustece lo anterior:

“…precisamente en abierta oposición con el procedimiento civil, formal y convencional, el procedimiento penal tiene que ser esencialmente humano y efectivo porque tiende a combatir un mal social: el delito, no en su esencia conceptual o abstracta, sino en su traducción práctica de actos nocivos de los delincuentes. Fijar su resultado por la discusión legalista de fórmulas y etiquetas y sancionar con la absolución la defensa reducida exclusivamente a tales fórmulas y no fundada en el fondo de las cosas, es desvirtuar todo el objeto del proceso, convertir el debate de hechos en debate de palabras y tomar el contingente por el contenido.” 

A mayor abundamiento, hoy  en día numerosos ordenamientos procesales penales autorizan al órgano jurisdiccional “suplir” la deficiente actuación del Ministerio Público y la defensa, en busca de encontrar la verdad material, al concederle la facultad de interrogar y repreguntar tanto al acusado como a testigos y tal suplencia no se considera indebida, ni quebranta el “equilibrio procesal entre las partes”. Mas aún, el actual artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Penales, establece que el sobreseimiento, (entre cuyas causales se contempla la formulación de conclusiones no acusatorias) procede oficiosamente o a petición de parte (incluido desde luego el Ministerio Público), pero “siempre será el juez el que decida si procede o no”; luego entonces, si a pesar de la petición de sobreseimiento del representante social, el juez debe examinar  si la causal invocada es fundada y está acreditada; en observancia al principio de que “quien puede lo más, puede lo menos”, debe considerársele autorizado en sentencia a encuadrar los hechos en un tipo penal diverso, al precisado en las conclusiones acusatorias, siempre que ello no genere verdadera indefensión.

Finalmente, en relación con lo dispuesto por el artículo 294 y siguientes del mismo código procesal (así como similares que aparecen en otros ordenamientos adjetivos), que disponen que si el fiscal omite acusar “por algún delito expresado en el auto de formal prisión”, el Juez enviará la causa al Procurador General de la República para que confirme o modifique las conclusiones; debe interpretarse se refiere al supuesto de que, habiéndose dictado el auto de bien preso por dos  o más delitos; el representante social se abstiene de referirse a alguno. Mas no al de que, el juzgador advierta que debiendo el representante social haber variado la apreciación legal de los hechos o haber mantenido la invocada en el multicitado auto, no hubiere así procedido; pues tal análisis únicamente sería propio de la sentencia, amén de que requeriría mayor tiempo del previsto legalmente para el simple dictado del auto que tiene por presentadas las conclusiones de mérito y ordena dar vista con ellas al acusado y a su defensor.

Este criterio se corrobora con el dato de no haber localizado un solo caso, en el que debido a la concesión de amparo, por apartarse la sentencia de las conclusiones acusatorias con motivo de una diferente apreciación legal de los hechos, se hubiese ordenado la reposición del procedimiento para dar cumplimiento al citado numeral. Y además, pone en evidencia:  a) Que el legislador consideró incorrecto que la defensa se aprovechara de esa omisión del fiscal para lograr absolución y consecuente impunidad del acusado, y b) Que por el contrario (de cuando el Ministerio Público incurre en esa omisión), no existe posibilidad legal de proceder a corregir el pedimento por una equivocada apreciación de los hechos, y la defensa si puede válidamente prevalerse de tal error; no obstante generar  también la aludida impunidad.

En apoyo a lo propuesto cabe citar  lo dicho por el maestro Colín Sánchez: 

“La opinión del representante del Ministerio Público, respecto del nomen iuris; otorgado a los hechos, no vincula al juez de la causa; éste, puede cambiar la denominación del delito, en la sentencia, siempre y cuando los hechos sean exactamente los mismos, en los que habrá de basarse para llevar a cabo el cambio de nomen iuris. El bautizo de los hechos, realizado por una de las “partes”, agente del Ministerio Público, es convencional. La mejor demostración desde mi punto de vista, es la siguiente: el nombre del delito es mutable, porque al ser resuelta, la situación jurídica del procesado, al fenecer el término de setenta y dos horas (art. 163, del Código Federal de Procedimientos Penales); si durante el mismo se practican diligencias, existe base para considerar la mutabilidad correspondiente; asimismo, como durante la instrucción existe amplia oportunidad para aportar pruebas, si se comprueban algunas circunstancias que pudieran ejercer influencia para determinar la penalidad: si el proceso, se instruye por el delito de homicidio, y en un momento dado, se demuestra que el procesado es hijo de la persona a quien se dice privó de la vida, la instrucción deberá seguirse por el delito de parricidio, por último en el momento en que el agente del Ministerio Público formula sus conclusiones por lo antes mencionado puede calificar los hechos en forma distinta a como lo hizo al ejercitar la acción penal; y en cuanto al juez, procederá en la misma forma, lo mismo que los magistrados en segunda instancia (art. 385, del Código Federal de Procedimientos Penales). Si esto, expresamente, lo autoriza la ley, no se justifica la pretendida vinculación del juez instructor a las peticiones del agente del Ministerio Público, en cuanto a la nomenclatura otorgada a los hechos, porque, ante el error cometido al calificarlos indebidamente, lo indicado, es enmendarlo reclasificándolos con propiedad. Todo argumento contrario a lo afirmado, tiene como único sostén, la idea, un tanto ingenua, de que el procesado con la variación del nomen iuris se le coloca en estado de indefensión, por falta de oportunidad para defenderse de un delito, por el cual se siguió el proceso, y que al ser sentenciado resulta distinto. Este sofisma, sólo pueden esgrimirlo, quienes, viviendo en el pasado apegados a formulismos impropios de esta disciplina, se niegan a reconocer que, la acción penal se ejercitó por hechos, mismos por los cuales se inició y continuó el proceso, con los correspondientes actos de acusación y defensa, razón suficiente para denominarlos en forma correcta al dictar sentencia; en cambio, si los hechos motivadores del auto de formal prisión, varían, son distintos, deberán ser objeto de acusación separada, para no colocar al procesado en estado de indefensión. Mi punto de vista, tiene franco apoyo, en los artículos 19 y 20, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuya debida interpretación histórica y sistemática me lleva a concluir que, en ellos, los integrantes del Congreso Constituyente de 1917, se refieren al acto delictuoso, a los hechos, y no, al nombre técnico que se otorgue a los mismos, porque, como acertadamente afirma Ramón Palacios: “…nuestro Constituyente garantizó al encauzado el saber qué acción u omisión le fue imputada, a fin de aportar pruebas en contra; mas no le puede garantizar la sutil garantía cursilesca de saber el  nombre del delito, con ignorancia de los hechos que integran la figura delictuosa, porque entonces nuestro Constituyente habría cometido el imperdonable error de consagrar la legalidad de un proceso con la sola invocación de un nombre jurídico, aunque le faltare sustentación fáctica”. En la Ley de Amparo (art.- 160 frac XVI), se previene: “Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito. No se considerará que el delito es diverso cuando el que se expresa en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido material del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en éste último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias, cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal”; pero, semejante criterio, por las razones ya expuestas es aberrante e ineficaz, en relación con los artículos 19 y 20, constitucionales”. 

Y por lo que se refiere al derecho comparado, son de mencionarse  las observaciones que realiza Jürgen Baumann respecto a la ordenanza procesal penal alemana:

“1.- El principio de instrucción está previsto en los artículos 155, párrafo 2, 206, 244, párrafo 2, y 264, párr. 2. El artículo 155, párr. 2, determina que el tribunal está facultado y obligado, dentro del objeto del proceso (ver la definición en el párrafo 1), a ejercer por sí solo la actividad que le es propia y que sobre todo no está vinculado a los requerimientos formulados por las partes. El Ministerio Público determina, con su acusación, el objeto del proceso (ver el artículo 200);el hecho es el suceso histórico según el artículo 155, párr. 1), pero nada más que esto. El tratamiento del objeto del proceso y especialmente su apreciación jurídica son asuntos que le incumben al tribunal.

Y cita el siguiente caso “a) El ministerio público ha considerado que un hecho es punible a título de apropiación indebida y ha acusado, precisamente, conforme al artículo 246 del Código Penal. En cambio, el tribunal estima que se da hurto sobre la base del artículo 242. El ministerio público mantiene su opinión. ¿Puede el tribunal condenar por hurto con arreglo al artículo 242?”

Y concluye “En consecuencia, en el caso “a” el tribunal no está vinculado a la opinión del ministerio público. El hecho es el mismo, se trata del mismo objeto del proceso. Esto ya se pone de manifiesto en el procedimiento intermedio para el cual  el artículo 206 repite nuevamente el principio del artículo 155, párr. 2”.

Finalizando así: “ La comunidad jurídica no quiere confiar, ante una consecuencia jurídica tan trascendente, en la actuación (y en el egoísmo) de quienes participan del proceso (como verbigracia, en el proceso civil en que la ley toma como punto de partida el criterio de que cada parte expone los hechos que le son favorables y presenta los medios de prueba que lo apoyan)”. 
  

En las relatadas circunstancias, se propone reformar la fracción XVI del 160 de la Ley de Amparo para suprimir la condición de que sólo mediante la formulación de conclusiones acusatorias cambiando la “clasificación del delito” podrá el juez variar el encuadramiento legal de los hechos en sentencia, teniendo así como única limitante para tal efecto, la de no variar los “hechos” atribuidos al acusado y no generar indefensión. Límites estos que tendrían que valorarse en cada caso concreto.

2) Casos en los que el cumplimiento de la ejecutoria no debiera traer como consecuencia la impunidad.

Cuando los motivos de la concesión del amparo son los reseñados al inicio de este trabajo en los incisos a), b), c), d), y h): Los hechos no encuadran en el delito por el cual se libra la orden de aprehensión o comparecencia, se dicta el auto de bien preso o por el que se condena, o, no se corresponden con la específica etapa de concreción del delito, con la particular forma de intervención o de culpabilidad, o, por ser incompetente el juez que condena; no se discute lo debido y acertado de otorgar la protección constitucional. No obstante, es mediante el aparente cumplimiento de la ejecutoria de mérito, donde en ocasiones se genera, sin existir sustento legal ni jurídico alguno, la impunidad aludida, porque como ya lo evidenciamos ampliamente líneas atrás, hay numerosos supuestos en los que a pesar de estas violaciones a la garantía de legalidad, los mismos hechos siguen siendo delictivos conforme a un distinto tipo penal (a, b, c, y d), o,  a pesar de que el órgano jurisdiccional que juzgó hubiere sido incompetente (h).

Ciertamente, el artículo 80 de la Ley de Amparo (también mantenido hasta ahora en su texto original), establece:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”.

Ahora bien,  siendo la orden de aprehensión y comparecencia, el auto de formal prisión y de sujeción a proceso, así como la sentencia, actos positivos, estimamos que las ejecutorias de amparo referidas, salvo el supuesto de incompetencia, debe quedar limitado a declarar insubsistente la resolución reclamada, de conformidad con el citado numeral, pues es la resolución de mérito lo único que agravia  al quejoso; con lo que al quedar insubsistente, se restablecen las cosas al estado que guardaban antes de la violación.

Para el  caso, en que la concesión de amparo se otorgase por haber sido juzgado por autoridad incompetente, además de dejar insubsistente la sentencia el otorgamiento de la protección constitucional debe ser el de reponer el procedimiento hasta el punto en que la autoridad responsable debió declinar su competencia, ya sea oficiosamente o mediante la resolución de la excepción respectiva que se hubiere opuesto.

Contrariamente a lo expuesto, a menudo, en los supuestos aludidos, la autoridad responsable escudándose en el cumplimiento de la ejecutoria de mérito, como ya se apuntó, no solo deja insubsistente la resolución reclamada, sino que sin mayor trámite niega la orden de aprehensión o comparecencia, dicta libertad en el auto de término constitucional o absuelve en sentencia, aduciendo como lo hace la autoridad de amparo la no subsunción de los hechos con el tipo penal respectivo o no acreditación de la probable o plena responsabilidad en los casos en que la concesión de amparo obedezca a un indebido enfoque de la forma de intervención del acusado en el delito o de realización de la conducta: dolo o culpa,  y en el caso de la incompetencia porque asume que ya no puede declinar su competencia.

Con este proceder, la autoridad responsable después de dejar insubsistente la resolución  reclamada abdica, sin justificación alguna, de reasumir su plena jurisdicción y emitir una nueva con el correcto encuadramiento de los hechos en el diverso tipo penal, diferente forma de intervención o realización de la conducta, y en el caso  de la incompetencia omite realizar la declinación correspondiente para que sea el quejoso legalmente juzgado.

Múltiples son las causas que motivan este indebido proceder de la autoridad responsable, siendo entre otros, como ya lo dijimos: criterios obsoletos o sin fundamento, o bien una indebida interpretación y aplicación de los correctos.

Vayamos en orden. Tocante a la indebida resolución que niega una orden de aprehensión o comparecencia, o decreta libertad o no sujeción a proceso, como resultado de la concesión de amparo, en los supuestos que comentamos, en lugar de asumir su jurisdicción y obsequiar la orden o dictar un auto de bien preso, por un diverso tipo penal, o enfocando la conducta del acusado en la correcta forma de intervención o realización; prevalecen los siguientes criterios:

1º. No es acorde con la técnica del juicio de amparo darle “una nueva oportunidad a la autoridad responsable para resolver lo que ya resolvió”.

2º. La vigencia en materia de amparo del principio “non reformatio peius”.

El primero lo encontramos reflejado en la tesis jurisprudencial 1017 del Tomo VI, del último Apéndice, cuyo rubro es: 

“Sentencia en el amparo directo. Facultades del Tribunal Colegiado cuando es omisa la autoridad responsable.” y que en  la parte conducente afirma: 

“A estas reflexiones debe sumarse que por no tratarse de omisiones en el estudio o de un estudio referente a puntos ajenos a la litis, el reenvío es improcedente pues habiéndose resuelto totalmente el problema, ordenar a la autoridad que se haga cargo nuevamente, equivaldría a darle una oportunidad de resolver lo resuelto, lo que ningún precepto permite pero que además iría en contra de las normas que rigen la técnica del juicio de garantías, en el cual debe examinarse la constitucionalidad del acto a través de los razonamientos expuestos por el órgano de autoridad que lo emitió”. 

Y al segundo, se alude  en la tesis de la otrora Primera sala, cuya voz es: “Sentencia dictada por Autoridad incompetente”, Séptima Época, Vol. 1, Segunda Parte, Página 65 que más adelante se transcribe.

Ciertamente, se afirma que si el juez responsable se equivocó al emitir estas resoluciones en el encuadramiento de los hechos no es dable que una vez que los ha dejado insubsistente los corrija y menos aún en perjuicio del quejoso. Además, de que tratándose de los autos de formal procesamiento ello motivaría que se pudieran alargar los procesos penales, más allá de los plazos constitucionales y abre la posibilidad de reclasificar los hechos tantas veces, cuantos amparos se concedan.

Lo anterior se refuerza con la incorrecta creencia de que tratándose de autos de formal prisión hay dos únicas formas de concesión del amparo: a) por la falta de fundamentación y motivación de la resolución y que es “para efectos” de que la responsable la deje insubsistente y emita otra resolución pudiendo ser en el mismo sentido purgando tal defecto, o en otro diverso y b) la que se concede “lisa y llana” por referirse al fondo, y que tiene como consecuencia que se niegue la orden y se dicte auto de libertad, al no estar acreditado el cuerpo del delito o la probable responsabilidad. 

Ello deriva, en parte, de la antigua clasificación que conforme al texto del original artículo 19 constitucional, se hacía de los requisitos para el dictado del auto de formal procesamiento, en requisitos de forma (lugar, tiempo y circunstancias de ejecución) y de fondo (comprobación del cuerpo del delito y probable responsabilidad), y se afirmaba que sólo cuando la concesión se otorgase por no satisfacer  estos últimos generaba un auto de libertad; mismo criterio que subsistió al cambiar la redacción del citado numeral, pues se sostiene que el amparo concedido por la falta o deficiencia de fundamentación de la orden de aprehensión y auto de formal prisión no produce el efecto de dejar en libertad al indiciado porque al tratarse de irregularidades formales no afectan el fondo de esas resoluciones, tal y como lo sostiene la Jurisprudencia P./J.59/96, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV octubre de 1996, página 74, cuyo texto es: 

ORDEN DE APREHENSION Y AUTO DE FORMAL PRISION, EFECTOS DEL AMPARO QUE SE CONCEDE POR FALTA O DEFICIENCIA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE ESAS RESOLUCIONES. Tratándose de órdenes de aprehensión y de autos de formal prisión, el amparo que se concede por las indicadas irregularidades formales, no produce el efecto de dejar en libertad al probable responsable, ni tampoco el de anular actuaciones posteriores, sino que en estos casos el efecto del amparo consiste en que la autoridad responsable deje insubsistente el acto reclamado y con plenitud de jurisdicción dicte una nueva resolución, la cual podrá ser en el mismo sentido de la anterior, purgando los vicios formales que la afectaban, o en sentido diverso, con lo cual queda cumplido el amparo. De ahí que la primera de esas hipótesis las irregularidades formales pueden purgarse sin restituir en su libertad al quejoso y sin demérito de las actuaciones posteriores, porque no estando afectado el fondo de la orden de aprehensión o de la formal prisión, deben producir todos los efectos y consecuencias jurídicas a que están destinadas. 

De donde se infiere a  contrario sensu, y sin justificación a nuestro entender, que cuando  la concesión se otorga por cuestiones de fondo, como lo serían las aquí expuestas ( en la medida en que no se encuentran satisfechos los elementos del tipo penal invocado),  debe invariablemente tener como consecuencia el dictado de auto de libertad; no obstante saltar a la vista que en ambos supuestos para que “las cosas se restablezcan al estado que guardaban antes de la violación” basta dejar insubsistente la resolución reclamada.

La siguiente tesis de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, sostiene ese punto de vista:

AMPARO EFECTOS DEL. Si se concedió la protección constitucional contra el auto de formal prisión, el efecto del amparo y el cumplimiento de la ejecutoria, consistirán en que dicte resolución el juez responsable, dejando sin efecto el auto en que decreto la formal prisión. El juez de lo penal no debe entenderse impedido por la ejecutoria de amparo, de ejercer sus facultades legales, en virtud de que habiéndose concedido el amparo, por omisiones del auto de formal prisión, que afectaban solamente a la forma del mismo, el caso resulta distinto de aquél en que se concede el amparo por vicios de fondo, en cuyo caso, no se puede ya, sin violar la ejecutoria de amparo, dictar resolución alguna, que afecte al procesado, mientras no cambien los fundamentos de hecho de la resolución que motivó la protección constitucional; cualquiera resolución que se dicte, debe estar enteramente desligada del auto de formal prisión contra el cual se concedió el amparo, y el nuevo auto debe ser formulado como si el nulificado por el amparo, no hubiere existido nunca. Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXIC, Página 1623.

Cuyas dos ejecutorias, afirman que cuando la concesión de amparo en contra del auto de formal prisión obedece a cuestiones de “fondo” (como lo es en una de ellas la no acreditación del cuerpo del delito), los efectos del amparo deben ser invariablemente que el quejoso recobre su libertad por falta de méritos.

Tocante al primer respetable criterio, no consideramos que rija el juicio de amparo, pues amén que carece de sustento legal, lo único que con aquel se pretende es anular el acto violatorio de garantías, pero ello de manera alguna conlleva la prohibición de que, una vez que la declare insubsistente, proceda a corregirlo en ejercicio de su libre jurisdicción. Sin que tal forma de proceder deba autorizarse mediante mención expresa, porque simplemente el órgano jurisdiccional reasume de nueva cuenta las facultades que le confiere la ley, con la única limitante de respetar las consideraciones de la ejecutoria de amparo para evitar incurrir en repetición del acto reclamado o desacato de la ejecutoria.

En los casos señalados, tocante a la prisión preventiva en que se encuentra el quejoso con motivo del auto de formal prisión ilegal,  contrariamente a lo que pudiera derivarse de la citada tesis jurisprudencial P./J.59/96, la concesión del amparo, tampoco produce necesariamente el efecto de dejarlo en libertad ni anular actuaciones posteriores, por el contrario, si en el momento anterior al dictado del auto de formal prisión (violatorio de garantías) se encontraba privado de la libertad, así debe permanecer en el momento posterior a que el Juez responsable cumpla con la ejecutoria, dejando insubsistente su resolución, debiendo entenderse que durante el término de 24 horas que prevé el artículo 105 de la Ley de Amparo para tal cumplimiento, debe en ejercicio de su plena jurisdicción dictar la nueva resolución; esto es, comunicar prácticamente de manera simultánea al carcelero, que ha quedado insubsistente tal determinación y, en su caso, darle a conocer el nuevo auto de bien preso, pues mantenerlo detenido después de este tiempo sin esta última comunicación sería ilegal por haber ya transcurrido anteriormente el plazo constitucional de 72 horas.

En este supuesto, no hay razón para invalidar el período de ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas, debiendo dejar insubsistente a partir del cierre de instrucción y sólo en el caso de que lo soliciten las partes abrir una nueva oportunidad probatoria, en la que únicamente se admitirán pruebas que  tengan que ver con la reclasificación.

Respecto del segundo criterio hay que apuntar que no es la sentencia de amparo la que perjudica al quejoso, la cual se limita a ordenar se deje insubsistente la resolución ilegal, “restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación”, sino lo que la autoridad resuelve de nueva cuenta al reasumir su plena jurisdicción, momento en el cual, si como correctamente se ha establecido el representante social consigna “hechos”, puede el juez válidamente apartarse de la clasificación realizada por aquél  y subsumir éstos en el tipo penal que considere, aun cuando resulte de mayor gravedad. Riesgo que debe ponderar y asumir el quejoso al formular su demanda de amparo.

Esto es, la reclasificación que hace el juez, después de haber dejado insubsistente la primera resolución con motivo de la protección constitucional, no es (ni debe ser) ordenada por la sentencia de amparo. Como bien lo señala la tesis jurisprudencial 48 del último Apéndice, de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra dice: 

AUTO DE FORMAL PRISION. AMPARO CONTRA LA CLASIFICACION DEL DELITO. No corresponde al Juez de amparo, al resolver el que se interponga contra el auto de formal prisión, el hacer la clasificación de los delitos.

En otras palabras, la ejecutoria de amparo es el antecedente del nuevo auto de bien preso, pero no se dicta en cumplimiento de aquélla.

Con respecto a la indebida dilatación del procedimiento penal, motivado por reiteradas reclasificaciones en el auto de formal procesamiento, debe decirse que independientemente de que la deficiente actuación del órgano jurisdiccional, podría motivarle responsabilidad; es de entenderse que al interponer el juicio de amparo está asumiendo ese riesgo y por ende tal retraso más allá de los plazos constitucionales como parte de su defensa, cuestión que le autoriza la propia Ley Suprema en la fracción VIII del artículo 20.

Algo similar ocurre al interponer demanda de garantías contra el auto de formal prisión, pues se suspende el procedimiento una vez cerrada la instrucción, de conformidad con el artículo 73 fracción X, segundo párrafo, de la Ley de Amparo.

Lo que aquí sustentamos, respecto a que el Juez responsable en los supuestos de concesión de amparo tratándose de orden de aprehensión y comparecencia, así como de auto de formal prisión y sujeción a proceso, puede en ejercicio de su plena jurisdicción ( y no en cumplimiento de la ejecutoria de amparo) corregir cuando proceda, la clasificación de los hechos, aun agravando la situación del quejoso, después de dejar insubsistente la resolución ilegal,  encuentra parcialmente apoyo en la siguiente tesis de la otrora Primera Sala de nuestro más alto tribunal cuyo rubro es: “AUTO DE FORMAL PRISIÓN, CAMBIO EN LA CLASIFICACIÓN DEL DELITO EN EL”. Y que en la parte que  interesa sostiene:

“Ahora bien, si se imputa al acusado el delito de robo y no existe uno de los elementos fundamentales para la existencia de ese delito, porque la cantidad que se dice robó, se encontraba en una valija que se confió al acusado, para su traslado de un lugar a otro; es decir, se le transfirió la tenencia y no el dominio de ella teniendo la obligación de entregarla en determinado lugar, estos hechos no encajan en la definición que del delito de robo da al artículo 367 del Código Penal Federal, aunque evidentemente pueden ser constitutivos de un nuevo delito y debe concederse el amparo contra el auto de formal prisión que se dictó por el delito de robo, sin perjuicio de la facultad que tiene el juzgador para dictar, previo los trámites legales, el auto de formal prisión por el delito que aparezca comprobado.” Amparo penal en revisión 4215/39. Quinta Época, Tomo LXII, página 4187.

El inconveniente que advertimos en esta tesis es el de condicionar el dictado del nuevo auto de formal prisión a la realización de los “trámites legales”, sin precisar cuáles, pues como ya apuntamos el nuevo auto debe emitirse inmediatamente después de dejar insubsistente el reclamado cuando los mismos hechos encuadren en un Tipo penal diverso (como en los casos reseñados), salvo claro esta, que no se encuentre satisfecho algún nuevo requisito de procedibilidad o se encuentre prescrita la acción penal al haber variado el plazo respectivo. Debiendo comunicar simultáneamente al carcelero, ambas determinaciones: la que ha dejado insubsistente el auto reclamado y el dictado del nuevo, en el término de 24 horas. 

Conforme a lo expuesto, no es condición para que la responsable proceda a corregir el encuadramiento de los hechos, el que la autoridad de amparo haga la salvedad de que concede al protección constitucional “sin perjuicio de la facultad que  tiene el juzgador para dictar otro diverso auto de formal prisión por el delito realmente aparezca probado”, o diga que se otorga para “el efecto de que una vez que el juez responsable deje insubsistente el acto reclamado, en ejecución de una libre jurisdicción resuelva lo que proceda”, porque la única limitante que tiene el juzgador en estos casos aunque no se asiente así, es la de respetar las consideraciones de la ejecutoria de amparo.

Incluso las expresiones antes señaladas, pudieran infringir el principio jurisprudencial referido de que “no le corresponde al Juez de amparo, al resolver el que se interponga contra el auto de formal prisión, el hacer la clasificación de los delitos” y ni siquiera, agregaríamos  nosotros, advertir sobre la posible comisión de otro diverso.

Para el caso de que la autoridad de amparo  indebidamente señalase que debe dictar una resolución negando la orden de aprehensión o comparecencia solicitados o auto de soltura o de no sujeción a proceso, sí el Ministerio Público advierte que el amparo  obedeció a una incorrecta subsunción de los hechos, deberá interponer la revisión si la concesión emana de una Juez de Distrito, para que el revisor suprima ese efecto del amparo.

Ahora bien, si en el mismo supuesto la responsable procede en ejercicio de su plena jurisdicción una vez que ha dejado insubsistente la resolución reclamada a emitir la negativa o el auto de soltura o no sujeción a proceso mencionados, sin haber sido así ordenado en su ejecutoria la autoridad de amparo, el representante social, deberá, según sea el caso:

a) Interponer el recurso de queja previsto en el artículo 95 fracción IV de la Ley de Amparo, por exceso en la ejecutoria mencionada, siempre que la responsable aduzca que lo hace “en cumplimiento” de la sentencia que otorgó la protección  aludida, precisamente en virtud de que esta última no tiene esos alcances (sino tan solo dejar insubsistente la ilegal resolución), porque la única facultada para precisar éstos lo es la autoridad revisora del amparo.

b) Si la responsable omite ese argumento, el fiscal deberá hacer valer el recurso ordinario que proceda, como si se tratase del primer pronunciamiento que la autoridad emite, porque ésta ha actuado en ejercicio de su libre jurisdicción, habiendo estado en condiciones de reclasificar correctamente los hechos, sin haberlo hecho. 

Conductas las anteriores que muy rara vez asume el representante social precisamente debido a la confusión que prevalece sobre esta problemática.

Con respecto, al aparente cumplimiento de amparo que se concede contra sentencia definitiva porque los hechos no encuadran en el tipo penal invocado, o, no se corresponden con la especial fase de concreción del delito, con la particular forma de intervención o de culpabilidad apuntados en ella; la posibilidad de que la responsable una vez que ha dejado aquélla insubsistente, proceda en ejercicio de su libre jurisdicción a corregir el encuadramiento de los hechos, se encuentra hoy en día prácticamente anulada, por el añejo criterio, ya explicado de que el órgano jurisdiccional no puede variar la subsunción de los hechos invocados por el ministerio público en su pliego conclusivo, por tanto, el cambio que hiciere en el dictado de una nueva sentencia, después de haber dejado insubsistente el fallo ilegal, siempre resultará igualmente violatorio de garantías por rebasar la acusación del representante social.

Lo cual no acontecería, de adoptarse el criterio antes propuesto de que el órgano jurisdiccional pueda al dictar sentencia desvincularse válidamente del contenido de las conclusiones acusatorias, siempre y cuando se trate de los mismos hechos y no se infrinja la garantía de adecuada defensa, en los términos ya expuestos.

Por último, tratándose de los casos en que se concede la protección constitucional por ser incompetente la autoridad que condena, es de citarse la siguiente tesis:

SENTENCIA DICTADA POR TRIBUNAL INCOMPETENTE. Si en el caso se resolviera en el sentido de mandar reponer el procedimiento, por haber sido juzgado el inculpado por tribunal incompetente, se olvidaría un principio fundamental en el juicio de amparo, el de la prohibición de la “reformatio in peius”, pues obligando al quejoso a un nuevo proceso, se corre el riesgo de que salga perjudicado con su amparo, ya que pueden perfectamente darse casos en que un quejoso privado de su libertad, esté a punto de compurgar su condena y al obligar a su procesamiento, se impide su libertad al cumplir su prisión mientras dure la nueva causa que se le siga por órdenes de esta Suprema Corte. Amparo directo 5243/67. Heladio Aguilar Paniagua. 16 de Enero de 1969. Mayoría de tres votos. Ponente Mario G. Rebolledo F., Séptima Época: Vol. 1, Segunda Parte, Página 65.

No compartimos esta opinión, cuenta habida de que el referido principio “non reformatio in peius” tiene su justificación tratándose de recursos interpuestos por el procesado, condenado, o su defensor, durante el procedimiento penal porque no se puede modificar lo resuelto en agravio del acusado, con motivo de un recurso por él interpuesto mientras la instancia revisora no se hubiere abierto por la representación social y se hubiere expresado el agravio respectivo.

Empero, tratándose del juicio de amparo, no es dable formular el mismo razonamiento en virtud de que al desaparecer del mundo jurídico la resolución reclamada, el órgano jurisdiccional recobra su plena jurisdicción y puede en este entendido hacer todo aquello que originalmente estaba facultado por la ley. Por otra parte, el restablecimiento de las cosas al estado que guardaban antes de la violación no requiere del dictado de una sentencia absolutoria, basta para ello declarar insubsistente la sentencia condenatoria y reponer el procedimiento hasta el momento tal, en que de acuerdo a las leyes procesales y las constancias de autos, debía tal autoridad haberse declarado incompetente. No es obstáculo para ello la garantía constitucional de brevedad del proceso, porque se entiende que al acudir al amparo aduciendo incompetencia de la autoridad, el quejoso, asume que la consecuencia no será que se le deje en libertad por ese motivo, sino que se reponga el procedimiento en los términos apuntados para ser juzgado por el órgano competente y la posibilidad de que por ello exceda de los plazos constitucionales; luego entonces, como ya se dijo, implícitamente renuncia a éstos últimos, lo cual autoriza la propia fracción VIII del artículo 20 constitucional.

Ni tampoco lo es el principio constitucional “non bis in idem”, pues es criterio reiterado que no se viola dicho principio cuando no existe sentencia ejecutoria cuando quien la emite es autoridad incompetente y por virtud del amparo queda insubsistente.

En las relatadas circunstancias, consideramos que dada la confusión reinante en el tema: cumplimiento de las ejecutorias de amparo en materia penal, es necesaria la adición de un segundo párrafo al artículo 80 de la ley de amparo, para erradicar, de una vez por todas, los criterios antes reseñados y clarificar que, la concesión de la protección constitucional no impide a la autoridad responsable, una vez declarada insubsistente la resolución reclamada, reasumir el ejercicio de su jurisdicción al dictar la nueva, como si fuese la primera ocasión que la emitiese; con la única limitación de no reiterar las consideraciones que se estimaron ilegales ni pretender, en términos generales, burlar el fallo protector. 


III. PROPUESTA.

Se propone adicionar un segundo párrafo al artículo 80 y reformar el segundo  párrafo  de  la  fracción  XVI  del  160,  ambos de la Ley de Amparo, para quedar como sigue:

“Art. 80.- …

“Tratándose de concesiones de amparo en materia penal, aun cuando sean por aspectos de fondo, las autoridades responsables una vez que dejen insubsistente la resolución reclamada podrán, si así procede, emitir otra desfavorable al quejoso con la única limitante de no reiterar las consideraciones que se estimaron ilegales ni contradecir los razonamientos de la ejecutoria”

“Art. 160.- En los juicios de orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento de manera que su infracción afecta a las defensas del quejoso…

XVI.- Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión o sujeción a proceso el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso, cuando el que se exprese en sentencia verse sobre los mismos hechos que fueron objeto del proceso y la variación no hubiere generado indefensión.

Preceptos los anteriores que se corresponden con los artículos 75 y 171 fracción XIII, respectivamente, del proyecto de nueva Ley de Amparo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, manteniéndose en lo fundamental el primero y sin variación el segundo. 
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NACION  Y  DEL  CONSEJO  DE  LA  JUDICATURA  FEDERAL

P  R  E  S  E  N  T  E

En atención a su Convocatoria y amable invitación recibida con el fin de participar en el “CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO”, permítame en primer término hacerle llegar un fraternal saludo del Estado de México y muy especialmente, del “COLEGIO DE ABOGADOS DEL VALLE DE MEXICO, A. C.”, en el cual tengo el honor en Presidir el Consejo de Honor y Justicia, sometiendo a su apreciable consideración, así como a la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, integrada por los Señores Ministros HUMBERTO ROMÁN PALACIOS y JUAN N. SILVA MEZA; por los Señores Magistrados CÉSAR ESQUINCA MUÑOA y MANUEL ERNESTO SALOMA VERA; por los connotados académicos JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ y HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, así como por los reconocidos Señores Abogados Postulantes JAVIER QUIJANO BAZ y ARTURO SALDÍVAR LELO DE LARREA, la opinión y consideraciones de derecho observadas al TÍTULO PRIMERO, de las Reglas Generales, Capítulo I, relativo a las Disposiciones Fundamentales y, particularmente al artículo 1º del Proyecto de Ley de Amparo, permitiéndome para tal efecto referir lo siguiente.

Aprovecho la ocasión para resaltar el arduo trabajo y profundo análisis efectuado por los integrantes de la Comisión, que diera como resultado el Proyecto de la Ley de Amparo en comento, situación que nos denota la verdadera existencia de jurisconsultos mexicanos que culminan su investigación en un original y nuevo ordenamiento jurídico, que cristaliza el ideal de otorgar a nuestro país una institución fuerte y eficaz que seguramente logrará el orden constitucional, ya que dicho proyecto denota una mayor precisión en la definición de la importante figura denominada autoridad responsable; otorga términos de mayor amplitud para la presentación del juicio de garantías, lo que seguramente se reflejará en demandas revestidas de una mayor certeza y eficacia jurídica; simplifica el camino en la exigencia del cumplimiento de las ejecutorias que concedan el amparo y protección de la justicia federal, condiciones todas estas, que garantizando significativamente la protección a los derechos del gobernado frente a las arbitrariedades y abusos del poder público, y para efectos de entrar en materia de estudio así como por cuestión de orden. me permito transcribir el dispositivo jurídico en análisis. 

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

CAPITULO I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Del texto anteriormente transcrito, podemos deducir que el dispositivo jurídico en estudio, tutela como nuevas figuras jurídicas los Derechos Humanos que protegen los Tratados Internacionales Generales en la materia, teniendo en consecuencia, el amparo por objeto resolver toda controversia que se suscite con motivo de la violación de los mismos, situación con la que previa protesta de mi respeto, diferimos de esa comisión, en virtud de lo previsto por el Inciso B del Artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismo que a la letra establece: 

“Artículo 102.

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor publico, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos.  

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularan recomendaciones públicas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales.

El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará Comisión Nacional de los Derechos Humanos; contara con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios.

. . . . . . .

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos conocerá de las inconformidades que se presenten en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes en las entidades federativas”.

De donde se desprende que en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra debidamente previsto y establecido organismos de protección de los Derechos Humanos, tal como la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, creada por el Congreso de la Unión y sus organismos equivalentes en las entidades federativas, quienes conocen de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor publico, con excepción del Poder Judicial del Federación, que violen esos derechos, situación esta que consideramos genera una concurrencia de competencias entre la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y sus organismos equivalentes en el ámbito estatal,  y el Poder Judicial de la Federación.

Por lo que hace al PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS en cuestión, aprobado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, mediante resolución 2200 del 16 de diciembre de 1966, y que entrara en vigor el 23 de marzo de 1976, ratificado por México el 24 de marzo de 1981 y, Publicado en el Diario Oficial de la Federación del 20 de mayo del mismo año, en su Parte II, Artículo 2, numeral 2, previene: 

“Cada estado parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivo los derechos reconocidos en el presente pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter”.

Consideramos que en la actualidad han sido tomadas las medidas oportunas y necesarias a que hace referencia el dispositivo citado con anterioridad al encontrarse debidamente establecidas en términos de lo previsto por el Inciso B, del Artículo 102 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual se realizó en su oportunidad con la creación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y sus equivalentes en el ámbito estatal, como organismos que tutelan la observancia e irrestricto respeto a los Derechos Humanos.

Cabe recordar de manera respetuosa a esta Honorable Comisión, que México al firmar el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS, aprobado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas mediante resolución 2200, de fecha 16 de diciembre de 1966 y que entró en vigor el 23 de marzo de 1976, interpuso en ese entonces, reservas a los Artículos 13 y 25 Inciso b), y Declaraciones Interpretativas a los Artículos 9 Párrafo Tercero y 18 del instrumento referido, amen, de que por lo que hace al PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS, que fuera aprobado y que entrara en vigor en la fecha anteriormente referida, México no consideró conveniente ratificarlo, argumentado según se afirma en la exposición de motivos que el Ejecutivo Federal envió a la Cámara de Senadores para aprobar la ratificación del Pacto Internacional, que: 

“No se ha juzgado procedente recomendar la adhesión de México al Protocolo Facultativo, que atribuye al Comité de Derechos Humanos -establecido en virtud de la IV Parte del Pacto-, amplias facultades en materia de violaciones del propio Pacto por algún Estado Parte, ni hacer la declaración prevista en el Artículo 48 para reconocer la competencia del Comité en cuanto a las acusaciones de un Estado contra otro, por estimarse que la estructura jurídica y política de nuestro país -a diferencia de los otros-   permite corregir las fallas que existan en el régimen interno de protección de los Derechos Humanos. Además, el Protocolo sólo esta en vigor para 22 Estados”. 

Situaciones estas que confirman el criterio que hemos venido desarrollando, al sustentar que nuestra Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos, tutela a través de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y sus organismos equivalentes a nivel estatal, el puntual cumplimiento y observancia de los Derechos Humanos en nuestro País. 

Continuando con el desarrollo del análisis que por el momento nos ocupa, y por lo que hace al PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, no omitimos manifestar que al depositarse el instrumentó de ratificación por parte de México ante la Secretaría General de la Organización de las Naciones Unidas, se interpuso una Declaración Interpretativa al Articulo 8 de este PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, del tenor siguiente:

“Al adherirse al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Gobierno de México lo hace en el entendimiento de que el artículo 8º del aludido Pacto se aplicará en la República Mexicana dentro de las modalidades y conforme a los procedimientos previstos en las  disposiciones aplicables de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus leyes reglamentarias."

Situación que denota una vez más, que los diversos supuestos contemplados en los Tratados Internacionales a que nos hemos venido refiriendo, se encuentran previstos anticipadamente en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituyéndose por ende, en eficaz garante de la observancia de los Derechos Humanos, y con las únicas limitaciones a que deben sujetarse los Tratados Internacionales frente a nuestra Constitución Federal, mismas que se constituyen primordialmente en encontrarse acordes a las disposiciones fundamentales en ella consagradas.

Por cuanto hace a la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, cabe destacar lo previsto en los Artículos 1º y 2º, relativos al Capítulo 1, de la Enumeración de Deberes, correspondiente a la Parte 1 de los Deberes de los Estados y Derechos Protegidos, mismos que a la letra establecen:

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los Derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su pleno y libre ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Para los efectos de esta convención persona es todo ser humano.

Artículo 2. Deber de adoptar disposiciones de Derecho Interno. Si el ejercicio de los Derechos y libertades mencionadas en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a los procedimientos Constitucionales y a los procedimientos de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

En el mismo orden de ideas, es de observarse del texto de los preceptos anteriormente transcritos, que las obligaciones y deberes previstos en los mismos, ya con anterioridad en México se habían cumplido cabalmente con tales requerimientos, a través de las Garantías Individuales consagradas en nuestra Constitución Política de los Estados  Unidos Mexicanos, y mediante la oportuna creación e intervención de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y sus Organismos equivalentes Estatales.

De todo lo anteriormente expuesto podemos manifestar que el Artículo 1º del Proyecto de la Ley de Amparo en comento, al introducir  dentro de su texto que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen Garantías Constitucionales y Derechos Humanos que protegen los Tratados Internacionales Generales en la materia, introducen diversos supuestos jurídicos que al momento de llevar a la  práctica el juicio de Garantías, pudiera dar origen a variadas y conflictivas interpretaciones, tales como:

A). El Proyecto de la Ley de Amparo en estudio genera competencia concurrente del Poder Judicial de la Federación, con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

B). El Poder Judicial de la Federación, resolverá controversias que se susciten por normas generales o actos de autoridad que violen los Derechos Humanos, tan ampliamente como se encuentran consagrados en los Tratados Internacionales Generales en la materia anteriormente referidos.

C). Así mismo, cabe reflexionar sobre el alto cumulo de trabajo que pudiera generar el hecho de que la ciudadanía y la comunidad Postulante, acuda ante los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, a someter sus controversias en materia de violaciones de Derechos Humanos protegidos por los tratados Internacionales Generales en la materia, ocasionando con ello un mayor retraso en la pronta y expedita impartición de justicia que tanta falta hace a nuestro sistema jurídico mexicano.

Por todos estos motivos nos permitimos pronunciar, en el sentido de que en el texto del Artículo 1º del Proyecto de la Ley de Amparo que nos ocupa, se suprima las figuras de Derechos Humanos que protegen los Tratados Internacionales Generales en la materia, para quedar de la siguiente manera:

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

CAPITULO I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sin más por el momento, reitero a Usted, mi más distiguida consideración.

PROTESTO A USTED MI RESPETO

LIC. MARTA R. TORRES SALAS

Octubre 19 del 2000

PONENCIA: PROYECTO LEY DE AMPARO, TITULO SEGUNDO, CAPITULO II.

"EL AMPARO DIRECTO ADHESIVO, PROPUESTO POR EL ARTICULO 180 DEL NUEVO PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO Y SUS REPERCUSIONES TRATANDOSE DE VIOLACIONES PROCESALES."

El precepto señala lo siguiente: "La parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su presentación y trámite se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma suerte procesal. Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses, o impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Con los mismos alcances se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que se hubieren cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo."

Leí con especial interés los debates sostenidos por el honorable Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, celebrados en sesiones públicas de veintiocho de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, cinco y seis de agosto del año de mil novecientos noventa y seis, publicados en la Serie de Debates del Pleno número 7, en los que se plantea, medularmente, si es o nó procedente el amparo indirecto contra la resolución que desecha o declara infundada una excepción de falta de personalidad y que se resolvió, decidiéndose interrumpir la anterior Jurisprudencia del Honorable Pleno, identificada como P./J.1691, que aparece publicada en las páginas cinco y seis, del Tomo VIII del Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, correspondiente al mes de agosto de mil novecientos noventa y uno, cuyo rubro dice: "PERSONALIDAD, EN CONTRA DE LA RESOLUCION QUE DESECHA LA EXCEPCION DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, DEBIENDO RECLAMARSE EN AMPARO DIRECTO CUANDO SE IMPUGNE LA SENTENCIA DEFINITIVA".

En estos debates, el centro de las discusiones lo constituye la interpretación sobre el concepto de irreparabilidad , para los efectos de la procedencia del amparo indirecto contra actos de juicio. En esos mismo debates, aparecen clara la necesidad que se plantea, de que la Ley de Amparo regule el amparo adhesivo, el que se considera vendría a resolver los problemas que se originaron virtud de la interpretación que se efectuó respecto del concepto de irreparabilidad, cuando se trata de actos en juicio, derivado esto del criterio jurisprudencial que se conoce como Tesis Carpizo y que concluyó resolviendo que las violaciones procedimentales todas, que no afectaran derechos sustantivos, tendrían que reservarse para reclamarse en el amparo directo.

De todos los argumentos que se fueron exponiendo, me interesa destacar la regla que se fijó sobre irreparabilidad, pues a mi muy particular juicio, seguirá provocando grandes debates y me atrevo a señalar, desde luego en una reflexión que no pretende tampoco ser la verdadera, que al invertirse el orden ( en lugar del indirecto, reservar para el directo las cuestiones intraprocesales) puede que no sea, aún con la inclusión del amparo adhesivo (que dicho sea de paso, no aparece incluido en las bases constitucionales del juicio de garantías) la solución a la problemática que pretende resolver, pues creo que esta inversión de orden, puede alterar el producto, por describirlo de alguna manera.

Se afirma que analizar los actos en juicio, cuya ejecución es de imposible reparación, bajo la anterior interpretación jurisprudencial que consideró como perjuicio irreparable aquél que no puede serlo al dictarse la sentencia, provocaría una multiplicidad de juicios de amparo indirecto, que a la postre pudieron evitarse si se reservan esas decisiones para que se reclamen con la sentencia final del juicio, vía amparo directo, con tal de que afecten las defensas del quejoso y trasciendan al resultado del fallo.

Los inconvenientes que resultan con la adopción de tal criterio, aparecen abundantemente referidos por cada uno de los señores Ministros participantes en los debates, de tal manera que tal problemática se resolvió abriendo una puerta para que, cuando el problema procedimental pudiera considerarse de tal manera relevante, como el caso que analizaron sobre personalidad, y otros dos más que quedaron también definidos en sendos criterios de interpretación (la admisión de una prueba pericial contable y el otorgamiento de la guarda y custodia de menores), se declarara la procedencia del amparo indirecto.

No obstante las soluciones planteadas aparentemente como una regla y sus excepciones, de todas suertes quedó latente la problemática que sobreviene cuando, habiéndose analizado en amparo directo el fondo del asunto, la contraparte del quejoso va al amparo por primera vez y denuncia violaciones al procedimiento, que no debieran analizarse, porque su estudio implica pasar por encima de una Ejecutoria de un Tribunal de Amparo que ya analizó fondo.

Se tuvo en consideración que no es factible la procedencia de ese amparo contra violaciones procesales, aun cuando en la jurisprudencia que se interrumpe, se estima que en aras de que una parte no quede injustificadamente sin defensa, pueda permitirse, puesto que cuando ganó el asunto en segunda instancia no tenía por qué recurrir un fallo que le era del todo favorable; algunos consideraron que no, que no cabe nuevo amparo y que esas violaciones no sujetas al control del amparo debían quedar así. Sin embargo, cualquiera de las dos soluciones provoca diferente repercusión jurídica, y es aquí donde según pude apreciar, finalmente en los debates, se considera como solución a esta grave problemática la inclusión del amparo adhesivo en el ordenamiento reglamentario respectivo.

Se afirma que quien ganó el asunto y resintió violaciones al procedimiento, debe irse al amparo adhesivo si su contraria, la que lo perdió, reclama la sentencia y se corre el riesgo de que se conceda el amparo, pues en esa tesitura el Tribunal Colegiado tendría que abordar el examen de las violaciones procesales relativas, si advertía que debía concederse el amparo en el fondo

Esta conclusión se extrae de lo discutido en el H. Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al estimar en los debates que precedieron al establecimiento de la finalidad y naturaleza de la revisión adhesiva, que ésta debía examinarse a condición de que se estimaran fundados los agravios del recurrente principal y, posteriormente, en los debates que corresponden al tema sobre la procedencia del amparo indirecto contra la resolución que decide la cuestión de personalidad, se anotó la necesidad de tener como institución a seguir para el delineamiento del amparo adhesivo, la naturaleza de aquélla.

Sin embargo, estimo, a manera de reflexión, que la solución así planteada, pudiera generar la misma problemática que se trató de evitar, esto es que tenga que juzgarse el fondo, suponiendo que esa sea la materia del amparo promovido por el que perdió, y luego, después de este examen se atienda el amparo adhesivo que plantea violaciones procesales, con lo que se incurre precisamente en el mismo error que se quiso evitar, de que el Tribunal de Amparo juzgara primero el fondo y después las violaciones procesales, aun cuando al hacerlo, el examen lo realice en la misma ejecutoria de amparo y no en dos, porque de todas formas ello invierte el orden lógico de la sentencia, rompe con los principios generales de derecho y la doctrina en general que afirman el análisis prioritario de las cuestiones procesales a las de fondo y puede provocar una multiplicidad de juicios de amparo directo en los que, por necesidad, se tendrán que abordar violaciones de procedimiento, pero ahora, contrariando el orden Constitucional, respecto del requisito que exige para que sean vistas en amparo directo, previsto en el inciso a), de la fracción III, del articulo 107, y que es su trascendencia jurídica con el fallo. Me explico:

El artículo 107, fracción III, de la Constitución, dispone:

"Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:

III. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:

a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley e invocada como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera. Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia.."

Qué diferencia plantea hoy el proyecto de la Ley de Amparo, con relación a este requisito de orden constitucional, exigido también en la actual Ley de Amparo en su artículo 158?

Pues la diferencia es radical. El proyecto, en su artículo 169, sólo dice: 

"Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva. Este requisito no será exigible en amparos contra actos que afecten derechos de menores e incapaces, al estado civil, o al orden o estabilidad de la familia".

Lo que significa que el proyecto, en este precepto, se aparta de los lineamientos del Orden Constitucional marcado.

En cambio, cuando inserta la lista ejemplificativa de los casos en que se estiman violadas las leyes del procedimiento y que dejan sin defensa al quejoso (artículo 170 del proyecto), vuelve a referirse al requisito de trascendencia con el fallo. Dice así : " En los juicios tramitados ante los tribunales administrativos, civiles o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo ".

Luego, en el artículo 172, vuelve sobre el punto sobre violaciones procesales y señala que el quejoso debe hacerlas valer, todas las que estime que se cometieron y exige el requisito de trascendencia al fallo un requisito adicional, esto es, que se precise por el quejoso la forma en que trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo y que de no hacerlo, se tendrán por consentidas!!!.

Desde luego que sólo a manera de paréntesis , me expreso en contra de semejante adición, por dos razones fundamentales: La primera, porque el artículo 107 Constitucional, transcrito no lo exige y al exigirlo su Ley Reglamentaria, está excediéndola. En segundo lugar, porque si lo que se pretende con el nuevo ordenamiento de amparo, es establecer mecanismos que hagan más accesible el juicio de amparo y simplificarlo ( ver exposición de motivos del proyecto), no es imponiendo mayores requisitos para el examen de un concepto de violación, como se va lograr este resultado; por el contrario, sujeto a mayores rigorismos técnicos el examen de esas violaciones, va a lograr exactamente el resultado contrario, que ya es de sobra conocido por quienes palpan la diferencia entre promover un amparo en una materia de estricto derecho y promover otro en el que es operante la suplencia de la queja.

Además, externarse por el quejoso las razones de por qué estima que hay trascendencia al fallo, mal podría considerarse que llena algún objetivo, pues si se tiene en consideración que el concepto de trascendencia al fallo, implica responder a la incógnita de si esa violación procesal tuvo influencia en el resultado de la sentencia, representa un juicio de valor que implica una labor del jurisdicente y no del particular, pues ese juicio de valor , expresado por el particular quejoso, no inculatorio, puede incluso ser desatinado a estimación de quien resuelve el amparo y entonces , el error en la estimación efectuada por el quejoso sobre la trascendencia, provocaría que no se analizara la mismísima violación procesal, por muy grave y fundada que fuera, lo que evidencia que en realidad se está imponiendo una exigencia mayor, un rigorismo contrario al espíritu de justicia.

Hecho este breve paréntesis, continúo con mi tema y entonces advierto que en los artículos 169, 170 y 172, del proyecto, tanto se exige, como no se exige, el requisito de trascendencia al resultado del fallo, por lo que estimando que en dos preceptos sí se incluye, pudiéramos llegar a concluir que es una mera omisión del primero de ellos.

Por otra parte, el artículo 180 del proyecto, que contempla el amparo adhesivo,en relación al mismo punto, dice: ".Con los mismos alcances se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que se hubieren cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo."

Vuelve aquí el proyecto sobre el elemento trascendencia. Aquí se varía el requisito Constitucional y se señala que cuando se trata del amparo adhesivo, se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que pudieran trascender al resultado del fallo.

Esto pareciera significar que al quejoso adhesivo, no le es exigible, para que se analicen las violaciones al procedimiento que denuncie, que éstas tengan, necesariamente, trascendencia con el resultado del fallo, sino sólo que pudieran tenerla. Aparece ésta como una excepción (ó infracción?) a una de las bases fundamentales establecidas por nuestra Constitución para el examen de las citadas violaciones de procedimiento en el amparo directo.

También pareciera que el requisito constitucional de mérito, en cambio, sí se le exige al quejoso en lo principal, lo que rompe el equilibrio de las partes frente a la norma procesal, pues si éste denuncia violaciones de procedimiento, tendrá que hasta referir las razones por las que tienen trascendencia con el resultado del fallo, de lo contrario se tendrán por consentidas. Aún más, si respecto del quejoso en lo principal existen violaciones al procedimiento que no trascendieron al fallo, pero que pudieran trascender, dependiendo ello de que se asuman las de su contrario y de que se ordene por virtud del amparo adhesivo, una reposición de procedimiento, estas violaciones procesales del quejoso en lo principal, sin trascendencia al momento de plantear su demanda, pero actualizándose con la concesión del de su contrario, quedarán escondidas y no podrán ser materia de control constitucional.

Ahora bien, sobre estas bases y considerando que sí se exige el citado requisito, hemos reflexionado sobre las consecuencias jurídicas que pueden darse tratándose del amparo adhesivo:

Se emite en definitiva una sentencia condenatoria. El perdidoso se va al amparo directo y denuncia violaciones de carácter formal, esto es, omisión de análisis de pruebas, incorrecta fijación de litis, falta de fundamentación y motivación, etc. También se denuncian violaciones al procedimiento con trascendencia al resultado del fallo y, violaciones de fondo.Son fundados los conceptos de violación que atienden a aspectos formales, por lo que se estima que la autoridad responsable debió analizar las pruebas respectivas, fijar correctamente la litis, fundar y motivar, analizar los agravios de apelación etc.

Qué pasará entonces con el amparo adhesivo del que ganó y que plantea violaciones de procedimiento? Porque tiene que plantearse este amparo desde luego, so pena de que ya no puedan ser analizados en un amparo posterior (véase artículo 172 del proyecto).

Pueden suceder dos cosas: Primera solución, que se reserve su análisis para cuando se pueda estimar si las violaciones procesales trascendieron a la sentencia, lo que significará entonces que hasta que no se subsane la violación formal, en el nuevo amparo que se promoviera por el perdidoso (dada la violación formal se desconoce cómo se dictará la nueva sentencia), contra el nuevo fallo, se plantearan tales violaciones y por ello tendrían que analizarse hasta entonces por el Tribunal Colegiado, con relación al elemento trascendencia.

Se vuelve a dictar sentencia y el Tribunal de amparo estima que en el fondo tiene razón el quejoso en lo principal (juzgará sin decirlo el fondo o lo expresará en el fallo?), pero antes de concederle el amparo por el fondo, analizará las violaciones procesales denunciadas por el adhesivo y si juzga, a priori, si aquéllas pudieran de alguna manera favorecerle, concede el amparo para el efecto de que se decrete la reposición del procedimiento.

Al quejoso en lo principal, no se le da oportunidad de que denuncie violaciones procesales que pudieran trascender al fallo.

Esta forma de resolver la contienda implicará, necesariamente, que se juzgue el fondo antes de resolver las cuestiones procesales.

Segunda solución: Como en este amparo adhesivo se denuncian violaciones al procedimiento, antes de cualquier pronunciamiento sobre el fondo y de cualquier violación formal, se considera procedente abordar su análisis, de tal manera que sin tener en consideración el elemento de trascendencia jurídica a la sentencia, por el mero hecho de ser o de constituir violaciones de procedimiento, se abordaran y de resultar fundados los conceptos de violación, se concediera el amparo para el efecto de que se ordenara la reposición del procedimiento cuando procediera, se insiste, sin conocer cuál fue su trascendencia jurídica con relación al fallo definitivo, pues si ganó el juicio el Adhesivo, no es posible jurídicamente que alguna violación procesal que denuncie, hubiera trascendido a la sentencia que le es totalmente favorable.

Aquí se hace otro breve paréntesis : en los debates de mérito, se menciona que si se tiene ya la experiencia con la revisión adhesiva en el amparo indirecto, entonces el amparo adhesivo puede perfilarse bajo esos mismos lineamientos.

Reflexiono sobre esta comparación y llego a señalar que no podría ser útil, puesto que cuando el H. Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, examinó la naturaleza de la revisión adhesiva y después de interesantísimos debates que definieron la naturaleza jurídica de esta institución, tuvo en cuenta, obviamente, que el Tribunal revisor asume plenitud de jurisdicción para juzgar el fondo de la controversia y en ese mismo momento pudo atender al recurrente adhesivo, porque la revisión principal es un recurso; características de la que adolece el amparo directo pues carecen los Tribunales Colegiados de la facultad de asumir plenitud de jurisdicción cuando resuelven los amparos directos, por ello estimo que los lineamientos fundados en la naturaleza de la revisión adhesiva, como lo hace el proyecto en el artículo 180 transcrito, no pueden aplicarse al amparo directo porque su naturaleza es totalmente diferente a la del recurso de revisión.

En efecto, se determinó en las tesis que originaron los debates que se publicaron en la Serie de Debates número 14, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que la naturaleza de la revisión adhesiva no es la de un medio de impugnación (directo) de un determinado punto resolutivo de la sentencia; que el Tribunal revisor está obligado, por regla general, a estudiar en primer lugar los agravios de quien interpuso la revisión y, posteriormente pronunciarse sobre los agravios expuestos por quien se adhirió al recurso, y que, la adhesión, no es, por si sola, idónea para lograr la revocación de una sentencia, por no ser un recurso, pero sí un medio de defensa en sentido amplio que garantiza, a quien obtuvo sentencia favorable, la posibilidad de expresar agravios tendientes a mejorar y reforzar la parte considerativa de la sentencia que condujo a la resolutiva favorable a sus intereses y también a impugnar las consideraciones del fallo que concluya en un punto decisorio que le perjudica; también se señaló que quien obtiene un fallo que le favorece se legítima para interponer este medio de defensa, cuando otra de las partes en el juicio de amparo se inconforma con esa sentencia, a través de la revisión adhesiva, sin que los agravios correspondientes estén sujetos a taxativa alguna, cuyas consideraciones quedaron plasmadas en las tesis consultables en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Pleno, Tomo IV, Noviembre de 1996, Tesis P. CXLV/96, página 144 y página 141, del mismo Semanario citado, con los siguiente rubros : " REVISION ADHESIVA. SU NATURALEZA JURIDICA" y "REVISION ADHESIVA. QUIEN LA HACE VALER PUEDE EXPRESAR AGRAVIOS TENDIENTES NO SOLO A MEJORAR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA EN LA PARTE RESOLUTIVA QUE LE FAVORECE, SINO TAMBIEN A IMPUGNAR LAS DE LA PARTE QUE LE PERJUDICA."

En cambio, en vía directa, cuando se reclama una sentencia, laudo o resolución que ponga fin al juicio, si un Tribunal Colegiado tiene que juzgar el fondo, para poder atender luego la violación procesal y ordenar la reposición del procedimiento, con ello se puede provocar un resultado no querido, pues el Tribunal de Amparo ya juzgó el fondo del asunto y después, ordena por el efecto de la adhesión, la reposición del procedimiento y según toda una tradición jurídica y jurisprudencial, pues resulta que se está alterando el orden lógico de las cosas, en aras de dejar para el amparo directo, todas las violaciones procesales que no afectan derechos sustantivos.

En esas primera y segunda hipótesis de las que antes hablaba, en justicia, cabría también analizar las violaciones procedimentales que denuncia el que perdió el juicio, tanto las que trascendieron, como las que no, pues ante la mera posibilidad de que la reposición del procedimiento a favor de su contrario, pudiera variar su situación jurídica, sería el momento para que a su vez planteara las violaciones procesales todas, en que se incurrió en el juicio en su contra, pues no resolverlo de esta manera, implicaría que se volviera al punto de inicio, que una vez repuesto el procedimiento virtud del amparo adhesivo concedido a su contrario, el fondo del asunto le sea adverso por cualesquier otra causa y al irse al amparo se actualizara, por vez primera, la trascendencia con su resultado, de alguna violación procesal escondida y volveríamos a empezar, lo que provocaría un retardo peor en la obtención de justicia, pues hasta que habiéndose repuesto el procedimiento virtud del amparo concedido al quejoso adhesivo y volviéndose a dictar nueva sentencia en apelación, adversa por otros motivos, hasta entonces se abriera su posibilidad de denunciar violaciones procesales con trascendencia jurídica contra la sentencia, lo que revela un solo caso, con consecuencias jurídicas graves, motivadas por dejar para el amparo directo y ahora el adhesivo, el examen de esas violaciones procesales. Lo anterior porque cualquiera que fuere la solución al punto, no puede llegarse al mismo resultado que si se hubieran reclamado en el indirecto, primero porque en este evento, no se cuenta con la sentencia del juicio y por ende, no se sujeta el análisis de la infracción al elemento de trascendencia al fallo, porque falta el requisito lógico para elaborar ese análisis y por ello no lo exige la Constitución; la Constitución, en el inciso b) fracción III, de su artículo 107 sólo , exige para la procedencia del amparo indirecto, que los actos en juicio sean de imposible reparación. Luego, cuando alude al Amparo Directo, sí sujeta el orden constitucional el examen de las violaciones de procedimiento, a que hubieran trascendido al fallo, de tal manera que aunque se haga el símil sobre la revisión adhesiva, resulta que no es la misma situación, porque al resolver aquélla, el tribunal revisor asume plenitud de jurisdicción y él mismo repara las violaciones, lo que no sucede cuando se trata de amparo directo contra sentencia, porque el Tribunal Colegiado no asume jurisdicción. Por tanto, mis reflexiones, no acabadas, van al punto siguiente: creo que el acotamiento del amparo indirecto para las violaciones procesales, hasta los extremos que se ha llevado en la actualidad, con su remisión para el directo, está complicando la problemática del amparo judicial, pues se está invirtiendo el orden de las cosas, afectándose según mí opinión el orden lógico de análisis que la doctrina abundantemente y la propia tradición jurisprudencial, habían delineado respecto de la sentencia y no creo que se pueda solucionar el problema de los abusos que se venían haciendo del juicio de amparo, con mandar el reclamo de las violaciones procesales al amparo directo, porque en éste, naturalmente ya se recibe un asunto judicial juzgado (sentencia, laudo o resolución que ponga fin al juicio) y naturalmente se tiene que abordar el perjuicio que le causa al quejoso la infracción procesal, pues no pueden deslindarse los dos aspectos, lo juzgado respecto al fondo y lo procesal, de tal manera que siempre habrá una parte que ganó y otra que perdió y sobre esa base siempre habrá quien no tenga interés en reclamar violaciones de procedimiento, como es quien ganó, pero si, haciendo un símil con la revisión adhesiva, se le dice que deberá promover amparo también para que en el supuesto de que se consideren fundados los conceptos de violación de su contrario, se le analicen de una vez violaciones procesales que hubiera resentido, aun cuando aquellas no hubieran trascendido al fallo, (no puede señalar de otras, porque al momento de presentar el amparo adhesivo el fallo le es favorable) entonces ya se está generando una problemática mayor, porque el Tribunal Colegiado estará juzgando a priori el fondo y habrá tantos amparos directos principales y adhesivos, como vaya siendo necesario para purgar vicios formales, procesales y de fondo, pasando por alto el extremo exigido por la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, que es que las violaciones procesales para poderse reclamar en el amparo directo, deben trascender al fallo.Por todo lo anterior, pongo a consideración de esta asamblea estas breves e inacabadas reflexiones, para que previo a incluir el amparo adhesivo en la ley reglamentaria del juicio de garantías, se pondere sobre la necesidad de purgar en su tiempo las violaciones procesales que se den en un juicio, con tal de que éstas no se puedan reparar en la sentencia y así la solución del amparo directo encuentre su cause natural en beneficio de la sociedad y de un país que ha visto y sentido el juicio de amparo como el principal instrumento de defensa de sus derechos frente a la actuación arbitraria de la autoridad.

Con todo respeto:
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TITULO PRIMERO (REGLAS GENERALES)

CAPÍTULO X (SENTENCIAS)

ARTÍCULO 77

FRACCIÓN II

PROPOSICION DE ADICION A LA FRACCION II DEL ARTICULO 77 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Como sabemos, el juicio de amparo constituye un procedimiento legal mediante el cual los gobernados pueden oponerse a los actos de autoridad que consideren violatorios de los derechos fundamentales que les otorga nuestra Constitución Política, convirtiéndose de esa manera en uno de los medios de defensa más importantes de la propia Carta Magna.  El juicio de amparo es guardián del Derecho y de la Constitución.  La finalidad del juicio es precisamente esa:  hacer respetar los imperativos constitucionales en beneficio del gobernado.

El juicio de amparo tiene su justificación por servir de medio de defensa del gobernado frente a los actos inconstitucionales del gobernante; tiene en la Constitución su meta y su origen o fuente.  Es la Constitución su fuente porque es creado por ella y es la Constitución su meta porque la finalidad que con él se persigue es lograr el imperio de los mandatos constitucionales.  El juicio de amparo es regido por principios que le estructuran, alguno de los cuales sufren excepciones atendiendo particularmente a la índole del quejoso, a la naturaleza del acto reclamado y aun a los fines del propio juicio.

Los principios fundamentales de referencia son los siguientes:  I. El de iniciativa o instancia de parte; II. El de la existencia del agravio personal y directo; III. El de relatividad de la sentencia; IV. El de definitividad del acto reclamado; y V. El de estricto derecho.

Nos referiremos someramente a los cuatro primeros principios para, posteriormente, desarrollar el quinto de ellos, que es la materia del presente trabajo; así tenemos que el principio de iniciativa o instancia de parte significa que el juicio no procede oficiosamente, sino que resulta indispensable que alguien lo promueva, ya sea por sí mismo o por interpósita persona.  El segundo de los principios consistente en la existencia del agravio personal y directo, se refiere a que el juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique el acto o la ley que se reclama.  El tercero de dichos principios, es decir, el de relatividad de la sentencia, significa que en el juicio de amparo las sentencias sólo surten efectos en relación con las personas que promovieron el juicio, jamás respecto de otros.  En cuanto al cuarto de los principios relativo a la definitividad del acto reclamado, significa que el juicio de amparo sólo procede respecto de actos definitivos, en relación con los cuales se hayan agotado los recursos ordinarios idóneos para modificar, revocar o anular el acto combatido. Cabe señalar que este principio tiene algunas excepciones, casos en que se puede promover el juicio de amparo directamente sin agotar previamente los recursos ordinarios previstos por la ley de la materia, tal es el caso de los actos que importan peligro de privación de la vida, deportación, destierro o algunos de los prohibidos por el artículo 22 Constitucional, la formal prisión, cuando el quejoso no es emplazado al juicio, cuando el agraviado es extraño al procedimiento, cuando el acto reclamado carece de fundamentación; en materia administrativa cuando el recurso ordinario no prevé la suspensión del acto reclamado o la prevé exigiendo más requisitos de los que señala la Ley de Amparo, o cuando se reclama una ley.

El quinto de los principios denominado de Estricto Derecho estriba en que el juzgador del juicio de amparo tiene que limitarse a valorar la constitucionalidad del acto reclamado a la luz de los conceptos de violación, exclusivamente.  Y si se trata de un recurso, concretarse a examinar la resolución recurrida con base en los agravios esgrimidos.  No podrá el órgano de control constitucional realizar libremente el análisis del acto reclamado pues debe limitarse a establecer si los citados conceptos de violación y, en su caso, los agravios, son o no fundados, de modo que no está en aptitud de determinar que el acto reclamado es contrario a la Constitución por un razonamiento no expresado en la demanda, ni que la sentencia recurrida se aparta de la ley por una consideración no aducida en los agravios respectivos.  Puede ocurrir que no obstante que el acto reclamado sea notoriamente inconstitucional, se niegue la protección de la justicia federal solicitada por no hacerse hecho valer el razonamiento idóneo y que siendo ostensiblemente ilegal la resolución recurrida, deba confirmarse por no haberse expuesto el agravio apto que condujera a su revocación.

Debe considerarse que por falta de asesoramiento, o deficiencia en el mismo, es común que las argumentaciones de las partes no se hagan en forma correcta, sin embargo, los conocimientos que los jueces federales poseen les permite, al estudiar en su conjunto los razonamientos emitidos, interpretarlos de manera correcta y así pronunciar una sentencia que sea una solución justa de la controversia y no una decisión superficial que se apoye en la falta de claridad de los conceptos de violación o de los agravios.

A este principio, al que se le ha calificado como el más despiadado de los que regulan el juicio de amparo, afortunadamente se le han ido introduciendo excepciones y es así que mediante la llamada suplencia de la queja, que surgió en el artículo 107 de la Constitución Federal, con el propósito de atemperar el exagerado formulismo que había adquirido el mismo amparo en los códigos federales de procedimientos civiles de 1897 y 1908 exclusivamente en beneficio del acusado en materia penal y sólo por parte de la Suprema Corte de Justicia, en 1951 se extendió a los actos apoyados en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia obligatoria de la Suprema Corte de Justicia, y en beneficio de los trabajadores en materia Laboral; en 1963 para favorecer a los campesinos sujetos a la Reforma Agraria y en 1974 para proteger a los menores e incapaces, ampliándose a todas las materias en las reformas publicadas en mayo de 1986.  En la actualidad el artículo 79 de la Ley de Amparo establece que la Suprema Corte de Justicia, los tribunales colegiados y los jueces de Distrito podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrán examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.  

Pero es el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo el que expresamente acota el Principio de Estricto Derecho, atendiendo a la naturaleza del acto reclamado y a las circunstancias personales del quejoso y del recurrente; efectivamente, después de señalar que las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, al igual que la de los agravios esgrimidos en los recursos, el mencionado artículo 76 Bis indica los casos en que opera dicha suplencia.  Así tenemos que dicho precepto de la Ley de Amparo vigente, en su fracción I, establece la suplencia de la queja, en cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.  En su fracción II indica que en materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.  En la fracción III se expresa que en materia agraria, la suplencia opera conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de la propia Ley, que establece varias disposiciones que se apartan substancialmente de las reglas que generalmente rigen el juicio constitucional, ya que, además de que reitera el deber para el juzgador, de suplir la deficiencia de la demanda y de los agravios, le impone el de suplir la de exposiciones, comparecencias y alegatos.  En su fracción IV se señala que, en materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en  favor del trabajador.  Mientras que en la fracción V expresa que la suplencia se aplicará en favor de los menores de edad o incapaces, y, finalmente, en la fracción VI dicho numeral señala que la suplencia se deberá aplicar, en otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

De lo anterior, advertimos que tanto la fracción II del artículo 107 Constitucional, así como diversos preceptos de la Ley Reglamentaria, particularmente el artículo 76 Bis, establecen facultades de los tribunales de amparo para suplir en sus resoluciones ciertas omisiones o equivocaciones en que el agraviado pudo haber incurrido al formular su demanda de amparo o interpuesto el recurso correspondiente; destacándose que dichos preceptos parecen estar en desacuerdo con la técnica del juicio de garantías, en cuanto que éste requiere que la demanda exprese las garantías violadas y los conceptos de las respectivas violaciones, también parecen ser contrarios a las reglas básicas de la sentencia que previenen su estricta congruencia con la acción deducida, y aun en cierta manera violentan la imparcialidad básica de la función judicial; sin embargo, deben entenderse justificadas por el propósito manifiesto de interés social, de asistir a los ineptos y a los desvalidos que se ven en la necesidad de acudir a la vía de amparo sin contar con un asesoramiento apto, en defensa de sus derechos que por su situación personal puedan ser de gran significación.

Del análisis comparativo del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo vigente y el artículo 77 del Proyecto de Ley de Amparo se concluye que en ambos preceptos se contienen las mismas hipótesis que dan procedencia a la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación o, en su caso, de los agravios.  Ciertamente, en ambos numerales se establece la suplencia en cualquier materia cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia; asimismo, la suplencia opera en materia agraria, en favor de los ejidatarios y comuneros; en materia laboral, en favor del trabajador, igualmente, en favor de los menores o incapaces; en materias civil o administrativa cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.  Y, finalmente, en ambos artículos se establece la procedencia de la suplencia de la deficiencia de la queja, en materia penal, exclusivamente en favor del reo.

Ahora bien, concretando nuestro análisis a la fracción II de ambos preceptos legales, por ser el objeto específico de este trabajo, observamos, como ya se dijo, que tanto la ley vigente en su artículo 76 Bis, como el Proyecto de la misma Ley, en su artículo 77, establecen la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación o agravios, en materia penal, solamente a favor del reo; debiéndose precisar que la Ley vigente indica que la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo, mientras que en el Proyecto sólo se contempla la suplencia genérica en beneficio del reo.

Por otra parte, la Ley de Amparo vigente en su artículo 5º nos indica que son partes en el juicio de amparo:  fracción I, el agraviado o agraviados; fracción II, la autoridad o autoridades responsables; fracción III, el tercero o terceros perjudicados; y fracción IV, el ministerio público federal.  Precisándose que como tercero o terceros perjudicados, pueden intervenir con ese carácter, entre otros, b) el ofendido o las personas que, conforme a la Ley, tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstas afecten dicha reparación o responsabilidad.  

Por su parte, el Proyecto de Ley de Amparo, en su artículo 4º señala que son partes en el juicio de amparo:  fracción I, el quejoso; fracción II, la autoridad responsable; fracción III, el tercero interesado; y fracción IV, el ministerio público federal; estableciendo que puede tener el carácter de tercer interesado, entre otros, c) el ofendido, o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad.

Ahora bien, resulta evidente la tendencia en el campo del amparo de ampliar de manera paulatina pero constante el mecanismo corrector de las deficiencias de la parte débil o mal asesorada en el juicio de garantías, conocido con el nombre de suplencia de la deficiencia de la queja, misma que en principio se aplicaba únicamente en materia penal en beneficio del acusado, pero que después se extendió a los promoventes del amparo contra actos que se apoyaban en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia; así como en beneficio del trabajador y de los menores incapaces, y de manera particular para solventar los errores de los campesinos sujetos al régimen de Reforma Agraria, evolución que culminó en las reformas constitucionales y legales publicadas en abril y mayo de 1986, por las cuales se amplió la suplencia de la deficiencia de la queja en las materias en las que todavía no se aplicaba, es decir, civil y administrativa, de tal suerte que actualmente dicha suplencia es obligatoria para los jueces y tribunales de amparo en todas las materias, aunque en los conflictos civiles y administrativos se requiera que el quejoso o recurrente haya sufrido una violación manifiesta de la ley que le hubiese dejado sin defensa.  Con base en lo anterior y tomando en cuenta que en juicios del orden penal las resoluciones que se emitan en los mismos pueden afectar tanto al reo como al ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, nos permitimos proponer una adición a la fracción II del artículo 77 del Proyecto de la Ley de Amparo, con el objeto de que se establezca en materia penal, la procedencia de la suplencia de deficiencia de la queja en beneficio también del ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil emanada de la comisión del delito, no sólo a favor del reo como se contempla en el Proyecto de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de nuestra Constitución Política.

En efecto, en todo hecho criminoso tenemos tanto al sujeto activo del mismo como al sujeto pasivo que lo resiente, siendo éste último con frecuencia una persona determinada y en otras ocasiones simplemente la sociedad, dependiendo de la naturaleza del crimen.  Suele suceder en demasía que las víctimas sufren grandes daños, tanto materiales como físicos, incluso emocionales, sin que en nuestro País exista una política criminal que facilite a las víctimas los medios o mecanismos para lograr la reparación justa y pronta de los daños sufridos.  

Se repite demasiado la historia del ofendido o de sus deudos, que por deficiencias de sus abogados, del agente del ministerio público o de los propios juzgadores, no puedan conseguir la restitución de sus pérdidas o reparación del daño ocasionado por el reo, y para el caso que se pretenda luchar judicialmente para lograrlo, en el campo del juicio de amparo, al igual que en el procedimiento penal natural, se encontrarán que los jueces o magistrados, según el caso, deberán suplir la deficiencia de los conceptos o agravios solamente en beneficio del acusado, situación que consideramos injusta, pues si bien es cierto que la libertad del reo está en juego, también es verdad que el ofendido es el que resiente los efectos dañinos de la conducta atribuida al inculpado.

Se podría cuestionar que, en caso de declararse procedente la suplencia de la deficiencia de la queja, en materia penal, también para el ofendido, el juzgador de amparo se encontraría en la situación de tener que corregir, en un momento dado, a ambas partes del juicio, es decir, al acusado y al ofendido, colocándose en una posición imposible, ya que lo que perfeccione, corrija o supla a una de las partes será en perjuicio de la otra y viceversa, pudiéndose calificarla como un rompimiento del equilibrio procesal de las partes y, tal vez, alejándose de la imparcialidad necesaria que todo juzgador debe tener.  Sin embargo, el hecho ilícito penal no es algo que produzca ganadores, sino solamente personas afectadas, unas en su libertad, otras en su patrimonio y algunas en su persona o salud y lo que todo juzgador debe buscar es emitir la resolución más correcta en el negocio, la decisión más justa y legal que sea posible.

De tal manera, que en el juicio de amparo, el juzgador tendrá el mayor de los desafíos a su capacidad legal y a su conciencia, y tendrá que analizar el caso para buscar la verdad y la razón, otorgándole al reo y al ofendido las mismas oportunidades en su análisis y de esa forma conseguir la resolución más correcta y justa.

Consecuentemente, por lo antes señalado, proponemos la adición a la fracción II del artículo 77 del Proyecto de la Ley de Amparo, de la siguiente forma:

Artículo 77.  La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y

b) En favor de los menores o incapaces;

II. En materia penal, en favor del reo o el ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad.

III. En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

IV. En materia laboral, en favor del trabajador; y

V. En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1°.  En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.
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ARTÍCULO 135.

PROPOSICION DE MODIFICACION DEL TERMINO “FEDERACIÓN” INCLUIDO EN LOS ARTÍCULOS 7° Y 135 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
El artículo 7° del Proyecto de Ley de Amparo a la letra dice:

“La Federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecten intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad”.

Por su parte, el artículo 135 del mismo proyecto, a la letra dice:

“Sólo la Federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios estarán exentos de otorgar las garantías que esta ley exige.

En los casos a que se refiere el artículo 125, fracción II, no se requerirá de garantía para que surta efectos la suspensión”.

Por otro lado, nuestro más alto tribunal de la Nación ha establecido qué se debe  entender por Federación, siendo el criterio obligatorio imperante el contenido en la siguiente jurisprudencia:

Octava Epoca

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Apéndice de 1995

Tomo: Tomo IV, Parte  SCJN

Tesis: 149

Página:   101

COMPETENCIA FEDERAL. SE SURTE CUANDO EN UNA CONTROVERSIA SEA PARTE LA FEDERACION, ENTENDIDA ESTA COMO EL ENTE JURIDICO DENOMINADO ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.   Establece el artículo 104, fracción III, constitucional, que los tribunales federales conocen de las controversias: "En que la Federación fuese parte". En este precepto el término Federación no está  utilizado como forma de gobierno ni como órgano federal con facultades especificas, sino como la Nación misma, es decir, como la agrupación humana que con su poder soberano se organiza jurídica y políticamente a través del Derecho para dar vida a la persona moral denominada Estados Unidos Mexicanos, con todos sus elementos: población, territorio y poder público, que abarca tanto al orden federal, que impera sobre todo el territorio, como a los órdenes locales, que velan sobre el territorio específico de cada entidad federativa. El Estado mexicano actúa o ejerce las diversas funciones en que se desarrolla el poder público a través de órganos estatales que en su conjunto constituyen el Gobierno Federal, con jurisdicción en todo el país, o bien los gobiernos de cada entidad federativa, pero es el primero el que además de ejercer las funciones que le corresponden dentro de la distribución de competencias, asume la representación de la Nación. Lo anterior no implica que se identifiquen el Estado mexicano y el Gobierno Federal; éste se constituye sólo por los órganos a través de los cuales aquél, persona moral de derecho público con sustancialidad jurídica y política propias, ejercita en el  ámbito federal el poder público de que esté  investido y aun cuando posea la representación de dicho Estado, no es el Estado mismo. Por tanto, para que se surta la competencia de los tribunales federales según lo dispuesto por la fracción III del articulo 104 constitucional, se requiere que sea parte en la controversia la Nación, el Estado Federal mexicano como ente de Derecho, con personalidad jurídica y política propias, que abarca el orden total, dentro del cual se incluye el federal y los locales. No basta, por tanto, que en la controversia sea parte alguno de los Poderes de la Unión o algún órgano de los mismos con motivo del ejercicio de las facultades y atribuciones que conforme al sistema competencial establecido les corresponda, pues en este supuesto el sujeto en la controversia es el órgano de gobierno mas no la entidad Estados Unidos Mexicanos, sin que puedan identificarse. En cambio, cuando alguno de los poderes u órganos federales interviene en un juicio, no como tal sino como representante de la Nación, su conocimiento compete a los tribunales federales porque es parte el Estado mexicano y no el poder u órgano que sólo lo representa.

Octava Epoca:

Competencia civil 31/91. Suscitada entre el Juez Décimo de lo Civil del Distrito Federal y la Juez Primera de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal. 3 de agosto de 1992. Cinco votos.

Competencia civil 1/92. Suscitada entre el Juez Octavo del Arrendamiento Inmobiliario del Distrito Federal y la Juez Tercera de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal. 21 de septiembre de 1992. Cinco votos.

Competencia civil 153/92. Suscitada entre los Jueces Vigésimo Cuarto del Arrendamiento Inmobiliario del Distrito Federal y Cuarto de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal. 5 de octubre de 1992. Unanimidad de cuatro votos.

Competencia civil 168/92. Suscitada entre los Jueces Segundo de Distrito en el Estado de Yucatán y Segundo de lo Civil y de Hacienda del Estado de Yucatán. 5 de octubre de 1992. Unanimidad de cuatro votos.

Competencia civil 183/92. Suscitada entre los Jueces Primero de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco y Noveno de lo Civil de la ciudad de Guadalajara. 5 de octubre de 1992. Unanimidad de cuatro votos.

NOTA: 

Tesis 3a./J.22/92, Gaceta número 59, p g. 18; véase ejecutoria en el Semanario Judicial de la Federación, tomo X-Noviembre, p g. 81.

Ahora bien, tomando como base del concepto de Federación el criterio de carácter obligatorio anteriormente transcrito, llegamos a la conclusión que la palabra Federación utilizada en los artículos 7° y 135 del Proyecto de la Ley de Amparo resulta equivocado, ya que el concepto de Federación concebido en esa forma obviamente incluye también al Poder Judicial de la Federación y, consecuentemente, al señalar el artículo 7° que la Federación, entre otros, puede solicitar amparo, estaríamos implicando que el Poder Judicial de la Federación como parte de la Federación, estaría colocado en una situación de juez y parte, por tal circunstancia, consideramos que resultaría más conveniente sustituir en ambos preceptos la palabra Federación por la de Ejecutivo Federal.

LIC. JOSE LUIS VILLA JIMENEZ

MAGISTRADO DEL SEGUNDO TRIBUNAL

UNITARIO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA

DEL PRIMER CIRCUITO

COORDINADOR DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS EN

MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

DICE

Art. 1º.  El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, la Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


DEBE DECIR

Art. 1º.  El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Como está plasmado el juicio de amparo, su finalidad es la de restituir al quejoso en el pleno goce de la garantía individual violada; la aceptación de la procedencia del amparo en contra de violación de derechos humanos, en la mayoría de los casos, no podría tener por efecto la restitución al derecho humano violado (derecho de una vivienda digna, derecho a la educación, derecho a la información, derecho a un trabajo bien remunerado, derecho a la protección del honor, entre otros), ya que la restitución implicaría obligar al Estado a tener trabajo bien remunerado para todos los mexicanos que carezcan de él; vivienda digna para todos los mexicanos que no la tengan; servicio médico para todos los mexicanos que no tengan derecho al servicio de alguna institución, pues no hay que olvidar que, en la mayoría de los casos, se reclamaría la violación, POR OMISIÓN y, según reportan las estadísticas, actualmente son cuarenta millones de mexicanos en extrema pobreza.

Lo anterior significa que el juicio de amparo contra violación de derechos humanos sólo llenará a los juzgados y tribunales de asuntos que no tendrán ninguna finalidad práctica, Mediante el juicio de amparo no se puede resolver el problema de la pobreza extrema; además, no habría infraestructura ni presupuesto suficiente para cubrir la resolución de demandas de amparo por violación a derechos humanos, las cuales no tendrían ninguna finalidad. Los derechos humanos que son susceptibles de ser protegidos mediante el juicio de amparo, son únicamente los que están inmersos en las garantías individuales para cuya protección fue creado este medio de control constitucional.

DICE

Art. 4º.  Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo 1º y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico, Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal o directa.

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter la dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria.

III. - - -

IV. - - -


DEBE DECIR

Art. 4º. Son partes en el juicio de amparo;

I. El quejoso, titular de un interés jurídico.

II. La autoridad o autoridades responsables. Son aquellas quienes dictan, promulgan, refrenda, publican, ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma obligatoria; u omiten el cumplimiento de una obligación constitucional.

III. - - -

IV. - - -



           EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 4º del proyecto establece que puede ser parte quejosa, el titular de un derecho legítimo, de un interés legítimo y de un interés jurídico. Al respecto, es de señalarse que los conceptos “jurídico”  y “legítimo” tienen gramaticalmente el mismo contenido, según la Enciclopedia del Idioma de Martín Alonso; por legítimo se tiene “a lo que es conforme a las leyes” y jurídico tiene un significado de lo que se hace “con apego a lo dispuesto por la ley”; Escriche señala que legítimo es “lo que es conforme a las leyes, lo que está introducido, confirmdado o comprobado por alguna ley” y de jurídico dice que es “lo que está o se hace según forma de juicio o de derecho”. Se admite que no son las definiciones gramaticales la única base con la que cuenta el Juez para decir el derecho, las palabras que forman parte de una disposición legal deben interpretarse y aplicarse acordes al contexto de esa norma jurídica. Empero, para efectos de impartición de justicia el juzgador está obligado a acudir a la jurisprudencia, a fin de poder individualizar el caso concreto si procede o no el juicio de garantías, y es en este contexto, donde no se encuentra la diferencia jurisprudencial, ni legal, entre dichos términos, aparte de la semántica entre una palabra y otra, lo cual implicará la necesaria admisión de infinidad de demandas, las cuales concluirán con un sobreseimiento en aquellos casos en que la definición de interés o derecho legítimo no coincida con el interés jurídico, pues el interés o derechos legítimo, lleva a considerar que basta que una persona se estima afectada para que el juicio sea procedente aunque a la postre, como no tendrá un interés jurídico, se sobreseerá. Cabe precisar que la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, se modificó para evitar la proliferación de asuntos admitidos con base en un “interés legítimo o simple”, pues ningún fin práctico tuvieron aquellos que no tenían interés jurídico.

DICE

Art. 7º.  La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijas, cuando la norma general o el acto que reclamen afecte intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad.
DEBE DECIR

Art. 7º. Las personas morales oficiales, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecta intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Resulta innecesaria la enumeración de las personas morales oficiales; por otro lado, es un contrasentido decir: “… o cualquier persona moral pública CON CARÁCTER DE AUTORIDAD”, para después concluir con “… afecte intereses distintos de los que corresponden a sus funciones de autoridad.

DICE

Art. 23.  Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo, deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente. La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución.

El agraviado y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionarán los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización.

Las partes también podrán autorizar sólo para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal.
DEBE DECIR

Art. 23.  Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo, deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente. La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución.

El quejoso y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. En todas las materias, salvo la penal, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionarán los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización. 

Las partes también podrán autorizar sólo para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Resulta innecesaria la enumeración de materia debido a que se excluye algunas que, como en el caso de la agraria, se mencionan en artículos anteriores. Además, la exigencia no comprende únicamente a la materia penal.

DICE

Art. 25.  Las notificaciones en los juicios de amparo se harán:

I.    En forma personal…

II.   Por oficio:

a) A la autoridad responsable:

b) A la autoridad que tenga el carácter de tercero interesado; y,

c) Al Ministerio Público Federal en el caso de amparo contra normas generales.
DEBE DECIR

Art. 25. Las notificaciones en los juicios de amparo se harán:

I.   En forma personal…

II.  Por oficio:

a) A las autoridades;
b) Al Ministerio Público Federal en el caso de amparo contra normas generales;

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Resulta ociosa la enumeración de las autoridades, puesto que a todas se les notifica por oficio, independientemente del carácter que tenga en el juicio y es importante no distinguir porque a todas les debe surtir efectos la notificación de una actuación judicial desde el momento en que se les notifica por oficio.

DICE

Art. 29. Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

Cuando el oficio de notificación se envíe por correo, el día que conste en el acuse de recibo; y,

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los órganos jurisdiccionales de amparo.
DEBE DECIR

Art. 29. Las notificaciones surtirán sus efectos:

Las que se hagan a las autoridades, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

I. Cuando el oficio de notificación se envíe por correo, el día que conste en el acuse de recibo, siempre y cuando sea un día hábil. En caso contrario, deberá computarse el término a partir de la primera del día siguiente hábil.

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación d ella lista en los órganos jurisdiccionales de amparo.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Para todas las autoridades deben surtir efectos las notificaciones de la misma manera, toda vez que todas se les notifica por oficio; por otro lado, si bien el actuario está obligado a notificar en días y horas hábiles; en las oficinas de correos pueden actuar en días inhábiles, por ejemplo, los sábados y sería inequitativo que, si se realiza una notificación por correo en día sábado o festivo, le corra el término, a la autoridad que recibe el oficio, de momento.

DICE

Art. 59. El juicio de amparo es improcedente:

I. …,

II. Contra actos del consejo de la Judicatura Federal, salvo los que afecten derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación;

III.

IV. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político a que se refiere el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las defensas del quejoso;

XIX, En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de esta ley.
DEBE DECIR

Art. 59. El juicio de amparo es improcedente:

I. …,

II. Contra actos del Consejo de la Judicatura Federal;

III.

IV. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político a que se refiere el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

XIX. Cuando exista la imposibilidad jurídica de que la sentencia produzca los efectos restitutorios previstos en los artículos 75 y 76 de esta ley;

XX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de esta ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Se sugiere eliminar la salvedad que hace la fracción II, del siguiente tenor: salvo los que afecten derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación”,  en virtud que contra los actos del Consejo de la Judicatura Federal que pudieran afectar a personas ajenas al Poder Judicial de la Federación, existen diversos recursos que deben tramitarse ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como es el caso del recurso previsto en el artículo 11, fracción XX, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Dejarlo como está implicaría tramitar demandas de amparo por personas ajenas al Poder Judicial de la Federación quienes crean sentirse afectadas por un acto del Consejo,  amparo que tendría como resultado un sobreseimiento, toda vez que no procede contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Se sugiere, asimismo, eliminar la salvedad de la fracción IV, en cuanto dice: “Sin embargo, será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las defensas del quejoso”, ya que, como no procede contra la resolución final, nada impediría a las autoridades el reiterar las violaciones en la misma, entonces ningún caso tiene exponer al Poder Judicial de la Federación a la violación flagrante de sus determinaciones.

Por otra parte, se sugiere añadir la causal de improcedencia contenida en el criterio jurisprudencial (anexo uno) P/J90/97, de rubro: “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, SE ACTUALIZA CUANDO EXISTE LA IMPOSIBILIDAD JURÍDICA DE QUE SE PRODUZCAN LOS EFECTOS RESTITUTORIOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA QUE, EN SU CASO, SE DICTE”.

DICE

Art. 66. Antes de la sentencia definitiva las partes podrán pedir la nulidad de notificaciones en el expediente que haya motivado aquellas cuya nulidad se pide en la siguiente actuación en que comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a aquellas, en la siguiente actuación que comparezcan. Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior y no suspenderá el procedimiento.

Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano.
DEBE DECIR

Art. 66. Antes de la sentencia definitiva las partes podrán pedir la nulidad de notificaciones en el expediente que haya motivado aquellas cuya nulidad se pide en la siguiente actuación en que comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a aquellas, en la siguiente actuación que comparezcan. Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior y no suspenderá el procedimiento, salvo tratándose de la nulidad del auto que declare ejecutoriada la sentencia.
Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Se sugiere lo añadido en letra cursiva, toda vez que si la nulidad se solicita cuando se esté ejecutando una sentencia, se ocasionarían mayores daños a las partes; y no existe el peligro de que se interpusieran incidentes de nulidad con el fin de dilatar la ejecución de una sentencia, puesto que la autoridad judicial tiene la facultad de desechar, por notoriamente improcedentes, dichos incidentes.

DICE

Art. 77.  La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además, a lo dispuesto por el capítulo IV del Título Cuarto y;

b) A favor de los menores o incapaces;

II. En materia penal, a favor del reo;

III. En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

IV. En materia laboral, a favor del trabajador; y,

V. En materia civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1º. En este caso, la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia del amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V, la suplencia se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.
DEBE DECIR

Art. 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además, a lo dispuesto por el capítulo IV del Título Cuarto y;

b) A favor de los menores o incapaces;

II. En materia penal, a favor del reo;

III. En materia agraria, tratándose de núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios o comuneros, cuando se afecten sus derechos agravios y a todos aquellos que pertenezcan a la clase campesina.

IV. En materia laboral, a favor del trabajador; y,

V. En materia civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1º. En este caso, la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia del amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), II, III y IV, la suplencia se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Se considera importante precisar en la fracción III que la suplencia procede no sólo tratándose de núcleos de población ejidal o comunal, sino también de cualquier persona individual que pertenezca a la clase campesina.

El último párrafo del artículo en comento, va en contra de la finalidad de la suplencia de la queja, pues excluye a la materia penal y a la agraria, ya que tratándose de éstas se hace necesaria la expresión de conceptos de violación o de agravios; en cambio, tratándose de las materias civil y administrativa, se pretende suplir aún en ausencia de conceptos de violación y de agravios.

DICE

Art. 91.  Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I.   - - -

II.  - - -

III. - - -

IV. Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el órgano jurisdiccional de amparo, salvo aquellas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia.
DEBE DECIR

Art. 91.  Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I.   - - -

II.  - - -

III. - - -

IV. Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el órgano jurisdiccional de amparo, salvo aquellas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia o que tiendan a demostrar una causal de improcedencia.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Se sugiere lo añadido con cursivas, ya que recoge lo sustentado en diversas tesis de tribunales de amparo; además, teniendo en cuenta que la procedencia del juicio de garantías es de orden público.

DICE

Art. 106. El amparo indirecto procede:

I. Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo de su primer acto de aplicación causen perjuicio al quejoso.

Para los efectos de esta ley se entiende por normas generales:

a) Las derivadas de un procedimiento de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo en cuanto se reclamen vicios en dicho procedimiento;

b) Los tratados internacionales;

c) Las leyes federales; 

d) Las constituciones de los Estados y el Estatuto Orgánico del Distrito Federal;

e) Las leyes de los Estados y del Distrito Federal;

f) Los reglamentos federales; y

g) Los reglamentos locales;

II: - - -
DEBE DECIR

Art. 106.  El amparo indirecto procede:

II. Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo de su primer acto de aplicación causen perjuicio al quejoso.

Para los efectos de esta ley se entiende por normas generales:

Los actos jurídicos, en sentido formal y material o sólo material, por virtud de los cuales se crea, modifica o extingue una situación jurídica general, que por su naturaleza es abstracta, impersonal y permanente. - - -

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

La enumeración casuística debe evitarse, pues, se corre el peligro de incurrir en omisiones graves. En el artículo 106 del proyecto, por ejemplo, se omiten las normas generales provenientes de secretarías de Estado, como pueden ser; circulares, acuerdos, programas, etcétera; también se omiten los bandos municipales y otras normas generales cuya denominación se desconozca por quien redacta la norma. Por tal motivo, se sugiere modificar la enumeración y sustituirla por una definición que abarca el acto legislativo que puede ser controvertido vía amparo indirecto como acto reclamado.

DICE

Art. 113.  - - -

I. - - -

II. - - -

III. Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente.

IV. - - -

V. - - -
DEBE DECIR

Art. 113.  - - -

I. - - -

II. - - -

III. Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente, salvo lo dispuesto en el artículo 10 de esta ley.
IV. - - -

V.        - - -

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Se considera necesaria la inclusión de lo escrito en cursivas, para armonizarlo con el artículo 10, de otra manera crea confusión.

DICE

Art. 120.  Si al presentarse un documento con anterioridad a la audiencia, alguna de las partes lo considera falso, podrá impugnarlo incidentalmente en un plazo de tres días. - - -
DEBE DECIR

Art. 120.  Si al presentarse un documento con anterioridad a la audiencia, alguna de las partes lo considera falso, podrá impugnarlo incidentalmente en un plazo de tres días, contados a partir del día siguiente al en que tuvo conocimiento de su presentación. - - -

- - -

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Se considera importante precisar cómo debe computarse el término de tres días que se concede para objetar los documentos vía incidental, pues de otra manera no tiene sentido fijas el plazo de tres días, si no se dice a partir de cuándo se deben de empezar a contar.

SE HACEN SUGERENCIAS SÓLO A LOS ARTÍCULOS QUE SE ESTIMAN MÁS TRASCENDENTES; EL PROYECTO ADOLECE DE ALGUNAS FALTAS GRAMATICALES. CONSIDERA QUE SÍ SERÍA IMPORTANTE, ANTES DE SU ENVÍO DEFINITIVO, HACER UNA REVISIÓN DETALLADA DE TODOS ESOS DETALLES. SERÍA UN HONOR PARA LA SUSCRITA QUE SE LE TOMARA TAMBIÉN EN CUENTA PARA ELLO.

MARIA GUADALUPE SAUCEDO ZAVALA.

EL LICENCIADO HECTOR MOISES VIÑAS PINEDA, MAGISTRADO DEL PRIMER TRIBUNAL UNITARIO DEL VIGESIMO PRIMER CIRCUITO, CON RESIDENCIA EN CHILPANCINGO, GUERRERO, PONE A SU CONSIDERACION LA PRESENTE PONENCIA RELACIONADA EN UNO DE LOS TEMAS JURIDICOS DEL:

“PROYECTO DE LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.

Como preámbulo, es oportuno hacer mención que en el ámbito jurídico, las constantes reformas de las leyes, traen consigo, ocasionalmente, que uno o varios preceptos se contrapongan entre sí con los contemplados en otras legislaciones con las que existe una íntima vinculación, lo cual produce confusiones; en el caso, el suscrito advierte que del Proyecto de Ley de Amparo, que ha sido puesto a consideración, no solamente de quienes conforman el Poder Judicial de la Federación y a titulares de Organos Jurisdiccionales dependientes del mismo, a quienes se nos ha conferido la enorme responsabilidad de impartir justicia, sino también a Docentes, Investigadores, Académicos, Miembros de Asociaciones de Abogados, Colegios, Academias y Sociedad Civil en general; que en el anexo 1, relativo al número de propuestas correlacionadas por artículos de la Legislación de Amparo actual, se constata que fueron recibidas veintitrés en lo que concierne al artículo 23, comprendido en el LIBRO PRIMERO, TITULO PRIMERO, CAPITULO III, de los términos, que dispone: 

“Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1 de enero, 5 de febrero, 1 y 5 mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre”.

Y es precisamente, sobre este particular que me permito plantear la siguiente: 

PONENCIA

Ello, en razón de que en el TITULO PRIMERO, Capítulo III, denominado Plazos del Proyecto de Ley de Amparo, las disposiciones contenidas en el numeral 23, están actualmente contempladas en el artículo 18, que estatuye: 

“ARTICULO 18. Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, primero de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, primero y cinco de mayo catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de noviembre y veinticinco de diciembre, así como aquellos en que por disposición de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la Judicatura Federal se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramite el juicio de amparo, o cuando no pueda funcionar por causa de fuerza mayor...”.

Y por otra parte, el normativo 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, dispone:

“ARTICULO 163. En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se considerarán como días inhábiles los sábados y domingos, el 1°. de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1°. de mayo, 16 septiembre y 20 de noviembre, durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo  en los casos expresamente consignados en la ley.”.

De la redacción del numeral 18, de la Ley de Amparo y del artículo 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, es patente la incongruencia existente entre ambas disposiciones, por lo que mi propuesta radica en que los días inhábiles a que alude el Proyecto de Ley Reglamentaria, sean similares a los fijados en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, o viceversa, con lo cual quedaría subsanada tal situación confusa que conduce al error, e inseguridad jurídica, que causan malestar social y el descrédito de los órganos jurisdiccionales, razón por la que, al efectuarse la homologación entre ambas normas, redundaría en beneficio de quienes acuden a los tribunales federales solicitando la protección constitucional ante cualquier acto de autoridad, que vulnere sus garantías individuales, puesto que la determinación clara de los días que, conforme a los citados preceptos legales no deben computarse, para el efecto de establecer el término legal en que las partes habrán de ejercer sus derechos procesales, constituye una de las razones fundamentales que orientan al respecto a las garantías de legalidad y seguridad jurídicas, pues sólo así, tendrá la certeza de que su demanda está presentada en tiempo y se evitaría que la misma, así como los recursos legales, que la propia ley otorga, fueran desechados por extemporáneos. 

Lo anterior, no obstante el criterio jurisprudencial que sobre este tema ha emitido el Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tesis: P. XXV/97, Novena Epoca, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: V, Febrero de 1997, página 122, del rubro y texto siguientes:

“DIAS INHABILES PARA LA INTERPOSICION DE RECURSOS EN JUICIO DE AMPARO. DADA LA CONFUSION QUE PRODUCEN LOS ARTÍCULOS 160, 163 Y NOVENO TRANSITORIO DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION, DEBEN TOMARSE COMO DIAS INHABILES LOS SEÑALADOS EN DICHO ARTICULO 163 Y TAMBIEN LOS ESTABLECIDOS EN EL ARTICULO 23 DE LA LEY DE AMPARO. Produce confusión la incongruencia existente entre los artículos noveno transitorio y 160 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación vigente a partir del 27 de mayo de mil novecientos noventa y cinco, pues mientras el primero de esos preceptos dispone que a partir de su entrada en vigor, los días inhábiles a que se refiere el primer párrafo del artículo 23 de la Ley de Amparo  serán los que señala el numeral 160, este precepto nada dispone acerca de los días hábiles o inhábiles; en cambio, el artículo 163 de la misma ley orgánica establece como días inhábiles los sábados y domingos, el primero de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, primero de mayo, dieciséis de septiembre y veinte de noviembre, en los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, “... salvo en los casos expresamente consignados en la ley”, remisión que incrementa la duda, pues el artículo 23 de la Ley de Amparo señala como días hábiles para la promoción, sustanciación y resolución de los juicios de amparo todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, primero de enero, cinco de febrero, primero y cinco de mayo, catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre y veinte de noviembre. Por tanto, dada esta situación confusa que induce a error, debe estarse a lo más favorable al promovente del amparo o de los recursos correspondientes y, en su caso, tomar como inhábiles los días que como tales señalan ambos artículos  -163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 23 de la Ley de Amparo -, para efectos del cómputo a que este último precepto se refiere.”.

Chilpancingo, Gro., octubre 19 de 2000

HECTOR MOISES VIÑAS PINEDA

TITULO CUARTO

JURISPRUDENCIA Y DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O DE INTERPRETACIÓN

CONFORME

OBSERVACIONES AL PROYECTO  DE LEY DE AMPARO

1. -  Algunas de las más recientes reformas a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal han tenido, entre otros propósitos, el de descargar de trabajo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, transfiriendo  una gran parte de su competencia a los Tribunales Colegiados de Circuito, para que examinen por la vía del amparo directo la legalidad de las resoluciones dictadas por los Tribunales de las entidades federativas.

La transferencia de la competencia mencionada, de ninguna manera ha tenido como consecuencia frenar la tendencia a la centralización de la justicia en nuestro país, pues corresponde, en última instancia, a los Tribunales Federales decidir sobre la legalidad de las resoluciones dictadas por los Organos Jurisdiccionales Estatales, así como fijar, con carácter de obligatoria, la interpretación de sus ordenamientos, sin conceder a éstos la intervención que debe corresponderles en el establecimiento, interrupción o sustitución de la jurisprudencia fijada por los Tribunales Colegiados para la interpretación de los ordenamientos locales.

La ampliación de su competencia y el aumento constante de los litigios, ha hecho necesario, por otra parte, incrementar con cierta frecuencia el número de Tribunales Colegiados y esa proliferación de los Tribunales en un mismo Circuito ha propiciado la disparidad y aún la contradicción de criterios aplicados a casos semejantes; tal fenómeno se advierte con más intensidad cuando se examinan las resoluciones de Tribunales de diferentes circuitos.

Lo anterior se traduce para los justiciables en una falta de seguridad jurídica y en la desigualdad ante la Ley y los Tribunales.

Tal situación ha tratado de remediarse mediante la jurisprudencia que se establece al dilucidar los criterios opuestos.

En el artículo 229 del proyecto de la Ley de Amparo se legitima para denunciar la contradicción de tesis “a los Ministros, a los Organos que sustentaron los criterios, sus integrantes y las partes en los asuntos que los motivaron”.

Ahora bien, como de acuerdo con el párrafo tercero del artículo 228 del proyecto las resoluciones que decidan las contradicciones de tesis no afectan las situaciones jurídicas concretas de los juicios en los cuales se hubieran dictado las sentencias que sustentaron las tesis contradictorias, resulta claro que quienes fueron partes en los asuntos que motivaron los criterios, poco interés tendrán en denunciar la contradicción.

Se afirma lo anterior, porque excepcionalmente los Tribunales Superiores de los Estados funcionan en pleno y las resoluciones definitivas las pronuncian sus Salas, que técnicamente no pueden considerarse partes en el amparo directo y cuyo cúmulo de trabajo les impide  distraer  su atención en formular una denuncia debidamente fundada de contradicción de tesis. Por ello, los Tribunales Superiores Estatales, que cuentan ahora con apoyos técnicos de personas que no se dedican exclusivamente a la impartición de justicia e información actualizada de los criterios sustentados por los Tribunales Federales de mayor jerarquía, deben ser legitimados expresamente para denunciar las contradicciones.

Dicho de otra manera, la denuncia de contradicción  queda en manos de los titulares de los Organismos Judiciales Federales, y se olvida que quienes cotidianamente aplican la ley y acuden  a la jurisprudencia para su interpretación son los Organos Jurisdiccionales Estatales y que son quienes tienen el mayor interés en la uniformidad jurisprudencial. Por ello, como dichos Organos forman parte de los Tribunales Superiores de Justicia, éstos deben estar también legitimados para denunciar las contradicciones en casos en que las sentencias de los Tribunales Colegiados resuelven controversias que se suscitan sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes de los Estados.

Consideramos que debe legitimarse a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados para solicitar a los Tribunales de Circuito que interrumpan o sustituyan la jurisprudencia establecida, expresando las razones que funden su petición.

Los mismos argumentos que apoyan la intervención de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados en el establecimiento de jurisprudencia por contradicción de tesis de los Tribunales Colegiados de Circuito, fundan su participación en la que se fija por reiteración de criterios.

 Por tanto  proponemos:

PRIMERO.- Que se legitime a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados para solicitar a los Tribunales Colegiados de Circuito que interrumpan o sustituyan la jurisprudencia establecida por ellos en sentencias que resuelvan controversias que se hayan suscitado sobre el cumplimiento y aplicación de Leyes del Estado en que ejerzan su competencia.

SEGUNDO.- Que se legitime a dichos organismos judiciales estatales para denunciar las contradicciones de las tesis sustentadas por los Tribunales Colegiados de Circuito.

2. -   La  falta de especialización de los Tribunales colegiados en gran parte de los Estados de la República, su excesiva carga de trabajo y la diversidad de materias sobre las que resuelven, no garantizan la certeza de que sus resoluciones son justas y legales y por tanto, que la jurisprudencia que establecen tiene estas características.

La obligatoriedad de su observancia para los Tribunales locales hace que con frecuencia los Jueces y Magistrados de los Estados apliquen jurisprudencia que evidentemente se fijó con criterios de Tribunales que tuvieron a la vista legislaciones de otras entidades o que interpretó o integró la ley local de manera defectuosa.

Consideramos que es necesario lograr la uniformidad en la interpretación e integración de las normas jurídicas de las entidades federativas. Por lo que resulta imperioso que los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan la jurisprudencia con vista en los ordenamientos locales,  -que en muchos casos  difieren  de los Federales o de los otros Estados-, y que son los que aplican los Organos Jurisdiccionales locales y los mismos Tribunales Colegiados de Circuito en el amparo  casación.

Para ello, es menester que la jurisprudencia que establecen los Tribunales Colegiados de Circuito sea de aplicación obligatoria exclusivamente en la  circunscripción territorial en que ejercen su competencia, cuando las ejecutorias  que la integran hayan versado sobre controversias suscitadas sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes locales. 

Por lo que proponemos:

UNICO.- En virtud de que al resolver el amparo directo interpuesto contra sentencias definitivas, los Tribunales Colegiados de Circuito se convierten en Tribunales de Casación, resulta congruente que la obligatoriedad de  su jurisprudencia opere exclusivamente en la circunscripción territorial en que ejercen su competencia, cuando las ejecutorias que la integran hayan versado sobre controversias suscitadas sobre el cumplimiento y aplicación de las Leyes del Estado bajo su jurisdicción territorial.

3. -   Los artículos 220, 221, 222 y 226 del proyecto de la Ley de Amparo fijan como requisito para el establecimiento de jurisprudencia por reiteración que se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones.

Dichos preceptos difieren de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo vigente en que reduce de cinco a tres el número de ejecutorias para sentar jurisprudencia y en que las sentencias correspondientes deben dictarse en diferentes sesiones.

En la introducción al proyecto se justifica el cambio en el número de tesis en que es necesario encontrar “un adecuado equilibrio entre el sistema de precedentes que se sigue en otros ordenamientos, o en los procesos de controversias   constitucionales y acciones de inconstitucional y el de reiteración de criterios que se prevé para la Ley de Amparo. Esto puede lograrse disminuyendo el número de los casos a tres a efecto de que los Organos competentes puedan, con mayor facilidad, lograr que sus criterios sean obligatorios a efecto de darle certeza a nuestro orden jurídico”.

Lo que no se dijo en dicha introducción es por que razón la reducción de sentencias para establecer jurisprudencia conduce necesariamente a la certeza de nuestro orden jurídico, como si el anterior sistema no lo proporcionara, porque si bien es cierto que dicha reducción facilitaría que los tribunales de amparo hicieran más pronta la obligatoriedad de sus criterios, ello no conduce necesariamente a la certeza de nuestro orden Jurídico, la que creemos se obtendría  de una manera mas concensada con el anterior sistema de cinco sentencias reiteradas. 

En efecto, si la jurisprudencia careciera de obligatoriedad, no importaría el número de ejecutorias que la conforman, ni si fueran dictadas   simultánea o sucesivamente, pero dichos efectos vinculantes precisan que la jurisprudencia sea el resultado de determinado número de sentencias que aseguren la reflexión madura, tranquila y sin apremio del tiempo y, por tanto, su permanencia.

La formación precipitada de la jurisprudencia lleva consigo el riesgo de su precariedad; de su suspensión y modificación constantes   y ello no conduce a “darle certeza a nuestro orden jurídico”.

La reforma de las leyes debe conservar lo que opera y modificar lo que es ineficaz; por tanto, hasta que no se demuestre que el sistema contemplado en la ley en vigor no corresponde a las necesidades actuales, debe permanecer.

Por lo que se propone:

UNICO.-  Que se conserve el requisito tradicional consistente en que la jurisprudencia se establece cuando se sustente un mismo criterio en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario.

En términos generales  proponemos lo siguiente:

PRIMERO.- Que se legitime a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados para solicitar a los Tribunales Colegiados de Circuito que interrumpan o sustituyan la jurisprudencia establecida por ellos en sentencias que resuelvan controversias que se hayan suscitado sobre el cumplimiento y aplicación de Leyes del Estado en que ejerzan su competencia.

SEGUNDO.- Que se legitime a dichos organismos judiciales estatales para denunciar las contradicciones de las tesis sustentadas por los Tribunales Colegiados de Circuito.

TERCERO.- En virtud de que al resolver el amparo directo interpuesto contra sentencias definitivas, los Tribunales Colegiados de Circuito se convierten en Tribunales de Casación, resulta congruente que la obligatoriedad de  su jurisprudencia opere exclusivamente en la circunscripción territorial en que ejercen su competencia, cuando las ejecutorias que la integran hayan versado sobre controversias suscitadas sobre el cumplimiento y aplicación de las Leyes del Estado bajo su jurisdicción territorial.

CUARTO.- Que se conserve el requisito tradicional consistente en que la jurisprudencia se establece cuando se sustente un mismo criterio en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario.

CHIHUAHUA, CHIH. , A 18 DE OCTUBRE DEL 2000

LIC. PABLO ZAPATA ZUBIAGA

PRESIDENTE DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE CHIHUAHUA

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS

PONENCIA PRESENTADA POR LA MAGISTRADA MARIA ELIZA ZUÑIGA ALCALA, PRESIDENTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

PRIMERA PARTE

ANALISIS DE LOS ARTICULOS 1 Y 6 DEL PROYECTO DE LA 

NUEVA LEY DE AMPARO

Es evidente el beneficio que reporta la propuesta de la reforma a la Ley de Amparo, contenida en el Título Primero, Reglas Generales, Capítulo I, sobre Disposiciones Fundamentales específicamente el artículo 1º, pues precisa el ámbito jurídico del juicio de amparo al establecer en forma clara cuál es su objeto, eximiendo las fracciones II y III de la Ley vigente, que se refieren a aspectos diversos como son las controversias que se susciten con motivo de los actos de la autoridad federal que vulneran o restringen la soberanía de los estados o actos de éstos últimos que invaden la autoridad federal, hipótesis que si bien corresponde dirimir a los Tribunales Federales, constituyen controversias constitucionales en el artículo 105 de la Constitución y que por ende, no son propiamente objeto de solución en el juicio de amparo.  Empero, se estima que en la parte conducente de la nueva redacción del precepto que se analiza, pudiera conceptuarse en forma genérica y no limitativa,  que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite respecto a los derechos humanos que protegen los Tratados Internacionales, que se  celebran en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de esta manera, evitar una posible limitación de la acción constitucional contraria a los artículos 103 y 107 del Pacto Federal, así como al artículo 106, inciso b), del proyecto, en los cuales tampoco se señalan específicamente los Tratados Internacionales  que se anuncian en el artículo 1º de dicha reforma,  ésto es, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

De esta manera, se propone respetuosamente que la redacción de tal precepto debería ser modificada en tal sentido y se establezca, en lo conducente: 

Artículo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los Tratados Internacionales generales en la materia, celebrados en términos del artículo 133 de la Constitución.

En otro orden de ideas, en el propio capítulo de Disposiciones Fundamentales, el artículo 6º del Proyecto, se señala que el menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se haya ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se negara a promover, aspecto éste que resulta evidentemente benéfico para los menores de edad, en tanto que se le facilita la promoción del amparo en mayor medida la establecida en la ley vigente en el propio artículo 6º, en la cual no se comprenden todos estos supuestos. Sin embargo, en la parte en la que se señala que el Organo Jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las providencias urgentes,  le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, en concepto de la ponente se estima que esa representación debe recaer preferentemente en el Defensor de Oficio Adscrito al  Juzgado correspondiente o bien un profesionista en derecho, quienes deberán protestar el cargo para dar así una mayor seguridad jurídica y salvaguardar los derechos del menor impetrante del amparo, por lo tanto, se propone que en el Proyecto de la Ley de Amparo, el citado dispositivo señale en lo conducente lo siguiente: 

Artículo 6º... El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, eligiéndose preferentemente con ese carácter al Defensor de Oficio de su Adscripción o en su defecto un profesionista en derecho, quienes deberán protestar el cargo conferido, ante el juzgador.
SEGUNDA PARTE
LAS NOTIFICACIONES Y SU REGLAMENTACIÓN SISTEMÁTICA.

El Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su Título Primero, Capítulo IV, contiene los numerales 23 al 29, normando las formalidades a que han de sujetarse las notificaciones, y concluye con el artículo 30 que establece la nulidad de éstas cuando no se hicieren en la forma establecida en las disposiciones precedentes.

Por otro lado, en el Capítulo IX del mismo Título Primero, relativo a los Incidentes, en su Sección Primera, prevé los términos y condiciones que norman la nulidad de notificaciones, a través del incidente respectivo y la consecuente reposición del procedimiento, en el evento de existir declaratoria de nulidad. Finalmente, en el Título Quinto, Capítulo II, denominado "Responsabilidades y Sanciones", se contiene el numeral 246 que se remite a los diversos 30 y 66, estableciendo que al Servidor Público que practica una notificación nula se le impondrá multa de treinta a trescientos días y en caso de reincidente, será destituido del cargo.

Como se ve, en el Proyecto de Ley se reglamentan en forma dispersa temas íntimamente vinculados con las notificaciones, en particular su nulidad y consecuencias (Artículos 30, 66, 67 y 246), ofreciendo una dificultad secuencial para obtener una amplia panorámica de dicha institución jurídica que, por cierto, se evitaría si la diversidad de normas contenidas en los diferentes capítulos relacionados con las notificaciones, su declaratoria de nulidad y consecuencias (reponer el procedimiento y sanciones), se concentraran en el en el Título Primero, Capítulo IV, denominado "Reglas Generales", entre las que precisamente se encuentra la figura jurídica de las "Notificaciones", hasta agotar el tema, atendiendo a una metodolgía bien definida, como sucede con la "competencia" reglamentada en el capítulo V del propio Título Primero, pues en dicho capítulo se aborda de manera cabal y completa lo concerniente a las reglas de competencia y conflictos competenciales, así como a los procedimientos y formalidades que han de seguirse en su trámite y resolución. La sistematización de la institución jurídica de la "competencia", en otras palabras, sigue un método lógico y jurídico hasta agotar el tema, facilitando una perspectiva amplia del mismo, y no hay razón para que ese método sistemático sea diferente entratándose de las "Notificaciones"; por el contrario, es conveniente seguir el mismo método para evitar incongruencias metodológicas en la totalidad del conjunto de normas que integran la Ley, cuyo proyecto se analiza, debiendo destacarse que de ser así, ninguna alteración se produciría en los capítulos relativos a los "Incidentes" y "Responsabilidades y Sanciones" contenidos en el Proyecto de Ley. 

Congruente con la realidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados, han sido unánimes al sostener que, tratándose de notificaciones en el juicio constitucional, no es aplicable supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles; luego, el proyecto de ley mejoraría considerablemente si se concentra el tema en un sólo capítulo, hasta agotarlo, incluyendo todos los aspectos colaterales a las notificaciones como los aquí tratados, pues con ello se obviaría la inoperancia de la señalada aplicación supletoria de la ley adjetiva civil Federal y además, quedaría zanjada una cuestión añeja que sobre el particular ha sido objeto de estudio por parte de la Suprema Corte y los Tribunales Colegiados de Circuito, pues no hay que soslayar que históricamente dicho tópico ha sido tratado en innumerables criterios jurisprudenciales y por tanto, si se establece un sistema concentrado y no disperso de la reglamentación total en materia de notificaciones quedaría bien definida dicha cuestión.

Lo anterior favorece la pronta y expedita impartición y administración de Justicia, pudiendo esgrimirse otras razones de similar importancia derivadas de la reglamentación concentrada y total, en un solo capítulo, tanto de las notificaciones, como su nulidad, términos y condiciones para obtener su declaratoria, así como las consecuencias que esta genera (reposición del procedimiento y sanciones), empero, por el momento se destacan lo apuntado en párrafos precedentes, para justificar la necesidad de estructurar metodológicamente las disposiciones fundamentales reguladoras de las "Notificaciones" y las cuestiones que giran en torno a las mismas, con el ánimo de que el poder judicial sea un verdadero garante del Estado de Derecho. Por tanto, PROPONGO: 
UNICO:- Que el texto de los artículos 66, 67 y 246 del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se traslade al Título Primero, Capítulo IV, para complementar y agotar el tema de la Institución jurídica denominada "Notificaciones".
LA MAGISTRADA PRESIDENTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL

COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y CIVIL DEL

CUARTO CIRCUITO.

LIC. MARIA ELIZA ZUÑIGA ALCALA

OPINIONES EN TORNO AL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO

Artículo 16, fracciones II y III.- Los nuevos plazos que propone el proyecto no están de acuerdos con las necesidades reales de los gobernados, por los siguientes motivos:

a) El ambiente de aislamiento y represión a que pudieran verse sujetos los sentenciados en los penales, abre margen de posibilidad real a situaciones de indefensión. En la práctica, se han tramitado juicios en que después de varios años de estar compurgando una condena, en razón del amparo, se dejan insubsistentes las sentencias de alzada que condenan. Aunque sea por estos casos aislados que se dieran, se justifica la permanencia de la norma establecida en la vigente Ley de Amparo, respecto de que los sentenciados en materia penal, pueden promover el amparo directo en cualquier tiempo. La reducción del término a noventa días, que se propone es en contra y no a favor de los reos. Ni siquiera por factores sociológicos o de "sensibilidad" de la sociedad contra el "crimen", es dable admitir la reducción propuesta, ya que la criminalidad se determina en realidad hasta la decisión final que dan las autoridades de amparo, a las cuales, lo único que debe obligar son las constancias de autos, la conducta procesal de las partes, la Constitución y las leyes que de ella deriven.

b) Eliminar la protección que consagra el Libro Segundo (del Amparo en Materia Agraria), es una propuesta contraria a la tradición jurídica de éste país, ya que ese apartado de la Ley es el resultado de la idiosincrasia y concepción ancestral que tiene el pueblo mexicano en relación con la tierra y sus formas de apropiación. El proyecto sugiere terminar con ese logro fundamental para la clase campesina, bajo la pretensión de adaptar la Ley de Amparo a la Ley Agraria. Propicia el sentimiento de desarraigo entre las nuevas generaciones, en relación con la familia y la patria, y deteriora la conciencia acerca de la importante relación del pueblo mexicano con la tierra, en la cual vive, trabaja y muere. No existe causa legítima alguna que justifique el proyecto que pretende la supresión propuesta, pues desde 1992 en que se aprobó la nueva Ley Agraria, no se ha resuelto aún la problemática del campo mexicano y los más de cuarenta mil ejidos existentes revelan que no se han visto hasta ahora los resultados prácticos de la referida ley ordinaria a la cual pretende adecuarse el proyecto de Nueva Ley de Amparo, con independencia del espíritu de la reforma neoliberal del artículo 27 Constitucional, cuyo objetivo al parecer fue poner fin, por “decreto", a la cuestión agraria en México.

c) En lugar de restringir los términos para promover el amparo, debe ampliarse respecto de los menores e incapaces, en el sentido de que puedan hacerlo en cualquier tiempo, al igual que en materia laboral para los obreros, en materia agraria, para los campesinos, y en la materia penal a favor de los sentenciados.

Artículo 23, segundo párrafo.- No se da razón alguna de porqué se propone exigir que en el amparo laboral, los defensores de los trabajadores tienen que ser licenciados en derecho. Debe subsistir el principio que contiene la legislación laboral en el sentido de que no es necesarios ese requisito. El título no es garantía para la defensa leal y la existencia del "coyotaje" y la corrupción no basta para quitar ese beneficio a los trabajadores; deben buscarse otras soluciones.

Artículo 59, fracciones II y III.- La reforma que se propone deja en total estado de indefensión a los trabajadores del Poder Judicial de la Federación. Es inaceptable, porque pugna con lo dispuesto en el artículo 123 apartado B de la Constitución Federal.

Artículo 77, fracción III, en relación con el artículo 16 del proyecto.- Esta reforma que se propone es regresiva, porque elimina injustificadamente la suplencia de la queja para los ejidatarios y comuneros en particular, dejando fuera también de ese beneficio, a los demás sujetos del Derecho Agrario, como son los posesionarios, nacionaleros, avecindados, colonos, aspirantes a ejidatarios y comuneros etc. Limitándola sólo a los núcleos de población. No se dá razón alguna del cambio sugerido en el proyecto.

Artículo 106, fracción VII.- Debe agregarse que también proceda el amparo contra la inactividad del Ministerio Público en la averiguación previa.

Artículo 169.- El no exigir el agotamiento de los recursos ordinarios, para reclamar en el amparo violaciones al procedimiento, no debe limitarse a los menores e incapaces, sino hacerlo extensivo a los obreros y campesinos.

Xalapa, Veracruz, a 20 de octubre del año 2000.

Magistrado Adrián Avendaño Constantino.

Presidente del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito.

De la lectura del Proyecto de Ley de Amparo, producto de una ardua labor desempeñada durante casi un año de trabajo, que la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo elaboró, una vez que recibió y ordenó metodológicamente las diversas propuestas que distintos sectores de la sociedad le hicieron llegar, se advierte que contiene una serie de cambios significativos, pues se hicieron modificaciones tanto en estructura como en contenido a la Ley vigente, destacando entre las últimas el objeto de protección del juicio de amparo, el cual se amplió dado que se propone que a través de él no sólo se protejan las garantías individuales que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino también los derechos humanos que contemplan los tratados internacionales generales que al respecto ha ratificado el Estado Mexicano; el tipo de interés exigido para solicitarlo, ya que se propone en lugar del interés jurídico (identificado con el derecho subjetivo) el interés legítimo (situación jurídica derivada del orden jurídico); los plazos para promoverlo, los cuales se propone ampliar para un mejor acceso a la justicia y para elevar la calidad de los litigios, al hacer factible que las partes preparen con mayor cuidado el planteamiento de sus defensas, asimismo se fijó un plazo para promover el amparo contra la sentencia condenatoria en materia penal a fin de lograr una adecuada definición sobre la situación de los condenados; en materia de sentencias se propone introducir la declaración con efectos generales, la que sólo se logrará una vez que se hayan dictado tres sentencias estableciendo la inconstitucionalidad de una norma general y siempre que concurra una votación calificada, pues reunidos estos requisitos la Suprema Corte deberá declarar la inconstitucionalidad de la norma impugnada con efectos generales; pero también se propone mantener la declaración con efectos relativos o fórmula Otero; en materia de suspensión se propone facultar al órgano jurisdiccional para solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere convenientes para resolver la suspensión definitiva, la cual puede concederse excepcionalmente y de acuerdo a las circunstancias del caso aún tratándose de delitos que la ley señala como graves, asimismo, se consagra como elemento a considerar para el otorgamiento de la suspensión la apariencia del buen derecho, pero para asegurar su correcta aplicación se impone al juez la obligación de realizar un análisis entre ésta y la no afectación del interés social y del orden público; en amparo directo a fin de evitar dilaciones y para darle mayor concentración a los procesos, se propone establecer la figura del amparo adhesivo, imponer al quejoso o a quien promueva el amparo adhesivo la carga de invocar en el escrito inicial todas las violaciones procesales que, cometidas en el procedimiento de origen, estimen puedan violar sus derechos, así como imponer a los tribunales colegiados de amparo la obligación de fijar de modo preciso los efectos de sus sentencias; en ejecución de sentencias se propone establecer todas las cuestiones relacionadas con el tema dentro de un título y darle una denominación específica a cada uno de los supuestos de ejecución; respecto a la jurisprudencia se propone reducir de cinco a tres el número de tesis necesarias para constituirla; en cuanto a las sanciones se propone sistematizarlas y agruparlas en un solo capítulo.  

Asimismo, respecto de los cambios significativos que contiene el Proyecto de Ley de Amparo conviene destacar los propuestos en el TITULO PRIMERO, Capítulo II, Artículo 4º y en el Capítulo XI, Sección Primera, Artículo 85, por constituir la base normativa sobre la que se desarrollará esta ponencia. 

Toda vez que en el primero de ellos se indica que son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso.

II. La autoridad responsable.

III. El tercero interesado:

IV. El Ministerio Público Federal, en los juicios de
amparo contra normas generales.


Además, en el mismo numeral se señala quien puede tener cualquiera de las tres primeras categorías, para lo cual se toma en cuenta no solo el interés jurídico sino el interés legítimo, las consecuencias y características del acto reclamado, así como el
sujeto a quien éste puede beneficiar, respectivamente; e introduce como terceros interesados al indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea el desistimiento o el no ejercicio de la acción penal, y al Ministerio Público que haya intervenido en el procedimiento penal del cual derive el acto reclamado, siempre que no tenga el carácter de autoridad responsable.


En tanto que en el segundo de dichos preceptos se establece en que casos las autoridades responsables pueden interponer recurso de revisión, pues al efecto literalmente dice: 

"(...) Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas; pero tratándose de amparo contra normas generales, los titulares de los órganos de estado a los que se encomiende su promulgación podrán interponer en todo caso el recurso. 

Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado".
Se estima acertada la introducción de este segundo párrafo al numeral en comento, ya que viene a aclarar las dudas que la regla general contenida en el primer párrafo genera en las autoridades responsables jurisdiccionales, quienes consideran que por el solo hecho de ser parte en el juicio de amparo están legitimadas para interponer el recurso de revisión en contra de las sentencias que afecten el acto reclamado de cada una de ellas.  

Consideración que durante varios años se aceptó como válida por los propios tribunales de la federación, según se advierte de los diferentes criterios jurisprudenciales sostenidos al respecto, de los cuales se transcriben dos de ellos, en los que sólo se exigía para la procedencia del citado recurso que los agravios fueran expresados por la autoridad de quien emanó el acto.

"AUTORIDADES EJECUTORAS, REVISION INTERPUESTA POR LAS. Si el juez de distrito no ha estimado inconstitucional la intervención de la autoridad meramente ejecutora, aun cuando en la demanda de amparo se objeten los procedimientos mismos de ejecución, resulta claro que ésta no puede, en estas condiciones, alegar agravios que se dirigen a sostener una resolución de la que no es responsable.

Amparo penal en revisión 5982/47. Hernández García Rosendo. 14 de noviembre de 1947. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Carlos L. Angeles. La publicación no menciona el nombre del ponente."

Tesis visible en la página 1165, Tomo XCIV, Primera Sala, Quinta Epoca, del Semanario Judicial de la Federación.

"REVISION PENAL. ES DE ESTRICTO DERECHO SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE LA HACE VALER. El recurso de revisión interpuesto por la autoridad responsable, aun cuando derive de un juicio de garantías de naturaleza penal, es de estricto derecho, por no estarse dentro de ninguno de los supuestos, que de conformidad con el artículo 76, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, permiten suplir la deficiencia de la queja; en consecuencia, los agravios de dicha autoridad deben combatir expresa y directamente todas y cada una de las violaciones a las leyes de fondo y de forma en que se hubiese incurrido en el fallo impugnado, sin que el Tribunal Colegiado pueda subsanar ninguna irregularidad o deficiencia de esos agravios.

Amparo en revisión 113/72. Domingo Carpinteyro Gaspar. 18 de abril de 1972. Unanimidad de votos. 

Amparo en revisión 585/73. Félix Ramales García. 30 de octubre de 1973. Unanimidad de votos. 

Amparo en revisión 158/74. Silvino Melo Díaz. 18 de junio de 1974. Unanimidad de votos. 

Amparo en revisión 806/74. Félix Aguilar Miranda. 7 de febrero de 1975. Unanimidad de votos.  

Amparo en revisión 100/75. José Manuel Pérez Pliego. 9 de mayo de 1975. Unanimidad de votos".

Jurisprudencia número 707, visible en la página 452, Tomo II, Apéndice de 1995, Séptima Epoca. 

Sin embargo, al hacer un nuevo análisis detallado del tema, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo el criterio relativo a que las autoridades judiciales no pueden válidamente recurrir en revisión las sentencias de amparo en que se efectuaron consideraciones sobre la inconstitucionalidad de la ley aplicada en la resolución reclamada, pues carecen de legitimación para ello, ya que las mismas tienen como característica esencial la imparcialidad que es intrínseca a la función jurisdiccional, por lo que al interponer el recurso en comento estarían favoreciendo a una de las partes contendientes con el correlativo perjuicio de la otra, demeritando el deber de imparcialidad que la ley les impone. 

Tal criterio se encuentra plasmado en la tesis aislada P.L.I/98, consultable en la página 32, Tomo VIII, Julio de 1998, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que indica: 

"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES RESPONSABLES CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLA. Es cierto que las autoridades responsables son parte en el juicio de garantías y que, por tal razón, en términos generales y conforme a lo dispuesto en los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4o., 5o., fracción II, 11, 83, fracción V y 87 de la Ley de Amparo, pueden válidamente intervenir en el juicio de garantías e interponer los recursos establecidos en la ley, pero también es cierto que las autoridades responsables que ejercen funciones jurisdiccionales carecen de legitimación para recurrir en revisión las sentencias de amparo directo dictadas por un Tribunal Colegiado de Circuito que efectuó consideraciones sobre la inconstitucionalidad de la ley aplicada en la resolución reclamada, ya que este tipo de autoridades tienen como característica esencial la imparcialidad que es intrínseca a la función jurisdiccional. En efecto, estas autoridades tienen como finalidad la búsqueda de la verdad jurídica mediante el ejercicio de la función de decir el derecho entre las partes contendientes, con la única y exclusiva pretensión de administrar justicia y garantizar los derechos de la sociedad y el interés público, lo que les impide asimilarse a las partes. Por ello, las autoridades judiciales, inclusive las del orden penal, no pueden válidamente recurrir en revisión la ejecutoria dictada en el juicio constitucional que declara la inconstitucionalidad de la resolución impugnada en la vía de amparo directo, pues con ello están favoreciendo a una de las partes contendientes con el correlativo perjuicio de la otra, demeritando así el deber de imparcialidad que la ley les impone y violando las obligaciones legales que les incumben como resolutoras, intérpretes y aplicadoras de la ley, ubicándose oficiosamente, además, como coadyuvantes del Ministerio Público y de la parte ofendida, lo cual resulta contrario a los principios que la doctrina, la ley y la jurisprudencia han reconocido en favor del reo.

Recurso de reclamación en el amparo directo en revisión 3002/97. María Cristina Mundo Antolín. 20 de abril de 1998. Once votos en cuanto a declarar infundado el recurso de reclamación y mayoría de seis votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jorge Carenzo Rivas".

De ahí que se considere justificada la inserción del párrafo segundo del artículo 85 del Proyecto de Ley de Amparo, toda vez que acoge la opinión de quienes tienen cabal conocimiento del juicio de amparo, con motivo de la investigación y práctica judicial que a diario desempeñan, cuyo permanente estudio les brinda la experiencia que se requiere para ser considerados peritos en la materia. 

Y si bien el criterio a que alude la tesis transcrita se originó en un recurso de revisión que se hizo valer en contra de una sentencia de amparo directo dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito que efectuó consideraciones sobre la inconstitucionalidad de la ley aplicada en la resolución reclamada, ello no impide que se aplique en el recurso de revisión que las autoridades responsables jurisdiccionales pretendan interponer en contra de las sentencias que dicten los jueces de Distrito al declarar la inconstitucionalidad del acto reclamado en vía de amparo indirecto, cuando no tengan un interés personal o propio del órgano que representan, como lo sería cuando en ella se le imponga como sanción la multa que prevé el numeral 256 en relación con el 116 del Proyecto de Ley en cita, por no rendir el informe con justificación o lo haga sin remitir la copia certificada completa y legible de las constancias necesarias para la solución del juicio constitucional, porque imperan las mismas razones jurídicas que tomó en consideración nuestro máximo tribunal, dado que tienen como característica esencial la imparcialidad, por tanto, aún cuando la finalidad de su función jurisdiccional es la búsqueda de la verdad jurídica mediante el ejercicio de la función de decir el derecho entre las partes contendientes, con la única pretensión de administrar justicia en aras de mantener la armonía social, carecen de legitimación para interponer el recurso de revisión en los asuntos en que la sentencia dictada por el juez de Distrito no les cause un agravio de manera directa, ya que de lo contrario, bajo el argumento de defender la constitucionalidad del acto reclamado que emitieron, estarían favoreciendo a una de las partes contendientes con el correlativo perjuicio de la otra, colocándose oficiosamente, tratándose de autoridades del orden penal, en coadyuvantes del Ministerio Público y de la parte ofendida, lo cual no es necesario si se tiene en consideración que en el artículo 4º fracción III, incisos b), c) y e), se les reconoce a éstos el carácter de terceros interesados, y por ende ellos si se encuentran legitimados para interponer el recurso de revisión multicitado si consideran que la sentencia del juez de Distrito que declara la inconstitucionalidad del acto jurisdiccional reclamado les causa un agravio personal y directo. 

Ahora bien, toda vez que las normas deben irse actualizando conforme evoluciona y cambia la sociedad y dada la importancia de que el Poder Judicial sea unverdadero garante del estado de derecho, así como que el Proyecto de Ley de Amparo responda a los reclamos sociales se propone adicionar el TITULO PRIMERO,  Capítulo XI, Sección Primera, Artículo 85, para  quedar de la siguiente forma: 

Artículo 85. Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas; pero tratándose de amparo contra normas generales, los titulares de los órganos  de estado a los que se encomiende su promulgación podrán interponer en todo caso el recurso. 

Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado; así como las autoridades responsables jurisdiccionales que emitieron el acto reclamado en amparo indirecto cuando tengan un interés personal o propio del órgano que representan, como lo sería cuando en la sentencia se les imponga como sanción la multa que prevé el numeral 256 en relación con el 116 del Proyecto de Ley en cita, por no rendir el informe con justificación o lo haga sin remitir la copia certificada completa y legible de las constancias necesarias para la solución del juicio constitucional.

Pachuca, Hidalgo, a 20 de Octubre del 2000.

ATENTAMENTE:

LICENCIADA ELSA HERNANDEZ VILLEGAS.

MAGISTRADA DEL TERCER TRIBUNAL COLEGIADO

DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO.

COMENTARIOS AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

El presente trabajo busca llevar a la reflexión sobre la Suspensión del Acto Reclamado en Materia Penal, concretamente en lo relativo a la procedencia de dicha medida contra actos vinculados con delitos considerados como graves y que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento penal, tal medida se regula en los artículos 161 y 164 del proyecto de Ley de Amparo.

Sección Tercera.- (Suspensión del Acto Reclamado).-  Segunda Parte (En Materia Penal).

“Artículo 161. Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuando el procedimiento penal, en su caso.”

“Artículo 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.- - - En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva. - - - En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.”

Previo a realizar pronunciamiento alguno sobre el contenido de los preceptos antes transcritos y a manera de fundamentación y motivación, resulta conveniente establecer de manera muy ligera, los antecedentes, naturaleza jurídica, procedencia y tramitación del incidente de suspensión en el juicio de amparo.

Nuestra Constitución, al igual que otras muchas en el mundo, reconoce diversos derechos a la libertad personal que conforman ciertas sendas garantías, pero aún así, la libertad personal sí puede ser lícitamente afectada, pero la propia Constitución dispone el cómo y cuándo. Si se llenan los requisitos constitucionales la libertad individual puede ser intervenida, en todo los demás casos se deberá anular el acto de autoridad y restituir a la persona en el goce de su libertad irrestricta.

El artículo 136 de La Ley de Amparo vigente, contiene las hipótesis de las detenciones ilegales, y su manejo dentro de la suspensión para lograr obtener la libertad solicitada y perseguida mediante el proceso de amparo.  En el caso, debemos fijar nuestra atención en dicho numeral en la parte que se refiere a la afectación de la libertad personal dentro de un procedimiento del orden penal, para lo cual se hace su transcripción, en lo conducente:

ARTÍCULO 136. Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito únicamente en cuanto a ella se refiera, quedando a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por lo que hace a la continuación de éste.

…

…

Si se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, detención o retención, el Juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo.

Cuando la orden de aprehensión, detención o retención, se refiera a delito que conforme a la ley no permita la libertad provisional bajo caución, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer del procedimiento penal para los efectos de su continuación.

…

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento de autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de auto de prisión preventiva, el Juez dictará las medidas adecuadas para garantizar la seguridad del quejoso y éste podrá ser puesto en libertad bajo caución conforme a la fracción I del artículo 20 constitucional y a las leyes federales o locales aplicables al caso, siempre y cuando el Juez o tribunal que conozca de la causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de esa persona, por no habérsele solicitado.

La libertad bajo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en razón del juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo.

…”

Si bien es verdad que en ninguna de las partes del artículo 136 de la Ley de Amparo vigente, se consigna que tratándose de la privación de la libertad a virtud de una orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente, la suspensión procede, con las limitaciones que enmarca la ley, cuando se trata de delitos graves, también lo es que una recta interpretación, que los Juzgadores de Amparo, han venido dando del párrafo quinto del numeral en comentario, es la de establecer en sus resoluciones de suspensión ya sea provisional o definitiva, que el legislador federal claramente se refiere a ese tipo de ilícitos al señalar que cuando la orden de captura se vincula con delitos que conforme a la ley no permitan la libertad provisional bajo caución, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito en el lugar que éste señale, únicamente en lo que se refiere a su libertad personal, y a la del juez del proceso para la continuación de éste.
De ahí que, cuando la suspensión definitiva tiene como materia un acto que afecta la libertad personal, emanada de una autoridad judicial y está en vías de ejecución, se otorga invariablemente la suspensión de tales actos, y se distingue si el delito es grave o no lo es; pues en la primera hipótesis el efecto de la medida es que el peticionario de garantías quede a disposición del juez constitucional en el lugar que éste señale, sólo por cuanto hace a su libertad personal, y a la del juez que deba juzgarlo para los efectos de la continuación del procedimiento penal; en tanto que, en la segunda hipótesis el efecto será que no se aprehenda al quejoso y éste quede a disposición del juez constitucional en lo tocante a su libertad personal y a la del juez de la causa para la continuación de dicho procedimiento, obviamente condicionada tal suspensión de los actos a cubrirse los requisitos y condiciones para el aseguramiento del propio quejoso.

Ahora bien, en el proyecto de la Ley de Amparo, en el artículo 164, ya se distingue la procedencia de la suspensión provisional y definitiva en tratándose de delitos que no son graves y los que si lo son, ya que en cuanto a la primera hipótesis se establece que procederá tanto la suspensión provisional como definitiva; en tanto que, en la segunda hipótesis refiere que no procede la suspensión provisional, y agrega, que excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

Atinadamente el proyecto de Ley de Amparo supera la omisión de la actual legislación en cuanto a distinguir la procedencia de la suspensión definitiva en tratándose de actos vinculados con delitos considerados como graves de lo que no lo son y que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento penal; sin embargo, la propuesta va a un más lejos, al darle facultades discrecionales al juzgador de amparo, para que, excepcionalmente, de acuerdo a las circunstancias del caso, conceda la suspensión definitiva, en actos vinculados con delitos considerados como graves.  Esta facultad discrecional parece generarse con motivo del requisito que se establece en la fracción III, del artículo 126 del proyecto en cita, que dice “que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho.”.  Requisito éste reconocido por los criterios jurisprudenciales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que ha venido a constituir uno de los avances más importantes en la evolución del juicio de amparo en las últimas décadas, pero sobre todo en actos de naturaleza administrativa, por no decir que únicamente.

De igual manera, no se pierde de vista que en las modificaciones que aluden a la suspensión, se trata de establecer un sistema equilibrado que permita que la medida cautelar cumpla cabalmente con su finalidad protectora, y que además, cuente con mecanismos que eviten y corrijan los abusos que desvía su objetivo natural, pues para ello se privilegia la discrecionalidad de los Jueces y se establecen elementos mínimos formales y sustantivos que deben cumplir las resoluciones suspensionales.  Asimismo, se faculta al órgano jurisdiccional para solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere convenientes para resolver sobre la suspensión definitiva

Sin embargo, no obstante que en relación a la suspensión en materia penal se precisan de forma clara los efectos de la medida suspensional, y en cuanto a la aplicación de la doctrina de la apariencia del buen derecho, se establece la obligación del juez de realizar un análisis ponderado entre la aplicación de ésta y la no afectación del interés social y el orden público, se estima que en la materia penal no puede ser aplicada dicha doctrina, pues no puede ser considerado como materia de discrecionalidad en el juzgador conceder la suspensión definitiva, en actos vinculados con delitos considerados como graves, ya que no es dable anticipar los efectos de la sentencia definitiva, aun cuando se tenga la convicción, como perito en derecho, que procede la tutela federal; también la aplicación de la apariencia del buen derecho impide anticipar al efecto tutelar el perjuicio al interés social o al orden público, pues cuando la violación se hace consistir en una restricción a la libertad personal es de interés social no suspender la ejecución del acto reclamado cuando se imputa al quejoso un delito considerado por las legislaturas tanto federal como locales, como grave, por el daño causado a un bien jurídico de gran entidad.

En ese orden de ideas, que el párrafo segundo del artículo 164 del proyecto de la Ley de Amparo, se modifique y quede de la siguiente manera: 

“Artículo 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.  El efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.  El efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer del procedimiento penal para los efectos de su continuación.

VILLAHERMOSA, TABASCO, A 20 DE OCTUBRE DE 2000.
ATENTAMENTE.

LIC. ALFREDO LOPEZ CRUZ

MAGISTRADO DEL PRIMER TRIBUNAL

UNITARIO DEL DECIMO CIRCUITO.

COMENTARIOS AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Título: Primero (Reglas Generales) y Título Segundo (de los Procedimientos de Amparo.

Capítulos: Del  Título Primero, el Capítulo VII (Improcedencia).

Del Título Segundo el Capítulo I ( El Amparo Indirecto).

Artículos: 59 fracciones XIV y XVI. 106 fracción V.

La causal de improcedencia de la acción de amparo, prevista en la fracción XIV del artículo 59 del proyecto, establece lo siguiente:

“XIV. Contra las resoluciones de Tribunales Judiciales, Administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la Ley Ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas.--- Se exceptúa de lo anterior: ---a) Cuando el acto reclamado importe peligro  de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación destierro o cualquiera de los prohibidos en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación Forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales; ---b) Cuándo el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, Autos de Formal prisión o de Sujeción a Proceso, resolución que establezca los requisitos para el otorgamiento de la libertad bajo caución, orden de arresto, o cualquier otro que ataque la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de la sentencia definitiva en el proceso penal ; y c) cuando se trate de terceros extraños al procedimiento.

Considero que el inciso a) no debe quedar únicamente en esta fracción como excepción al principio de definitividad porque los actos a que se refiere, pudieren ser realizados por autoridades distintas a los tribunales aún más en la eventualidad de que pudieren acontecer, generalmente provienen de autoridades administrativas, y por consiguiente sería más oportuno que se situara como una excepción al principio mencionado, empero en forma más extendida esto es que incluya a las autoridades administrativas, que son aquéllas en las cuales tales actos se realizan con mayor frecuencia. 

Por consiguiente propongo que al señalarse las excepciones al principio de definitividad en lo referente a los actos de autoridades administrativas, a las que alude la fracción XVI del artículo 59, se incluya el tipo de actos previstos en el inciso a) de la fracción anterior:

Para tal efecto propongo que el último párrafo de la fracción XVI pudiere redactarse como sigue:

“…No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de motivación y fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la constitución  y cuando se actualicen la hipótesis a que se refiere el inciso a) de la fracción que antecede”.
* el subrayado indica la modificación que se propone.

Por otra parte pudiere parecer contradictoria la redacción del citado inciso a) de la fracción XIV del artículo 59 del proyecto, porque por un lado se establece la improcedencia de la acción de amparo, contra actos dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales la ley conceda algún recurso o medio de defensa y sin embargo al indicarse en el citado inciso a) la mencionada excepción se precisa  que se trate entre otros, de actos que se traduzcan en ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial. 

Realmente no es lógico suponer que un tribunal realice actos, que ataquen a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, como concepto genérico.

Al menos desde el punto de vista formal, los actos que realiza un tribunal son calificados como judiciales y como tales corresponden al procedimiento judicial.

Por otro lado debe puntualizarse que las excepciones al principio de definitividad en materia del procedimiento penal, seguido ante juez, se precisan con claridad en el inciso b) de la propia fracción y ante tal especialidad de la ley debe especificarse en el inciso a) que los ataques a la libertad a los que se alude no tienen relación con el procedimiento penal judicial, esto es del seguido ante el juez de la causa.

Por ende propongo que se suprima de ese inciso a) el concepto de ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, y únicamente se refiera a ataques a la libertad personal especificando que dichos actos sean ajenos al procedimiento penal seguido ante el juez de la causa, y al quedar del modo que se propone, la excepción al principio de definitividad, protegería la libertad, de cualquier tipo de ataque, en contra de autoridades administrativas o judiciales (ajenas al procedimiento penal seguido ante el órgano judicial), en consecuencia, propongo que la redacción del inciso a) de la fracción XIV del artículo 59 sea como sigue:

“ … Se exceptúa de lo anterior: “ a) cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación, destierro, ataques a la libertad personal, fuera del procedimiento penal seguido ante autoridad judicial o cualquiera de los prohibidos en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales;

* se propone suprimir el concepto “ fuera de procedimiento judicial”

*el subrayado es la modificación  que se propone. 

La fracción XIV del artículo 59 del proyecto se refiere a actos que provengan de Tribunales judiciales administrativos o del trabajo, en consecuencia se trata de actos relacionados con el juicio, que pudieren ser fuera de juicio, después de concluido, (ver fracción IV del artículo 106 del proyecto) o en juicio, (ver la fracción V del  artículo 106 del proyecto).

Conviene precisar la redacción de la mencionada fracción V del artículo 106 del proyecto que dice: “Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes”.

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que por actos de imposible reparación debe entenderse aquéllos que afecten de manera cierta e inmediata derechos públicos subjetivos previstos en la Constitución General de la República, concepto que considero que debe precisarse en el proyecto y no simplemente que se defina como efectos de imposible reparación los actos que afecten derechos sustantivos, pues ello en mi opinión pudiere incluir algún derecho previsto en alguna ley ordinaria, lo cual es ajeno a la interpretación del máximo tribunal de la nación y de la noción que se ha tenido  de dicho concepto, en estos últimos años en la práctica judicial del Juicio de amparo.

De modo que propongo que la fracción V del artículo 106 del proyecto se redacte de la siguiente forma: “contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten de manera directa e inmediata derechos públicos subjetivos previstos en la Constitución General de la República o constituyan violaciones procesales relevantes ”.

Estos conceptos de actos relacionados con el juicio (fuera, después de concluido y dentro), tienen vinculación con el tema relacionado con la causal de improcedencia de la acción de amparo, prevista en el artículo 59 fracción XIV que se analiza, pues esta última se refiere a actos que provengan de tribunales, que son los órganos del Estado en los que de manera natural se desenvuelve y desarrolla el juicio.

Si la Suprema Corte ha establecido que debe entenderse como actos de ejecución irreparable aquéllos que afecten derechos públicos subjetivos previstos en la constitución, como la propiedad, posesión o la libertad; que además dicha afectación tienen como característica que trasciende al proceso e irrumpe de manera directa e inmediata dichos derechos fundamentales; a diferencia de las afectaciones intraprocesales que  se limitan al procedimiento en sí y sólo se actualiza su afectación hasta la sentencia definitiva que se dicte en el juicio; debe concluirse que los actos dentro de juicio de ejecución irreparable, que provengan de Tribunales judiciales administrativos o del trabajo, deben incluirse como una excepción al principio de definitividad, pues precisamente su característica es una afectación directa e inmediata a un derecho constitucional y por ende fundamental, que requiere un conocimiento directo y pronto, del órgano garante de la constitución.

Por lo tanto propongo que se incluya como una excepción al principio de definitividad los actos emitidos por los citados tribunales que se dicten dentro de juicio que sean de ejecución irreparable. 

La redacción del artículo 59 fracción XIV en relación con sus excepciones que se propone es la siguiente:

Se exceptúa de lo anterior: a)… b)…c)… d).- cuando se trate de actos dentro de juicio cuyos efectos  sean de imposible reparación.

Es decir, incluir el inciso d).

Esta última propuesta, se apoya en la tesis LVI/2000, relacionada con la Contradicción de tesis número 82/99- SS sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que no constituye jurisprudencia, porque no trató el tema central de la contradicción que se resolvió, cuyo rubro es el siguiente: “DEFINITIVIDAD. EXCEPCIONES A ESE PRINCIPIO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

VILLAHERMOSA TABASCO A 20 DE OCTUBRE DE 2000.
ATENTAMENTE

LIC. GONZALO EOLO DURAN MOLINA.

JUEZ SEGUNDO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE TABASCO.

PONENCIA 1

Esta ponencia guarda relación con las notificaciones al tercero interesado, en los juicios de amparo indirecto, cuando se ignora su domicilio.

Este estudio tiene como propósito:

a) Sostener la justificación de incluir en el proyecto de Ley de Amparo, en el capítulo de notificaciones, lo referente a que cuando se ignore el domicilio del tercero interesado, se:

a). 1. requiera a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado (regla general); y,

a). 2. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen (regla específica).
b) Que se debe adicionar la hipótesis de que el llamamiento al tercero interesado se haga por conducto del apoderado o representante que así aparezca reconocido en el juicio o procedimiento administrativo del que  emana el acto reclamado.

Por lo que hace a la primera situación (identificada con el inciso a)), se tiene que la Ley de Amparo vigente, en el Libro Primero, del Amparo en general, Título Primero, reglas generales, Capítulo IV, de las notificaciones, en su artículo 30, fracción II, dispone:

“ARTÍCULO 30. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la autoridad que conozca del juicio de amparo, del incidente de suspensión o de los recursos correspondientes, podrá ordenar que se haga personalmente determinada notificación a cualquiera de las partes, cuando lo estime conveniente; y, en todo caso, el emplazamiento al tercero perjudicado y la primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio, se harán personalmente.

“Las notificaciones personales se harán conforme a las reglas siguientes:

“II. Cuando no conste en autos el domicilio del quejoso, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, la notificación se le hará por lista. En cambio, si no consta en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, el empleado lo asentará así, a fin de que se dé cuenta al presidente del Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, al Juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que dicten las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio. Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señale el Código Federal de Procedimientos Civiles; y.....”

Por su parte, el artículo 26, fracción II, inciso b), del proyecto de Ley de Amparo, establece:

“Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

“III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto:

“b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; y.......”

Del análisis comparativo de estos preceptos, se advierte que la Ley de la materia prevé la necesidad de emplazar al tercero (perjudicado) interesado en el juicio de amparo; en atención a que tiende a observar la garantía de audiencia y así otorgarle la oportunidad legal de comparecer al mismo y defender sus intereses, haciendo las alegaciones que considere convenientes y ofrecer todas las pruebas para ese efecto.

Del artículo 147, en relación con los diversos 5o., fracción III, 30 y 91, fracción IV, todos de la Ley de Amparo vigente, se desprende que los terceros interesados son parte en el juicio de garantías y que su emplazamiento al mismo constituye una formalidad del procedimiento cuya omisión obliga al superior jerárquico del juez de Distrito a revocar la sentencia de amparo y ordenar la reposición del procedimiento.

La falta de emplazamiento en un juicio, constituye la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, si el tercero (perjudicado) interesado es parte en el juicio de amparo conforme a lo dispuesto en el artículo 5o., fracción III, de la Ley de Amparo, es inconcuso, que en términos de los artículos 30, 147 y 167 de la propia ley, debe ser legalmente emplazado, y que la omisión a ese respecto, dada su trascendencia en las demás formalidades esenciales del procedimiento, tiene como efecto que el tribunal que conoce del amparo directo o de la revisión, mande reponer el procedimiento o, en su caso, revoque la sentencia dictada en el juicio constitucional y ordene la reposición del procedimiento para que se subsane la referida violación procesal. Ello obedece, en primer lugar, al cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento, cuya observancia ha de exigirse con mayor rigor a los tribunales que constituyen órganos de control constitucional, además, a la necesidad de que el tercero interesado, como parte en el juicio de garantías, esté en posibilidad de ejercer sus derechos procesales.

Esta idea ha sido plasmada en diversos criterios jurídicos, como es la jurisprudencia P./J. 44/96, emitida por el Pleno del más alto Tribunal de la Nación, publicada en la novena época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo IV, correspondiente al mes de  julio de 1996, página 85, que dice:
“TERCERO PERJUDICADO EN EL JUICIO DE AMPARO. SI NO FUE EMPLAZADO DEBE ORDENARSE LA REPOSICION DEL PROCEDIMIENTO, SIN QUE OBSTEN LAS CIRCUNSTANCIAS ESPECIALES Y MODALIDADES QUE SE IMPONGAN EN LA SENTENCIA QUE CONCEDA EL AMPARO.  Tomando en consideración que la falta de emplazamiento o la práctica irregular de dicha formalidad a las partes, en un juicio, constituye la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, si el tercero perjudicado es parte en el juicio de amparo conforme a lo dispuesto en el artículo 5o., fracción III, de la Ley de Amparo, es inconcuso, que en términos de los artículos 30, 147 y 167 de la propia ley, debe ser legalmente emplazado, y que la omisión a ese respecto, dada su trascendencia en las demás formalidades esenciales del procedimiento, tiene como efecto que el tribunal que conoce del amparo directo o de la revisión, mande reponer el procedimiento o, en su caso, revoque la sentencia dictada en el juicio constitucional y ordene la reposición del procedimiento para que se subsane la referida violación procesal. Ello obedece, en primer lugar, al cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento, cuya observancia ha de exigirse con mayor rigor a los tribunales que constituyen órganos de control constitucional, que también han de respetar la secuencia lógico jurídica que impone todo procedimiento y, además, a la necesidad de que el tercero perjudicado, como parte en el juicio de garantías, esté en posibilidad de ejercer sus derechos procesales. Esto, no solamente como una eficaz defensa de los respectivos intereses de las partes, tanto en el juicio principal como en el incidente de suspensión, en su caso, sino también como una oportunidad para proponer las cuestiones de orden público que pudieran advertirse durante la tramitación correspondiente, cuya legal acreditación determinaría obligadamente el sentido del fallo definitivo que al efecto se pronuncie; para interponer asimismo, los medios de impugnación que contra éste u otras resoluciones procedieran y, de una manera fundamental, para preservar los derechos de quienes puedan verse afectados por el cumplimiento de una sentencia ejecutoria pronunciada en un juicio de amparo, cuya ejecución es indefectible. Por tanto, la determinación del tribunal de considerar innecesario o intrascendente, llamar a juicio al tercero perjudicado cuyo emplazamiento oportuno fue omitido, porque en la sentencia que resuelve el fondo del asunto, se concede el amparo, bien sea por falta de fundamentación y motivación o por cualquiera otra circunstancia, siempre que el fallo sea protector, viola los principios fundamentales del juicio de amparo.

Del examen armónico de los artículos 24, 25, 28 y 30 de la Ley de Amparo vigente y 305 y 307 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, sólo se advierte que la consecuencia de que cuando el quejoso, el tercero (perjudicado) interesado, o la persona extraña al juicio, no señalen un domicilio para oír notificaciones en el lugar de la residencia del Juzgado de Distrito relativo, las notificaciones, incluyendo las personales, se les harán por lista. Esto tiene como finalidad el preservar los derechos de quienes puedan verse afectados por el cumplimiento de una sentencia ejecutoria pronunciada en un juicio de amparo, cuya ejecución es indefectible.

No debe desatenderse que las reglas para las notificaciones regulan, desde la primera comparecencia del quejoso, el emplazamiento a las autoridades responsables y al tercero (perjudicado) interesado, y la primera notificación a la persona extraña al juicio, para no confundir esas reglas con la específica disposición prevista en el artículo 25 de la Ley de Amparo que, indudablemente, tiene una diversa teleología: la igualdad de las partes en el proceso; y tampoco desatender que el legislador no limitó esa norma al hecho de que los interesados hubieran señalado domicilio para recibir notificaciones en la residencia de los Juzgados de Distrito.

La Ley vigente establece que cuando no conste en autos el domicilio del tercero (perjudicado) interesado, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, por no tratarse de la primera notificación, debe realizarse por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso al juzgado, de acuerdo con lo ordenado por la fracción III, del artículo 28, de la Ley de Amparo vigente, toda vez que cuando el juez de Distrito desconoce el domicilio de los terceros, para hacerles las notificaciones de carácter personal, debe procederse conforme a la aludida fracción y notificárseles por lista los acuerdos ulteriores al emplazamiento, sin que para ese efecto tenga que acudirse en forma supletoria al Código Federal de Procedimientos Civiles, y hacerse la referida notificación por rotulón o por edictos, en virtud de que la Ley de Amparo contiene, en el libro primero, capítulo cuarto, el procedimiento a seguir cuando se trata de las notificaciones personales, ya sea por vez primera o las subsecuentes en el juicio.

Si en una demanda de amparo se señala como domicilio del tercero (perjudicado) interesado, el que éste indicó ante la autoridad responsable para oír y recibir notificaciones, ello es suficiente para tener por satisfecho el requisito de procedibilidad que tutela el proyecto de Ley de Amparo (artículo 26, fracción III, inciso b), pues independientemente de que se trate de un domicilio convencional, brinda la posibilidad de que en ese lugar aquél pueda ser emplazado para ocurrir al juicio de garantías; además en última instancia será el notificador del juzgado de Distrito, quien se cerciore de que en efecto se trata de su domicilio.

Sin embargo, si no se cuenta  con el domicilio del tercero, la reforma de ley, de manera categórica y con acierto prevé que: “Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen.”
Lo anterior obedece a que en el proyecto de Ley, se condiciona a que: 1. la responsable tenga registrado el domicilio del tercero; de ahí que si la Autoridad responsable (regla general) cuenta con los datos suficientes para informar al Juez de Amparo el último domicilio que la contraparte del quejoso señaló para recibir notificaciones; allí es donde se le debe correr traslado de la demanda de garantías; y, 2. Ese llamamiento a juicio (en el domicilio señalado por una de las partes del juicio original), solamente se conferirá a los casos en que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial; siempre y cuando el acto impugnado provenga  de un conflicto jurisdiccional; de tal suerte que no exista duda que (en el domicilio señalado para recibir notificaciones) deberá constituirse el fedatario comisionado, a notificar al tercero de la existencia del juicio de garantías.

Corrobora esta postura la tesis  editada en la octava época, del Semanario Judicial de la Federación, tomo XII-Diciembre, página 868, que dice:

“EMPLAZAMIENTO DEL TERCERO PERJUDICADO, ES LEGAL EL PRACTICADO EN EL DOMICILIO SEÑALADO EN EL JUICIO NATURAL.  Es legal el emplazamiento del tercero perjudicado que se lleva a cabo en el domicilio que señaló el quejoso, y que, a su vez, la tercera perjudicada señaló para oír y recibir notificaciones en el juicio del que emana el acto reclamado, pues tal notificación se ajusta a lo dispuesto en la última parte de la fracción I del artículo 30 de la Ley de Amparo que señala: "Si la notificación debe hacerse en la casa o despacho señalado para oír notificaciones, el notificador entregará el citatorio a las personas que vivan en esa casa o se encuentren en el despacho, asentando razón en el expediente. El citatorio contendrá síntesis de la resolución que deba notificarse", por lo que debe considerarse correcto que se buscará al tercero perjudicado en el domicilio procesal que designó en el juicio de origen, ya que para no haberlo hecho así y exigir que se le hubiera buscado en su domicilio particular, era menester que la inconforme hubiera acreditado que ya había concluido en todas sus fases el procedimiento original y cesado, por tanto, los efectos de la designación del despacho que señaló para recibir y oír notificaciones.”

Ha existido la práctica (uso y la costumbre) de los juzgados de Distrito, de encomendar las notificaciones a las autoridades señaladas como responsables en los juicios de amparo, lo que equivale  a que la laguna de la ley se haya visto superada por la interpretación jurisdiccional de los tribunales federales, ocasionando que se distraigan las labores encomendadas a las autoridades responsables; y ello, no tiene explicación existiendo en los Juzgados actuarios y secretarios a quienes está encomendada esa tarea.

Esta reforma recoge la práctica forense, que ante la situación de ignorar el domicilio del tercero interesado, el quejoso se vio en la necesidad de  aducir el que aparecía señalado en el juicio natural; la razón de esto estribó en que el que se dice agraviado, como el tercero (perjudicado) interesado, son parte del procedimiento donde emana el acto reclamado, puesto que es lógico admitir que solamente de esa manera veraz  el impetrante de garantías es que conoce los datos respectivos del domicilio de aquél; y los Jueces Federales  los tuvieron como tales; ya que si incumbía a ellos el dictar las medidas que estimaren pertinentes con el propósito de que se investigara su domicilio; es inconcuso, que al tratarse de un dato objetivo e indudable el domicilio precisado en el juicio de origen, entonces, se atendió a él.

Con relación a ese punto, así lo sostuvo  la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la quinta época, en la tesis visible en el tomo LXXXIII, del Semanario Judicial de la Federación, página 3378, bajo el texto:

“TERCER PERJUDICADO, NOTIFICACIONES AL.  Si en una demanda de amparo, aunque se señale el nombre del tercer perjudicado, no se indica el domicilio de éste, y solamente se alude a que puede ser notificado por conducto de la autoridad responsable, debe decirse que si bien éste puede constituir un medio hábil de hecho, para hacer de su conocimiento la demanda interpuesta y de emplazarlo para que concurra el juicio de garantías, si lo estima pertinente, no constituye el medio legal de efectuarse tal acto; pues aunque es cierto que ha existido la práctica de los Tribunales Federales, de encomendar estas notificaciones a las autoridades señaladas como responsables en los juicios de amparo, también lo es que el uso y la costumbre no pueden entrañar causa bastante para la inobservancia de la ley, y esta práctica frecuentemente ocasiona entorpecimiento en las labores propias encomendadas a las autoridades responsables y no tiene explicación existiendo en los Tribunales Federales funcionario y empleados a quienes está encomendada la misión respectiva. Por tanto, es justificado el auto del Juez de Distrito, que tuvo por interpuesta la demanda, sin que tenga aplicación supletoria al caso el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que ordena que las notificaciones a las personas cuyos domicilios se ignoren, se hagan por medio de edictos en los periódicos, puesto que la propia disposición no puede regir sino en los casos no previstos por la Ley de Amparo, y además, no puede conceptuarse, que en el caso, exista la ignorancia absoluta del dato, a cuyo caso exclusivamente rige el citado artículo 315.”
La ley de Amparo vigente, en su artículo 30, fracción II, obliga al Juez de Distrito a dictar las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue el domicilio cuando no conste en autos el domicilio del tercero (perjudicado) interesado y esta orden conlleva la obligación a realizar las indagaciones tendientes a ese fin, como pudiera ser ante dependencias policiacas por si dicho tercero tuviera antecedentes penales o del orden administrativo; en el Registro Público de la Propiedad por si a su nombre estuviera inscrito algún inmueble; en el ayuntamiento para el caso de que se hubiese registrado algún negocio; en el directorio telefónico; en el Departamento de Tránsito del Estado; de la información recabada en el Instituto Federal Electoral, de las oficinas que brindan un servicio público, como son la Comisión Federal de Electricidad, Teléfonos de México, etcétera, en las oficinas fiscales, o bien en las constancias del juicio natural del que deriven los actos reclamados. De ahí que  si se requiere a la Autoridad responsable para que proporcione el domicilio que ante ella se hubiera señalado, es indudable que con tal postura se respetan las reglas fundamentales del procedimiento de Amparo. 

En concordancia con lo anterior se cita el criterio editado en el Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo VII-Enero, página 500, que dice:

“TERCERO PERJUDICADO. EL DOMICILIO QUE SEÑALO PARA OIR Y RECIBIR NOTIFICACIONES ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE ES SUFICIENTE PARA TENERLO COMO TAL EN EL JUICIO DE AMPARO.  Si en una demanda de amparo se señala como domicilio del tercero perjudicado, el que éste indicó ante la autoridad responsable para oír y recibir notificaciones, ello es suficiente para tener por satisfecho el requisito a que se refiere la fracción II del artículo 116 de la Ley de Amparo, pues independientemente de que se trate de un domicilio convencional, es factible que en ese lugar aquél pueda ser emplazado para ocurrir al juicio de garantías; además en última instancia será el notificador quien se cerciore de que en efecto se trata de su domicilio y si no fuere así, se procedería como se señala en el numeral 30, fracción II, de la aludida ley reglamentaria del juicio, esto es, que si no se hiciere designación alguna, la notificación se le haría por lista o bien de no constar en autos el domicilio, el juez o la autoridad conocedora del amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de investigar su lugar de residencia y si aún así se ignora, el emplazamiento debe hacerse por edictos a costa del quejoso. No obstante lo anterior, si el tribunal de control constitucional tuvo por no interpuesta la demanda de referencia conforme a lo ordenado en el artículo 146 de la multicitada Ley de Amparo, porque al parecer el quejoso no subsanó esa deficiencia a pesar de habérsele requerido a ello, su resolución es incorrecta. Consecuentemente procede revocarla a efecto de que se admita la demanda.”

También al respecto se invoca la  tesis consultable en el Semanario Judicial de la Federación, séptima época, tomo 133-138, Sexta Parte, página 206, que cita:

“DOMICILIO DEL TERCERO PERJUDICADO.  El artículo 116, fracción II, de la Ley de Amparo, establece la obligación del quejoso de proporcionar el domicilio del tercero perjudicado. El artículo 30, fracción II, señala que cuando no conste en autos el domicilio del interesado, el Actuario dará cuenta y, salvo que se le ordene que investigue el domicilio, la notificación se hará por lista. Y conforme al artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, cuando hubiere que citar al juicio a alguna persona cuyo domicilio se ignore, la notificación se hará por edictos. Ahora bien, dado que el juicio de amparo ha sido establecido para tutelar los derechos constitucionales de los ciudadanos, y que su protección debe incluir aun a quienes carezcan de grandes medios económicos para la tramitación del juicio, se debe estimar que cuando la parte quejosa reclama un acto mediante el cual la autoridad responsable ha resuelto un negocio en favor de la parte tercera perjudicada, es lícito que el quejoso solicite, si ignora el domicilio de esa tercera, que el emplazamiento se le haga por conducto de la autoridad responsable. O al menos, es lícito pedir a esa autoridad que sea ella la que proporcione su domicilio, ya que es obvio que dicha autoridad debe conocerlo, sin que el quejoso esté obligado a ello y la autoridad no puede eludir esa obligación diciendo que es otra dependencia del mismo órgano gubernamental la que tiene conocimiento del domicilio de la tercera, pues en todo caso debe obtener el dato de ese otro órgano. Así, si el quejoso reclama del Procurador de las Colonias Populares actos relacionados con la titulación de una casa, ese Procurador está legalmente obligado a saber y proporcionar el domicilio de la tercera perjudicada a quien haya reconocido derechos sobre esa casa, en conflicto con los derechos que alega el quejoso. Y no sería lícito que soslayara su obligación con el argumento de que es otra dependencia (en este caso, la Dirección de la Habitación Popular) la que tiene la documentación relativa al inmueble. Y el Juez a quo debe insistir, con medidas de apremio si se hace necesario, en que la autoridad responsable obtenga de la oficina pertinente ese domicilio y haga el emplazamiento, o bien en que le proporcione dicho domicilio para que el Actuario sea quien lo haga. Por lo demás, antes de exigir al quejoso el gasto de publicaciones para localizar al tercero, se deben analizar la cuantía del negocio y las posibilidades económicas de dicho quejoso, a fin de que en su caso se mande al Actuario investigar el domicilio (o a la Policía Judicial Federal) antes de acudir al sistema de publicaciones pagadas por dicho quejoso.
Esta hipótesis, representa  una novedad procesal, porque en todos los casos en que existe tercero interesado, se encuentra de por medio un bien jurídico disputado; de tal suerte que  ante la existencia de un acto de molestia de la Autoridad responsable, es porque la decisión adoptada por aquella favoreció al que insta el juicio  Constitucional; y si ésta conoce el paradero de aquél es inexcusable que en el expediente de origen aparecen los datos en donde se puede llamar a esa persona; de ahí que se justifique la reforma.

Ahora, si bien es cierto que no todo sitio que se señale para oír notificaciones corresponde exactamente al domicilio del tercero (perjudicado) interesado, también lo es que si este contendiente en el juicio natural aduce como tal “los estrados” del juzgado; es indudable que será en ese sitio (tratándose de conflictos judiciales) en que allí se le llame al juicio constitucional; salvaguardando así la garantía de audiencia de los gobernados.

No sucederá lo mismo si ante el llamamiento del demandado, éste como contesta la demanda y se le acusa rebeldía; en esos casos, “los estrados” (sitio determinado por la responsable para que aquél oiga notificaciones); no se debe tener como tal en el juicio de garantías; simplemente porque ante esa eventualidad no existe la seguridad de que la contraparte del quejoso haya tenido conocimiento de la existencia del juicio de Amparo; por lo que en este caso se deben agotar todos los medios para que sea oído y vencido en juicio.

Con relación a este particular se cita la tesis II.1o.C.T.10 K, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo II,  del mes de diciembre de 1995, página 510, con el rubro y texto:

“DEMANDA DE AMPARO. NO ES MOTIVO PARA TENERLA POR NO INTERPUESTA, SI SE DESCONOCE EL DOMICILIO DEL TERCERO PERJUDICADO.  Si el quejoso al dar cumplimiento al acuerdo mediante el cual el juez constitucional lo requirió para que precisara el domicilio correcto y actual del tercero perjudicado, manifestó que ignoraba su domicilio particular, y aclaró que señaló como domicilio para oír notificaciones los estrados de la autoridad responsable; el juez de Distrito debe tener por cumplimentada la prevención de mérito, toda vez que si el quejoso ignora el domicilio particular del tercero perjudicado, no lo puede obligar a que informe algo de lo cual tiene desconocimiento total, y si de los autos del juicio principal se desprende que el domicilio que señaló el tercero perjudicado es el de los estrados de la responsable, con ello, se debe tener por cumplimentada la prevención en comento, a más, de que el artículo 30, fracción II de la Ley de Amparo, establece las reglas de notificación cuando no conste en autos el domicilio del tercero perjudicado.”

Al mismo tiempo es pertinente decir que si para la fecha en que se pone en movimiento a la justicia federal, el juicio donde derivó el acto reclamado ya concluyó; es decir, se dictó sentencia y ésta causó ejecutoria; aun en esos supuestos, ante el desconocimiento del domicilio del tercero (perjudicado) interesado, se debe notificar en el último domicilio que se haya señalado en el juicio natural, dado que a este respecto la reforma es categórica, y acertada, en el sentido de que “Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen.”

Por otra parte, respecto a que la notificación se lleve a cabo por conducto del apoderado o persona autorizada por el tercero interesado en el juicio natural; identificándose esta postura bajo el inciso b), se tiene:

De conformidad con la Ley de Amparo y el Código de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, las notificaciones personales, son aquellas en las que de manera directa realiza el actuario a la persona notificada, a diferencia de las que se hacen por cédula o por lista.

Ahora bien, si el Juez de Distrito ordena que el actuario haga la notificación personal al tercero interesado por conducto del autorizado de éste para recibir notificaciones, debe decirse que como esta autorización le confiere un mandato específico, en el juicio de origen, la notificación hecha al abogado expresamente autorizado, vale como notificación personal, de acuerdo a la práctica constante de los tribunales.

Esto es así, en razón de que si en el proyecto de Ley de Amparo se prevé que el juicio de garantías puede instarse por conducto del quien tenga reconocida la representación del quejoso ante la autoridad responsable, según lo previene el artículo 10 del proyecto; esa misma línea debe seguirse para con el tercero (perjudicado) interesado; puesto que tal calidad descansa en la Institución de la representatividad legal de las partes, en juicios contenciosos.

Además, debe agregarse que si el apoderado de uno de los contendientes del juicio natural, se le reconoce como representante del interés jurídico de aquél; entonces, debe seguir rigiendo ese carácter ante el Tribunal de Amparo, puesto que como tal se le reconoce, de conformidad a la ley vigente, entratándose del amparo directo.

Al mismo tiempo, es pertinente decir que de aceptarse esta propuesta, entonces en el capítulo de responsabilidades y sanciones, se debe incluir una medida disciplinaria a aquél “apoderado o representante legal”, que si habiéndose llamado a juicio a un tercero (perjudicado) interesado, no lo hace del conocimiento o no defiende el interés de su representado, será responsable de: a) la comisión de un delito; o, b) la reparación del daño.

Así concluyó la Tercera Sala, de la Suprema Corte de Justicia, en la Quinta Epoca, en la tesis consultada en el tomo: LXXXVI, del Semanario Judicial de la Federación, página 1552, del tenor:

“TERCERO PERJUDICADO, DOMICILIO DEL.  La fracción I del artículo 30 de la Ley de Amparo, no faculta al quejoso para señalar como domicilio del tercer perjudicado, el del abogado; y si bien la propia ley se refiere a las diversas personas a quienes puede dejarse el citatorio respectivo y entregarse las copias correspondientes, esto es en el supuesto de que la diligencia se practique en el domicilio del tercer perjudicado, y no en el del abogado a quien se haga aparecer como un director.”
También, es atinente decir que si para la fecha en que se pone en movimiento a la justicia federal, el juicio donde deriva el acto reclamado  causó ejecutoria; aun en esos supuestos, al tercero (perjudicado) interesado, se le debe llamar a juicio por conducto del apoderado o su representante legal; puesto que él es el que debe responder de todas las consecuencias jurídicas de su representado respecto al juicio en el que se le otorgó ese carácter.

Atentamente

HECTOR LANDA RAZO Y JUECES DE 

DISTRITO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO

PONENCIA 2

CONTRIBUYENDO AL PERFECCIONAMIENTO DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO
Por ser la aplicación diaria de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales una tarea preponderante en el que hacer diario de los Juzgados de Distrito, es preciso que el proyecto de la nueva Ley de Amparo elaborado por la comisión para recibir las distintas propuestas de la sociedad respecto del estado actual y perspectivas de la legislación en materia de garantías, sea lo más claro posible, para una mayor eficacia en la aplicación del control constitucional, por cuyo motivo me permito hacer alusión al artículo 120 de dicho proyecto, el cual en lo conducente señala:

"…Si al presentarse un documento con anterioridad a la audiencia alguna de las partes lo considera falso, podrá impugnarlo incidentalmente en un plazo de tres días. Si la objeción se hiciere en la audiencia constitucional, el órgano jurisdiccional de amparo la suspenderá para continuarla dentro de los diez días siguientes; en la reanudación de la audiencia se presentarán las pruebas relativas a la autenticidad del documento. En este caso, si se trata de las pruebas testimonial, pericial o de inspección judicial se estará a lo dispuesto por el artículo 117, con excepción del plazo de ofrecimiento que será de tres días contado a partir del día siguiente de la fecha de suspensión de la audiencia…"

Luego, de tal texto se desprende que la finalidad de ese artículo es conceder legitimación a las partes del juicio de amparo en debido acatamiento al principio de defensa para la impugnación de falsedad,  específicamente en relación a los documentos que se alleguen al sumario, sin embargo, no debe perderse de vista que el texto de dicho artículo no contiene limitación alguna, lo que podría traer como consecuencia el abuso de dicho derecho, hasta llegar al extremo de considerar que la propia demanda de garantías puede ser objeto de falsedad a través de un incidente promovido con ese fin.

Se sostiene lo anterior, porque la finalidad del juicio de amparo es determinar precisamente la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, con base en los argumentos que plantee el quejoso y a la luz de los elementos de prueba que las partes alleguen ante el juzgador, empero, de ninguna manera puede concluirse que el escrito inicial de este juicio tenga el carácter de aquellos documentos a que se refiere el artículo transcrito, porque si bien es verdad el mismo da la oportunidad a las partes para objetar los documentos ofrecidos por cualquiera de ellas, también lo es que esas objeciones indudablemente deben hacerse pero respecto a las pruebas que las partes pudieran ofrecer para acreditar sus aseveraciones, mismas que tienen distinta naturaleza a la propia demanda de garantías, pues como bien lo ha sostenido el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, en la tesis por él emitida en sesión celebrada el veintinueve de marzo de mil novecientos noventa y seis, dentro del amparo en revisión 523/96, promovido por Guadalupe Rodríguez Ibarra, la demanda de amparo es el acto procesal a través del que el quejoso ejercita la acción constitucional; de ahí que, es obvio no puede plantearse su objeción, ya que la razón que le asista o no al promovente será materia de prueba durante la tramitación del juicio.

Así pues, considero que la redacción del citado artículo es ambigua y por tal motivo podría traer como consecuencia el abuso del derecho a la objeción de documentos concedido a las partes, hasta el extremo de que se haga nugatoria la pronta y expedita aplicación de la Justicia Federal; por tanto, mi contribución consiste en que al texto del citado numeral se adhiera la aclaración para no dejar lugar a duda, de  que la demanda de garantías no puede ser materia de objeción, sino en todo caso de prueba. 

En relación a este particular cabe invocar la tesis I.3o.C.8 K, sustentada por el  Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página 614, del  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo III, correspondiente al mes de mayo de 1996, que reza:

“DEMANDA DE GARANTIAS, DOCUMENTOS OBJETABLES A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 153 DE LA LEY DE AMPARO, NO LO CONSTITUYE LA.  La demanda de garantías no puede considerarse que tenga el carácter de aquellos documentos a que alude el artículo 153 de la Ley de Amparo, que da oportunidad a las partes para objetar los documentos ofrecidos por cualquiera de ellas, dado que el artículo invocado hace relación a los documentos que como pruebas pueden ofrecer las partes en un juicio de garantías y que son distintos al escrito de demanda, por ser éste únicamente el acto procesal por virtud del cual el quejoso ejercita su acción, por tanto no es admisible la objeción respecto del escrito de demanda de garantías, como en forma equivocada se pretende sostener.”

Atentamente

HECTOR LANDA RAZO Y JUECES DE 

DISTRITO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO

PONENCIA  3

Esta ponencia tiene como finalidad señalar algunos aspectos que a consideración de los suscritos se debe modificar el proyecto de Ley de Amparo; y para ello se hace una breve reflexión.

TEXTO MODIFICADO

Artículo  123. La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición de parte.

Para evitar una incorrecta interpretación se propone cambiar “del quejoso” por “de parte”. 

TEXTO ADICIONADO

Artículo 124. La suspensión se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada y fuerza aérea nacionales.

En este caso la suspensión se decretará en el auto de admisión de la demanda comunicándose sin demora a la autoridad responsable, por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional.

Se estima que debe agregarse el párrafo antes transcrito en virtud de que el artículo no establece los efectos de la suspensión de oficio y de plano.

TEXTO MODIFICADO Y ADICIONADO

Artículo 125. La suspensión procederá de oficio pero se sujetará al trámite previsto para la suspensión  a instancia de parte, en los siguientes casos:   

I. Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y 

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Los  efectos de esta suspensión serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el Juez las medidas pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados.

También se debe de incluir los efectos  de la suspensión de oficio, y se propone cambiar la “Y” por “pero”,  para dejar  claro la suspensión de oficio y de plano y la suspensión de oficio.

TEXTO MODIFICADO

Artículo 126. Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que se solicite expresamente

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público

III. Que con la ejecución del acto reclamado se puedan causar daños y/o perjuicios al agraviado
La suspensión puede solicitarse por persona diversa del quejoso, por lo que propone modificar la fracción I.

La fracción III de  éste artículo puede  ocasionar un grave riesgo en el equilibrio  procesal entre las partes, por que la apariencia del buen derecho queda no sólo al criterio, sino, inclusive al capricho del juzgador, quien podría incluso incurrir en el delito contra la administración de la justicia al otorgar una ventaja indebida a alguna de las partes.

Artículo 127. Se estima que el segundo párrafo de este artículo es un gran avance en la finalidad del amparo, por que se concientiza sobre la magnitud, limitaciones y trascendencia del interés social.

TEXTO MODIFICADO

Artículo 129. Cuando el acto emane de  una controversia  judicial, administrativa, agraria o laboral, en la que haya intervenido el quejoso, éste no estará obligado a demostrar su interés jurídico para obtener la suspensión, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso, será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.

TEXTO MODIFICADO
Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, surtirá sus efectos hasta que el quejoso otorgue garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con ella se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía.

TEXTO MODIFICADO

Artículo 131. Se propone suprimir el último párrafo que establece: “o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente” en virtud de que atentaría contra el equilibrio procesal de las partes en el juicio de amparo.

Artículo 134. Se estima que en el caso  del primer párrafo del proyecto, existe una confusión al relacionar el precepto 134 del Proyecto con el 139 de la ley vigente, pues en ésta, no obstante que habla de “el auto en que un Juez de Distrito conceda la suspensión surtirá sus efectos desde luego…”, pero enseguida dice “…aunque se interponga el recurso de revisión…”. Esto último debe interpretarse forzosamente como que se refiere a la suspensión definitiva, lo cual resulta congruente con la mecánica y aplicación de las reglas sobre la suspensión del acto.
En cambio de una simple lectura del artículo 125 de la ley actual, claramente se advierte que la suspensión se concederá, en los casos en que se pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero,  “si el quejoso otorga garantía bastante…”; de lo que se advierte que la redacción incluye un si condicional, de modo que en la actualidad, y de acuerdo a la propia  ley vigente, para que surta sus efectos la suspensión debe exhibirse previamente la garantía.

De aprobarse el texto del proyecto en sus términos, en primer lugar atentaría contra la regla procesal contenida en el artículo 136 fracción II del propio proyecto; sería incongruente con el artículo 166 del mismo y, además, quedaría insatisfecho el pago de los daños y perjuicios que pudieran haberse originado en esos cinco días de gracia que otorga el precepto en comento.

Artículo 136. En el caso de la fracción II, se considera necesario suprimir las setenta y dos horas que como plazo se establece para señalar la audiencia incidental, en primer término, porque, sobre todo en provincia, el flujo de información a través de las diversas vías de comunicación, es muy lento, lo que genera la imposibilidad material de que las autoridades queden debidamente emplazadas en ese lapso de tiempo; y en segundo lugar, porque de fijarse la audiencia incidental, en la misma fecha que se señala la constitucional además de que sería más factible que ya estuviera integrado el incidente, en nada se perjudicaría al quejoso, si está gozando del beneficio de la suspensión provisional.

Artículo 137. Por el orden en el que se propone el proyecto se estima que debe suprimirse el precepto.

Artículo 139. Se considera más viable, y sobre todo, en aras de una justicia pronta expedita, que se de el plazo suficiente para que en una sola audiencia se resuelva sobre la suspensión de todas las autoridades responsables, pues de lo contrario, en provincia específicamente en los Juzgados de Distrito cuya jurisdicción territorial es amplia, se generaría una excesiva carga de trabajo, lo que repercutiría en la productividad y rapidez en el dictado de las resoluciones.

Se propone como texto:

Artículo 140. La falta de informes establece la presunción de ser cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la suspensión; hace además incurrir a la autoridad responsable en una corrección disciplinaria, que le será impuesta por el mismo Juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la imposición de esta clase de correcciones.

Artículo 141. Debería otorgarse una facultad discrecional al Juez de Distrito, para que en casos excepcionales, y de acuerdo a la naturaleza del acto reclamado y de la suspensión solicitada, pueda, bajo su más estricta responsabilidad admitir pruebas distintas  de las precisadas en el precepto en cuestión.

Se propone suprimir la parte subrayada, para darle mayo amplitud al precepto, es decir, para que también pueda abarcar materias como la laboral o la agraria, por lo que quedaría de la siguiente forma:

Artículo 148. En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño  o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo.

TEXTO MODIFICADO

Artículo 150. Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución de un lado en materia laboral, la suspensión se concederá en forma tal que no se ponga a la parte trabajadora si obtuvo laudo favorable en peligro de subsistir, mientras se resuelve el juicio de amparo, por lo cual solo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

TEXTO MODIFICADO

Artículo 155. Para la ejecución y cumplimiento del auto e interlocutoria de suspensión se observarán las disposiciones conducentes relativas a la ejecución de las sentencias de amparo.

Artículo 156. Se suprime este artículo por que de acuerdo con la modificación al artículo anterior no hay razón de ser.

Artículo 158. Se estima que los artículos 158, 159 y 160 del Proyecto de Ley de Amparo deben suprimirse, pues se deben de atender a las reglas genéricas de la suspensión en el amparo penal.

Artículo 161. El contenido de los artículos 161, 162, 163, 164, párrafo, equivalentes a lo que actualmente dispone el artículo 136, deben suprimirse y formar uno solo, con el actual texto del 136.

Se propone la adicción de un artículo al capítulo de suspensión penal.

Artículo 167 bis. Cuando el quejoso solicite la suspensión  contra un auto de formal prisión, pero se encuentre en libertad por cualquier motivo,  no procederá dicha medida cautelar.

Atentamente

HECTOR LANDA RAZO Y JUECES DE 

DISTRITO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO

UNA REFLEXION ACERCA DEL PLAZO PARA ACREDITAR LA REPRESENTACION EN EL JUICIO DE AMPARO, CONFORME AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO. 

Los artículos 4°, 5°, 10 y 13 del Proyecto de la Ley de Amparo señalan, en su orden,  que:

4°. "Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso, titular de un derecho, o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa;

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria;

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter: a) La persona que haya gestionado el acto reclamado o tenga interés jurídico en que subsista; b) La contraparte del quejoso cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose de persona extraña al procedimiento, la que tenga interés contrario al del quejoso; c) El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad; d) El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea el desistimiento o el no ejercicio de la acción penal; y e) El ministerio público que haya intervenido en el procedimiento penal del cual derive el acto reclamado, siempre y cuando no tenga el carácter de autoridad responsable;  y 

IV. El ministerio público federal, en los juicios de amparo contra normas generales".

5°. "El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien agravie la norma general o el acto reclamados. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal o por su apoderado. Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo por conducto de su defensor o de cualquier persona en los casos en que la ley lo permita".

10. "Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional. En el amparo directo podrá justificarse con la acreditación que tenga en el juicio del que emane la resolución reclamada. La autoridad responsable que reciba la demanda indicará en el informe justificado si el promovente tiene el carácter con que se ostenta".

13. "Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante. Si no la ratifica se sobreseerá en el juicio".

De lo que se concluye que los citados artículos regulan dos de los presupuestos procesales, que son la legitimación y la representación tanto legal como voluntaria. 

Tomando en cuenta que por presupuestos procesales se entiende, en términos generales, el conjunto de condiciones cuya presencia o ausencia es necesaria para la válida  integración y desarrollo de la relación procesal. Couture define los presupuestos procesales como "aquellos antecedentes necesarios para que el juicio tenga existencia jurídica y validez formal".

La legitimación procesal
 se refiere a la titularidad del derecho de acción o del derecho de excepción, como derechos distintos del derecho material, que viene a ser el contenido secundario del derecho de acción o del derecho de excepción. 

En tanto que la representación
 puede ser legal y voluntaria, o directa e indirecta. La legal viene a ser cuando una persona -por ser incapaz o encontrarse ausente- es representada por otra que señala o prevé alguna disposición legal, o la que ejercen los órganos representativos de las personas morales. La voluntaria es cuando una persona, en virtud de la autonomía de la voluntad, autoriza a otra para actuar en su nombre y representación, como sucede a través del poder, el fideicomiso, la comisión mercantil y el endoso en procuración. La directa es cuando una persona actúa en nombre y por cuenta de otra, produciendo una relación directa e inmediata entre representado y tercero, tal como acontece con el poder y la tutela. La indirecta es cuando una persona actúa en nombre propio y por cuenta de otra, adquiriendo para sí los derechos y obligaciones del representado frente al tercero, como son los casos de la prestación de servicios y la comisión mercantil. Diferencias que, incluso, han motivado que algunas legislaciones adjetivas
 distingan la personalidad de la personería.

Ahora, el artículo 10 de los citados numerales señala como regla general que siempre y cuando la  persona que comparezca en el juicio de amparo indirecto -exclusivamente- en nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida con la salvedad de que la acredite a más tardar en la audiencia constitucional; en tanto el diverso artículo 13, como excepción a la norma anterior, establece que en materia penal -para la admisión de la demanda- bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión, y en caso de no hacerlo, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, y si no la ratifica se sobreseerá en el juicio.

Lo cual denota una notable desigualdad en el término que se brinda tanto a los quejosos como a los terceros interesados para acreditar la representación con que comparecen al juicio de amparo, pues por un lado se establece la facultad de acreditarla a más tardar en la audiencia constitucional y, por otro, que el defensor del quejoso -materia penal solamente- deberá hacerlo en el plazo de cinco días. 

Dicha desigualdad procesal ocasiona que no se les dé un término que sea anterior a la audiencia constitucional para que objeten la representación que lleguen a acreditar, y no obsta a lo anterior el hecho de que la ley permita al juez estudiar de oficio y decidir sobre la representación, pues si únicamente se estuviera a esto último se inobservaría que la fracción I del artículo 107 de la Constitución Federal establece que: "El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada" y que por su parte el artículo 71, párrafo primero del propio Proyecto de Ley de Amparo, señala: "Las sentencia que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motive"; de donde se concluye que si estos numerales establecen el principio de instancia de parte agraviada, es inconcuso que a los quejosos es a quienes corresponde demostrar que los actos reclamados afectan sus intereses jurídicos, siendo indispensable que la representación deba acreditarse cuando menos en igual plazo que el que se propone para el defensor del quejoso en materia penal; toda vez que en el supuesto de que la representación con que se compareció a juicio se acreditara hasta la audiencia constitucional, las mismas partes únicamente contarían con el tiempo de desahogo de la audiencia constitucional para objetar o impugnar dicha representación; agregándose a ello que, por regla general, las partes no acuden a su desahogo y que el examen de esa representación pudiera quedar como una obligación exclusiva del juez de Distrito, marginándose con ello la labor del abogado postulante para objetarla o impugnarla. Llegar al absurdo de que el juez de Distrito tenga el deber de vigilar el debido acreditamiento de tal presupuesto procesal, es invadir de alguna manera la actividad del abogado postulante; y si bien el objetivo inmediato y directo del juicio de amparo es el respeto y salvaguardia de la Constitución, administrando así justicia, no puede ignorarse que el abogado defensor o postulante
 es la puerta por donde puede pasar la fe del pueblo en la justicia, es pues quien debe abrir esa puerta de la justicia.

De allí que se proponga que el artículo 10 se sujete al mismo plazo que se otorga en el diverso numeral 13, es decir, de cinco días para acreditar el carácter de representante con que se comparece al juicio de amparo indirecto.

Atentamente

HECTOR LANDA RAZO Y JUECES DE

DISTRITO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO

ANALISIS DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO EN UN ESTUDIO COMPARATIVO CON LA LEY DE AMPARO,  RESPECTO  LOS ARTICULOS QUE REGLAMENTAN LA SUSPENSION DELACTO RECLAMADO

PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO
LEY DE  AMPARO
PROPUESTAS Y COMENTARIOS

TITULO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO

CAPITULO I

EL AMPARO INDIRECTO

Sección Tercera

Suspensión del Acto Reclamado

Primera Parte

Reglas Generales


LIBRO PRIMERO

DEL AMPARO EN GENERAL

TÍTULO SEGUNDO. Del juicio de amparo ante los Juzgados de Distrito.

Capítulo III. De la suspensión del acto reclamado.




ARTICULO 123. La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición del quejoso.
ARTICULO 122. En los casos de la competencia de los jueces de Distrito, la suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición de la parte agraviada, con arreglo a las disposiciones relativas a este capítulo.
TEXTO MODIFICADO

Artículo  123. La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición de parte

Para evitar una incorrecta interpretación se propone cambiar “del quejoso” por “de parte”. 

ARTICULO 124. La suspensión se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada y fuerza aérea nacionales.

En este caso la suspensión se decretará en el auto de admisión de la demanda comunicándose sin demora a la autoridad responsable, por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento.

 
ARTÍCULO 123. Procede la suspensión de oficio:

I. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal; y

II. Cuando se trate de algún otro acto, que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada.

La suspensión a que se refiere este artículo se decretará de plano en el mismo auto en que el Juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta ley.

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional; y tratándose de los previstos en la fracción II de este artículo, serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el Juez las medidas pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados.


TEXTO ADICIONADO

Artículo 124. La suspensión se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada y fuerza aérea nacionales.

En este caso la suspensión se decretará en el auto de admisión de la demanda comunicándose sin demora a la autoridad responsable, por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional.

Se estima que debe agregarse el párrafo antes transcrito en virtud de que el artículo no establece los efectos de la suspensión de oficio y de plano.



ARTICULO 125. La suspensión procederá de oficio y se sujetará al trámite previsto para la suspensión  a instancia de parte, en los siguientes casos:   

I.- Siempre que se trate de algún  acto que, si llegare a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y 

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.
ARTICULO 123.
TEXTO MODIFICADO Y ADICIONADO

Artículo 125. La suspensión procederá de oficio pero se sujetará al trámite previsto para la suspensión  a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Siempre que se trate de algún  acto que, si llegare a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y 

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Los  efectos de esta suspensión serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el Juez las medidas pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados.

También se debe de incluir los efectos  de la suspensión de oficio, y se propone cambiar la “Y” por “pero”,  para dejar  claro la suspensión de oficio y de plano y la suspensión de oficio.



ARTICULO 126. Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el quejoso

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público;

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere en favor del quejoso la apariencia del buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y suplicado.


ARTICULO 124. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el agraviado;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público.

Se considerará, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares; y

III. Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El Juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.


TEXTO MODIFICADO

Artículo 126. Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que se solicite expresamente

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público

III. Que con la ejecución del acto reclamado se puedan causar daños y/o perjuicios al agraviado
La suspensión puede solicitarse por persona diversa del quejoso, por lo que propone modificar la fracción I.

La fracción III de  éste artículo puede  ocasionar un grave riesgo en el equilibrio  procesal entre las partes, por que la apariencia del buen derecho queda no sólo al criterio, sino, inclusive al capricho del juzgador, quien podría incluso incurrir en el delito contra la administración de la justicia al otorgar una ventaja indebida a alguna de las partes.



ARTICULO 127. Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público, cuando, de concederse la suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción o el comercio de narcóticos, se permita la consumación o  continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la drogadicción, se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la república, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquéllas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrence; se afecten intereses de menores incapaces o se les puede causar trastorno emocional o psíquico, cuando se  trate del reclamo de imposición del pago de alimentos, así como en los demás casos análogos a los expresamente citados. 

El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior si, a su juicio, se puede causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional.


ARTICULO 124


Se estima que el segundo párrafo de este artículo es un gran avance en la finalidad del amparo, por que se concientiza sobre la magnitud, limitaciones y trascendencia del interés social.



ARTICULO 128. Cuando al presentarse la demanda no se haya solicitado la suspensión,  el quejoso podrá hacerlo en cualquier tiempo, mientras no se dicte sentencia ejecutoria.


ARTICULO 141. Cuando al presentarse la demanda no se hubiese promovido el incidente de suspensión, el quejoso podrá promoverlo en cualquier tiempo, mientras no se dicte sentencia ejecutoria


ARTICULO 129. Para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés al que se refiere el artículo 4°., fracción I, en la promoción del amparo o en la del incidente, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso, será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.    



 TEXTO MODIFICADO

Artículo 129. Cuando el acto emane de  una controversia  judicial, administrativa, agraria o laboral, en la que haya intervenido el quejoso, éste no estará obligado a demostrar su interés jurídico para obtener la suspensión, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso, será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.    



ARTICULO 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con ella se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía
ARTICULO 125. En los casos en que es procedente la suspensión pero pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaron si no obtiene sentencia favorable en el juicio de amparo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero perjudicado que no sean estimables en dinero, la autoridad que conozca del amparo fijará discrecionalmente el importe de la garantía.


   TEXTO MODIFICADO

Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, surtirá sus efectos hasta  que el quejoso otorgue garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con ella se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía

ARTICULO 131.  La suspensión en su caso, quedará sin efecto si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo.

No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio de amparo, o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente.


ARTICULO 126. La suspensión otorgada conforme al artículo anterior, quedará sin efecto si el tercero da, a su vez, caución bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación de garantías y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo.

Para que surta efectos la caución que ofrezca el tercero, conforme al párrafo anterior, deberá cubrir previamente el costo de la que hubiese otorgado al quejoso. Este costo comprenderá:

I. Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la empresa afianzadora legalmente autorizada que haya otorgado la garantía;

II. El importe de las estampillas causadas en certificados de libertad de gravámenes y de valor fiscal de la propiedad cuando hayan sido expresamente recabados para el caso, con los que un fiador particular haya justificado su solvencia, más la retribución dada al mismo, que no excederá, en ningún caso, del cincuenta por ciento de lo que cobraría una empresa de fianzas legalmente autorizada;

III. Los gastos legales de la escritura respectiva y su registro, así como los de la cancelación y su registro, cuando el quejoso hubiere otorgado garantía hipotecaria; y

IV. Los gastos legales que acredite el quejoso haber hecho para constituir el depósito.

ARTICULO 127. No se admitirá la contrafianza cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el amparo, ni en el caso del párrafo segundo del artículo 125 de esta ley.


TEXTO MODIFICADO

Se propone suprimir  el último párrafo  que establece: “ o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente” en virtud de que atentaría contra el equilibrio procesal de las partes en el juicio de amparo.



ARTICULO 132. La contragarantía que ofrezca el tercero conforme al artículo anterior deberá cubrir el costo de la garantía que hubiese otorgado el quejoso, que comprenderá:

I. Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la empresa  legalmente autorizada que haya otorgado la garantía;

II. Los gastos legales de la escritura respectiva y su registro, así como los de la cancelación y su registro, cuando el quejoso hubiere otorgado garantía hipotecaria; y

III. Los gastos legales acreditados para constituir el depósito
ARTICULO126


ARTICULO 133.  Cuando el amparo se pida contra el cobro de créditos fiscales o  contribuciones, podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos si se ha constituido o se constituye la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables.
ARTICULO 135. Cuando el amparo se pida contra el cobro de contribuciones, podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos previo depósito de la cantidad que se cobra ante la Tesorería de la Federación o la de la entidad federativa o Municipio que corresponda.

El depósito no se exigirá cuando se trate del cobro de sumas que excedan de la posibilidad del quejoso, según apreciación del Juez, o cuando previamente se haya constituido la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora, o cuando se trate de persona distinta del causante obligado directamente al pago; en este último caso, se asegurará el interés fiscal por cualquiera de los medios de garantía permitidos por las leyes fiscales aplicables.




ARTICULO 134. En los casos en que proceda, la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aún cuando sea recurrido. En su caso, dejará de surtirlos si el quejoso no otorga, dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación, la garantía fijada.

En este último supuesto queda expedita la facultad de la responsable para la ejecución del acto reclamado, debiendo notificarse personalmente el acuerdo relativo. No obstante, mientras no se produzca la ejecución, el quejoso podrá exhibir la garantía, con lo cual surtirá efectos la medida suspensional
ARTÍCULO 139. El auto en que un Juez de Distrito conceda la suspensión surtirá sus efectos desde luego, aunque se interponga el recurso de revisión; pero dejará de surtirlos si el agraviado no llena, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, los requisitos que se le hayan exigido para suspender el acto reclamado.

El auto en que se niegue la suspensión definitiva deja expedita la jurisdicción de la autoridad responsable para la ejecución del acto reclamado, aun cuando se interponga el recurso de revisión; pero si el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del recurso revocare la resolución y concediere la suspensión, los efectos de ésta se retrotraerán a la fecha en que fue notificada la suspensión provisional, o lo resuelto respecto a la definitiva, siempre que la naturaleza del acto lo permita.
Se estima que en el caso  del primer párrafo del proyecto, existe una confusión al relacionar el precepto 134 del Proyecto con el 139 de la ley vigente, pues en ésta, no obstante que habla de “el auto en que un Juez de Distrito conceda la suspensión surtirá sus efectos desde luego…”, pero enseguida dice “…aunque se interponga el recurso de revisión…”. Esto último debe interpretarse forzosamente como que se refiere a la suspensión definitiva, lo cual resulta congruente con la mecánica y aplicación de las reglas sobre la suspensión del acto.

En cambio de una simple lectura del artículo 125 de la ley actual, claramente se advierte  que la suspensión se concederá, en los casos en que se pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero,  “si el quejoso otorga garantía bastante…”; de lo que se advierte que la redacción incluye un si condicional, de modo que en la actualidad, y de acuerdo a la propia  ley vigente, para que surta sus efectos la suspensión debe exhibirse previamente la garantía.

De aprobarse el texto del proyecto en sus términos, en primer lugar atentaría contra la regla procesal contenida en el artículo 136 fracción II del propio proyecto; sería incongruente con el artículo 166 del mismo y, además, quedaría insatisfecho el pago de los daños y perjuicios que pudieran haberse originado en esos cinco días de gracia que otorga el precepto en comento.



ARTICULO 135.  Sólo la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios estarán exentos de otorgar garantías que esta ley exige.

En los casos a que se refiere el artículo 125, fracción II, no se requerirá de garantía para que surta efectos la suspensión.


Se relaciona con el artículo 9° Párrafo Segundo de la  Ley de Amparo


ARTICULO 136. Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente:

I. Concederá o negará la suspensión provisional; en el primer caso, fijará los requisitos y efectos de le medida; en el segundo caso, la autoridad responsable podrá ejecutar el acto reclamado.

II. Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de las setenta dos horas; y

III. Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se acompañará copia de la demanda.


ARTÍCULO 131. Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el Juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas. Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto el caso previsto en el artículo 133, en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el Juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, las que se recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del Ministerio Público, el Juez resolverá en la misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente con arreglo al artículo 134 de esta ley.

Cuando se trate de alguno de los actos a que se refiere el artículo 17 de esta ley, podrá también el quejoso ofrecer prueba testimonial.

No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse al quejoso la proposición de la prueba testimonial, en el caso, a que se refiere el párrafo anterior.


En el caso de la fracción II, se considera necesario suprimir las setenta y dos horas que como plazo se establece para señalar la audiencia incidental, en primer término, porque, sobre todo en provincia, el flujo de información a través de las diversas vías de comunicación, es muy lento, lo que genera la imposibilidad material de que las autoridades queden debidamente emplazadas en ese lapso de tiempo; y en segundo lugar, porque de fijarse la audiencia incidental, en la misma fecha que se señala la constitucional además de que sería más factible que ya estuviera integrado el incidente, en nada se perjudicaría al quejoso, si está gozando del beneficio de la suspensión provisional.

     

ARTICULO 137. En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 126, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el órgano jurisdiccional  de amparo, con la sola presentación de la demanda deberá ordenar  que las cosas se mantengan en el estado que  guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de amparo
ARTÍCULO 130. En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el Juez de Distrito, con la sola presentación de la demanda de amparo, podrá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible, o bien las que fueren procedentes para el aseguramiento del quejoso, si se tratare de la garantía de la libertad personal.

En este último caso la suspensión provisional surtirá los efectos de que el quejoso quede a disposición de la autoridad que la haya concedido, bajo la responsabilidad de la autoridad ejecutora y sin perjuicio de que pueda ser puesto en libertad caucional, si procediere, bajo la más estricta responsabilidad del Juez de Distrito, quien tomará, además, en todo caso, las medidas de aseguramiento que estime pertinentes.

El Juez de Distrito siempre concederá la suspensión provisional cuando se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, tomando las medidas a que alude el párrafo anterior.


Por el orden en el que se propone el proyecto se estima que debe suprimirse el precepto.

ARTICULO 138. En el informe previo la autoridad responsable se concretará a expresar si son o no ciertos los actos reclamados que se le atribuyan, pudiendo expresar las razones que estime pertinentes sobre la procedencia o improcedencia  de la suspensión  y aquellas que permitan al órgano jurisdiccional de amparo establecer el monto de las garantías correspondientes. Las partes podrán objetar el contenido del informe previo en la audiencia.

En casos urgentes se podrá ordenar que se rinda el informe previo por cualquier medio a disposición de las oficinas públicas de comunicaciones


ARTÍCULO 132. El informe previo se concretará a expresar si son o no ciertos los hechos que se atribuyan a la autoridad que lo rinde, y que determinen la existencia del acto que de ella se reclama, y, en su caso, la cuantía del asunto que lo haya motivado; pudiendo agregarse las razones que se estimen pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión.

En casos urgentes el Juez de Distrito podrá ordenar a la autoridad responsable que rinda el informe de que se trata, por la vía telegráfica. En todo caso lo hará, si el quejoso asegura los gastos de la comunicación telegráfica correspondiente.

La falta de informes establece la presunción de ser cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la suspensión; hace además incurrir a la autoridad responsable en una corrección disciplinaria, que le será impuesta por el mismo Juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la imposición de esta clase de correcciones.




ARTICULO  139 Cuando alguna autoridad responsable tenga su residencia fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo, y no sea posible que rinda su informe previo con la debida oportunidad, por no haberse hecho uso de los medios a que se refiere el artículo anterior, se celebrará la audiencia incidental respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que corresponda a la autoridades foráneas, La resolución dictada en la primera audiencia podrá modificarse o revocarse con vista de los nuevos informes


ARTÍCULO 133. Cuando alguna o algunas de las autoridades responsables funcionen fuera del lugar de la residencia del Juez de Distrito, y no sea posible que rindan su informe previo con la debida oportunidad, por no haberse hecho uso de la vía telegráfica, se celebrará la audiencia respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que corresponda a las autoridades foráneas; pudiendo modificarse o revocarse la resolución dictada en la primera audiencia en vista de los nuevos informes.


Se considera más viable, y sobre todo, en aras de una justicia pronta expedita, que se de el plazo suficiente para que en una sola audiencia se resuelva sobre la suspensión de todas las autoridades responsables, pues de lo contrario, en provincia específicamente en los Juzgados de Distrito cuya jurisdicción territorial es amplia, se generaría una excesiva carga de trabajo, lo que repercutiría en la productividad y rapidez en el dictado de las resoluciones.

ARTICULO 140. En ningún caso se admitirá el informe previo que se rinda fuera del plazo concedido. 

La falta de informe hará presumir cierto el acto reclamado, para el efecto de resolverse la suspensión definitiva
ARTICULO 132. …La falta de informes establece la presunción de ser cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la suspensión; hace además incurrir a la autoridad responsable en una corrección disciplinaria, que le será impuesta por el mismo Juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la imposición de esta clase de correcciones.


Se propone como texto:

Artículo 140. La falta de informes establece la presunción de ser cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la suspensión; hace además incurrir a la autoridad responsable en una corrección disciplinaria, que le será impuesta por el mismo Juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la imposición de esta clase de correcciones



ARTICULO 141. El órgano jurisdiccional podrá solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere necesarias, a efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

En el incidente de suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas pruebas solo serán tomadas en cuenta en el incidente.

No serán aplicables las disposiciones relativas al ofrecimiento y admisión de las pruebas en el cuaderno principal.


ARTICULO 131. 

     “…en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el Juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes…” “…Cuando se trate de alguno de los actos a que se refiere el artículo 17 de esta ley, podrá también el quejoso ofrecer prueba testimonial…”

“No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse al quejoso la proposición de la prueba testimonial, en el caso, a que se refiere el párrafo anterior.”


Debería otorgarse una facultad discrecional al Juez de Distrito, para que en casos excepcionales, y de acuerdo a la naturaleza del acto reclamado y de la suspensión solicitada, pueda, bajo su más estricta responsabilidad admitir pruebas distintas  de las precisadas en el precepto en cuestión.

ARTICULO 142.- En la audiencia incidental, a la cual podrán comparecen las partes, se dará cuenta con los informes previos, se recibirán las documentales que el órgano jurisdiccional se hubiere allegado y los resultados de las diligencias que hubiere ordenado, así como las pruebas ofrecidas por las partes, se recibirán sus alegatos y se resolverá sobre la suspensión definitiva y las medidas y garantías  a que estará sujeta.


ARTICULO 131


ARTICULO 143.-  Cuando apareciere debidamente probado que ya se resolvió sobre la suspensión en otro juicio de amparo, promovido con anterioridad por el mismo quejoso o por otra persona en su nombre o representación, contra el mismo acto reclamado y contra las propias autoridades, se declarará sin materia el incidente de suspensión.


ARTÍCULO 134. Cuando al celebrarse la audiencia a que se refieren los artículos 131 y 133 de esta ley, apareciere debidamente probado que ya se resolvió sobre la suspensión definitiva en otro juicio de amparo promovido por el mismo quejoso o por otra persona, en su nombre o representación, ante otro Juez de Distrito, contra el mismo acto reclamado y contra las propias autoridades, se declarará sin materia el incidente de suspensión, y se impondrá a dicho quejoso, a su representante o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario




ARTICULO 144.- La resolución que decida sobre la suspensión definitiva, deberá contener:

I. La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados;

II. La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas;

III. Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para conceder o negar la suspensión. El órgano jurisdiccional cuando la naturaleza del caso lo permita, deberá realizar un análisis ponderado entre los requisitos a que se refieren las fracciones segunda y tercera del artículo 126; y

IV. Los puntos resolutivos en lo que se exprese el acto o actos por los que se conceda o niegue la suspensión, en congruencia con la parte considerativa. Si se concede, deberá precisar sus efectos para su estricto cumplimiento.





ARTICULO 145. En los casos en que la suspensión sea procedente, el órgano jurisdiccional de amparo deberá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas  y  tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga surtiendo efectos.

Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado,  el órgano jurisdiccional ordenará que las cosas se mantenga en el estado que guarden y, de ser materialmente posible, restituirá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicte sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.

El órgano jurisdiccional de amparo, tomará las medidas que estime necesarias para evitar que se defrauden los derechos de los menores o incapaces en tanto se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo.

 
ARTICULO 124. … El Juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.




ARTICULO 146.- En los juicios de amparo en que se reclame una norma general autoaplicativa sin señalar un acto concreto de aplicación, la suspensión se otorgará para impedir los efectos y consecuencias de la norma en la esfera jurídica del quejoso.

En el caso en que se reclama una norma general con motivo del primer acto de su aplicación, la suspensión, además de los efectos establecidos en el párrafo anterior, se decretará en relación con los efectos y consecuencias subsecuentes del acto de aplicación.





ARTICULO 147.- Cuando por mandato expreso de una norma general o de alguna autoridad, un particular que tuviere o debiera tener intervención en la ejecución efectos o consecuencias del acto reclamado, el efecto de la suspensión será que la autoridad responsable ordena a dicho particular la inmediata paralización de la ejecución, efectos o consecuencias de dicho acto o, en su caso, que tome las medidas pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido en la resolución suspensional.





ARTICULO 148.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento judicial o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño  o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo.



Se propone suprimir la parte subrayada, para darle mayo amplitud al precepto, es decir, para que también pueda abarcar materias como la laboral o la agraria, por lo que quedaría de la siguiente forma:
Artículo 148. En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño  o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo.

ARTICULO 149.- Cuando se promueva el amparo contra actos o resoluciones dictadas en un procedimiento de remate de inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedimiento hasta antes de que se ordene la escrituración al adjudicatario.

Tratándose de bienes muebles el efecto de la suspensión será el de impedir su entrega material al adjudicatario.





ARTICULO 150. Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución de un lado en materia laboral, la suspensión se concederá en forma tal que no se ponga a la parte trabajadora si obtuvo laudo favorable en peligro de no poder subsistir, mientras se resuelve el juicio de amparo, por lo cual solo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.



TEXTO MODIFICADO

Artículo 150. Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución de un lado en materia laboral, la suspensión se concederá en forma tal que no se ponga a la parte trabajadora si obtuvo laudo favorable en peligro de subsistir, mientras se resuelve el juicio de amparo, por lo cual solo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.



ARTÍCULO 151. La resolución en  que se niegue la suspensión definitiva deja expedita la facultad de la autoridad responsable para la ejecución del acto reclamado, aunque se interponga recurso o se promueva el incidente de modificación o revocación; pero si con motivo del recurso o del incidente se concede, sus efectos se retrotraerán a la fecha del auto o interlocutoria correspondiente, siempre que la naturaleza del acto lo permita.





ARTICULO 152. La suspensión definitiva podrá modificarse o revocarse de oficio a petición de parte, cuando ocurra un hecho superveniente que lo motive, mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, debiendo tramitarse en la misma forma que el incidente de suspensión. 

Se considerará hecho superveniente, entre otros, la demostración de la falsedad   u omisión de datos en el contenido del informe previo.

En el caso, en que la suspensión se hubiere negado respecto de actos de aplicación de una norma general, el quejoso podrá promover la revocación o modificación de la resolución correspondiente, a efecto de que el órgano jurisdiccional, que conozca del juicio de amparo esté en aptitud de suspender o no el acto superveniente y, en su caso, establecer las condiciones y requisitos para que dicha suspensión surta sus efectos.


ARTICULO 140. Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoriada en el juicio de amparo, el Juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que haya concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superveniente que le sirva de fundamento


ARTICULO 153. Cuando se interponga recurso contra resoluciones dictadas en el incidente de suspensión, se remitirá el original al tribunal colegiado de circuito de amparo competente y se dejará en duplicado en poder del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sin perjuicio de que se siga actuando en el duplicado.


ARTICULO 142. El expediente relativo al incidente de suspensión se llevará siempre por duplicado. Cuando se interponga revisión contra la resolución dictada en el incidente, el Juez de Distrito remitirá el expediente original al Tribunal Colegiado de Circuito que deba conocer del recurso, y se dejará el duplicado en el juzgado.




ARTICULO 154. Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que se otorgue con motivo de la suspensión, se tramitará ante el órgano jurisdiccional que conozca de ella, un incidente en los términos previstos por esta ley, dentro de los seis meses siguientes al día en que surta efectos la notificación a las partes, de la resolución que en definitiva ponga fin al juicio. De no presentarse la reclamación dentro de ese plazo, se procederá a la devolución o cancelación, de la garantía o contragarantía, sin perjuicio de que pueda exigirse dicha responsabilidad ante autoridad judicial competente.


ARTÍCULO 129. Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que se otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará ante la autoridad que conozca de ella un incidente, en los términos prevenidos por el Código Federal de Procedimientos Civiles. Este incidente deberá promoverse dentro de los seis meses siguientes al día en que se notifique a las partes la ejecutoria de amparo; en la inteligencia de que, de no presentarse la reclamación dentro de ese término, se procederá a la devolución o cancelación, en su caso, de la garantía o contragarantía, sin perjuicio de que pueda exigirse dicha responsabilidad ante las autoridades del orden común.




ARTICULO 155. Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión se observarán las disposiciones conducentes relativas a la ejecución de las sentencias de amparo.


ARTICULO 143 Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión, se observarán las disposiciones de los artículos 104, 105, párrafo primero, 107 y 111 de esta ley.

Las mismas disposiciones se observarán, en cuanto fueren aplicables, para la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad caucional conforme al artículo 136


TEXTO MODIFICADO

Artículo 155. Para la ejecución y cumplimiento del auto e interlocutoria de suspensión se observarán las disposiciones conducentes relativas a la ejecución de las sentencias de amparo

ARTICULO 156. En lo conducente, se aplicará al auto que resuelve sobre la suspensión provisional lo dispuesto para la resolución que decide sobre la suspensión definitiva



Se suprime este artículo por que de acuerdo con la modificación al artículo anterior no hay razón de ser

ARTICULO 157. En los lugares donde no resida juez de distrito y se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, el juez de primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trata de ejecutar el acto reclamado, deberá recibir la demanda de amparo y proveer sobre la suspensión de oficio conforme a las siguientes reglas:

I. Formará por duplicado un expediente que contenga la demanda de amparo y sus anexos, el acuerdo que decrete la suspensión de oficio y el señalamiento preciso de la resolución que se mande suspender; las constancias de notificación, así como las determinaciones que dicte para hacer cumplir su resolución; 

II. Ordenará a la autoridad responsable que mantenga las cosas en el estado en que se encuentren, o, en su caso, proceda inmediatamente a poner en libertad, o a disposición del ministerio público al quejoso y que rinda al juez de distrito el informe previo; y

III. Remitirá el original de las actuaciones al juez de distrito competente y conservará el duplicado para vigilar el cumplimiento de sus resoluciones, en tanto el juez le acusa recibo de aquéllas.

Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez de primera instancia y no haya otro en el lugar, o cuando se impugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, la demanda de amparo podrá presentarse  ante cualquiera de los órganos judiciales que ejerzan jurisdicción, en el mismo lugar, siempre que en él resida la autoridad ejecutora.


ARTICULO 144. Las autoridades judiciales comunes, autorizadas  por el artículo 38 de esta ley, para recibir la demanda y suspender provisionalmente el acto reclamado, deberán formar por separado un expediente en el que se consigne un extracto de la demanda de amparo, la resolución en que se manda suspender provisionalmente el acto reclamado, copias de los oficios o menajes que hubiesen girado para el efecto y constancias de entrega, así como las determinaciones que  dicten para hacer cumplir su resolución, cuya eficacia deben vigilar, en tanto el juez de Distrito les acusa  recibo de la demanda y documentos que hubiesen remitido.


ARTICULO 158. Cuando el acto reclamado sea la orden de deportación, destierro o extradición, la suspensión tiene por efecto, que no se ejecute y el interesado quede en el lugar donde se encuentre a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, sólo en lo que se refiere a su libertad personal.



Se estima que los artículos 158, 159 y 160 del Proyecto de Ley de Amparo deben suprimirse, pues se deben de atender a las reglas genéricas de la suspensión en el amparo penal.

ARTICULO 159. Cuando el acto reclamado consista en la orden de traslado del quejoso de un centro penitenciario a otro, la suspensión tendrá por efecto que no se lleve a cabo.





ARTICULO 160. Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto, que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.





ARTICULO 161. Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto, de que el quejoso, quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, solo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo continuando el procedimiento penal, en su caso.


ARTICULO 136. Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito únicamente en cuanto a ella se refiera, quedando a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por lo que hace a la continuación de éste.

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso efectuada por autoridades administrativas distintas del Ministerio Público como probable responsable de algún delito, la suspensión se concederá, si procediere, sin perjuicio de que sin dilación sea puesto a disposición del Ministerio Público, para que éste determine su libertad o su retención dentro del plazo y en los términos que el párrafo séptimo del artículo 16 constitucional lo permite, o su consignación.

De consistir el acto reclamado en detención del quejoso efectuada por el Ministerio Público, la suspensión se concederá y desde luego se pondrá en inmediata libertad, si del informe previo que rinda la autoridad responsable no se acreditan con las constancias de la averiguación previa la flagrancia o la urgencia, o bien si dicho informe no se rinde en el término de veinticuatro horas. De existir flagrancia o urgencia se prevendrá al Ministerio Público para que el quejoso, sea puesto en libertad o se le consigne dentro del término de cuarenta y ocho horas o de noventa y seis horas según sea el caso, a partir de su detención.

Si se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, detención o retención, el Juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo.

Cuando la orden de aprehensión, detención o retención, se refiera a delito que conforme a la ley no permita la libertad provisional bajo caución, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer del procedimiento penal para los efectos de su continuación.

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso por orden de autoridades administrativas distintas del Ministerio Público, podrá ser puesto en libertad provisional mediante las medidas de aseguramiento y para los efectos que expresa el párrafo anterior.

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento de autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de auto de prisión preventiva, el Juez dictará las medidas adecuadas para garantizar la seguridad del quejoso y éste podrá ser puesto en libertad bajo caución conforme a la fracción I del artículo 20 constitucional y a las leyes federales o locales aplicables al caso, siempre y cuando el Juez o tribunal que conozca de la causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de esa persona, por no habérsele solicitado.

La libertad bajo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en razón del juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo.

Las partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del informe previo. En los casos previstos en el artículo 204 de esta ley, se considerará hecho superveniente la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido del informe y el Juez podrá modificar o revocar la interlocutoria en que hubiese concedido o negado la suspensión; además, dará vista al Ministerio Público Federal para los efectos del precepto legal citado.
El contenido de los artículos 161, 162, 163, 164, párrafo,  equivalentes a lo que actualmente dispone el artículo 136, deben suprimirse y formar uno solo, con el actual texto del 136.

ARTICULO 162. Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso, efectuada por autoridades administrativas, del ministerio público, en relación con la investigación de un delito, se ordenará que sin demora cese la detención, poniéndole en libertad o a disposición del ministerio público.

Cuando los supuestos del párrafo anterior, la detención del quejoso no tenga relación con la investigación de un delito, la suspensión tendrá por efecto que sea puesto en libertad, mediante las medidas de aseguramiento que en su caso proceda.


ARTICULO 136




ARTICULO 163. Cuando el acto reclamado afecte la libertad personal del quejoso y se encuentra a disposición del ministerio público por cumplimiento de orden de detención  o retención del mismo o por cualquier causa, la suspensión se concederá para que dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, o de noventa y seis tratándose de delincuencia organizada, contadas a partir del momento en que fue puesto a disposición de la autoridad ministerial, cese la detención poniéndolo en libertad o consignándolo ante el juez penal correspondiente.


ARTICULO 136


ARTICULO 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad judicial competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva. 

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata como delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional.      Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto a proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.


ARTICULO 136

ARTÍCULO 138. En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso.

Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida.




ARTICULO 165. La libertad otorgada al quejoso con motivo de una resolución suspensional podrá ser revocada cuando éste incumpla con cualquiera de las obligaciones establecidas por el órgano jurisdiccional de amparo o derivadas del procedimiento penal respectivo.






ARTICULO 166. Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecte la libertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

Para fijar el monto de la garantía se tomará en cuenta:

1. La naturaleza, modalidades y características del delito que se le impute;

2. Sus características personales y situación económica; y

3. La posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia.


ARTICULO 124 bis. Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecte la libertad personal, el Juez de Amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

El juez de amparo fijará el monto de la garantía tomando en cuenta los elementos siguientes:

1. La naturaleza, modalidades y características del delito que se le impute al quejoso;

2. La situación económica del quejoso, y

3. La posibilidad de que  el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia


ARTICULO 167.  Cuando haya temor fundado de que la autoridad responsable trate de burlar la orden de libertad del quejoso o de ocultarlo, el órgano jurisdiccional de amparo podrá hacerlo comparecer ante él a través de los medios que estime pertinentes o trasladarse al lugar de detención para ponerlo en libertad.


ARTÍCULO 137. Cuando haya temor fundado de que la autoridad responsable trate de burlar las órdenes de libertad del quejoso, o de ocultarlo, trasladándolo a otro lugar, el Juez de Distrito podrá hacerlo comparecer a su presencia para hacer cumplir dichas órdenes.





.


Se propone la adicción de un artículo al capítulo de suspensión penal.

Artículo 167 bis. Cuando el quejoso solicite la suspensión  contra un auto de formal prisión, pero se encuentre en libertad por cualquier motivo,  no procederá dicha medida cautelar.
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